
Acta Sesión Ordinaria 12-2010 
 

23 de febrero del 2010 
 
Acta de la Sesión Ordinaria N° 12-2010 celebrada por el Concejo Municipal de Belén, a las dieciocho 
horas del veintitrés de febrero del dos mil diez, en el Salón de Sesiones de la Municipalidad de 
Belén, en el Distrito San Antonio. MIEMBROS PRESENTES: REGIDORES PROPIETARIOS: Sr. 
Hermes Zumbado Alfaro quien preside.  Sr. Juan Carlos Murillo Sánchez.  Sra. Flor de María Trejos 
Villalobos.  Sra. Ana Betty Valenciano Moscoso.  Sr. Francisco Villegas Villalobos.  REGIDORES 
SUPLENTES:  Sr. Manuel Angel Ortiz Arce.  Sra. Rosemile Ramsbotton Valverde.  Sr. Roberto 
Carlos Zumbado Zumbado.  Srita. Xinia María Zumbado Zumbado. Sr.  Yoser Gerardo Avila 
Alvarado.  SINDICOS PROPIETARIOS:  Sr. Víctor Villegas Murillo.  Sra.  Sandra Salazar Calderón.  
Srita.  Elisa María Zumbado González.  SINDICOS SUPLENTES:  Sra. María del Carmen Zumbado 
Venegas.  Sr. José Atiliano Barrantes Mendoza.  FUNCIONARIOS MUNICIPALES:  Alcalde 
Municipal Horacio Alvarado Bogantes. Secretaria del Concejo Municipal: Sra. Ana Patricia Murillo 
Delgado.  MIEMBROS AUSENTES:  
 

CAPITULO I 
 

PRESENTACION DEL ORDEN DEL DIA 
 

ORDEN DEL DIA 
 

I) PRESENTACION DEL ORDEN DEL DÍA. 
 
II) REVISION DE LAS ACTAS 10-2010 Y 11-2010. 
 
III) LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACION DE LA CORRESPONDENCIA. 
 
IV) ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL. 
 
1. Se somete a votación el Oficio AMA-73-2010 del Ing. Horacio Alvarado.  Adjunto Memorando 036-

2010, de Bienes y Servicios, el mismo con lleva la Licitación Abreviada 2010-LA-000003-01, 
denominada; Compra de equipo de Computo, para su lectura, estudio y aval. 

 
2. Se somete a votación el Oficio AMA-82-2010 del Lic. Carlos Lanzas.  Adjuntarles el CCOONNVVEENNIIOO  DDEE  

CCOOOOPPEERRAACCIIÓÓNN  IINNTTEERRIINNSSTTIITTUUCCIIOONNAALL  EENNTTRREE  EELL  MMIINNIISSTTEERRIIOO  DDEE  PPLLAANNIIFFIICCAACCIIÓÓNN  NNAACCIIOONNAALL  YY  PPOOLLÍÍTTIICCAA  

EECCOONNÓÓMMIICCAA,,  LLAA  MMUUNNIICCIIPPAALLIIDDAADD  DDEE  BBEELLÉÉNN  YY  EELL  IINNSSTTIITTUUTTOO  DDEE  FFOOMMEENNTTOO  YY  AASSEESSOORRÍÍAA  MMUUNNIICCIIPPAALL,,  para la 
puesta en marcha de una red de conectividad en función del Proyecto de Fortalecimiento Municipal y 
Descentralización en el marco del Convenio Financiación Especifico CRI/B7-310/99/0150 suscrito 
entre la Republica de Costa Rica y la Comunidad Europea.   

 
3. Se somete a votación el Oficio AMA-92-2010 del Ing. Horacio Alvarado.  Adjunto Oficio ODU-04-2010, 

de la Unidad de Desarrollo Urbano, suscrito por el Ing. Luis Bogantes, el cual da respuesta al artículo 
once de la sesión 01-2010, en lo referente a la queja del matrimonio Rodríguez Luna bajo el trámite 
4134. 



 
4. Se somete a votación el Oficio AMA-94-2010 del Ing. Horacio Alvarado.  Adjunto oficio OF-RH-022-

2010, de la Unidad de Recursos Humanos el cual ofrece un derecho de respuesta relacionado a lo 
esbozado en el Concejo Municipal de la sesión ordinaria del 03-2010, en lo que corresponde al 
sistema de evaluación del desempeño y al sistema salarial de esta Municipalidad. 

 
5. Se somete a votación el Oficio AMA-96-2010 del Ing. Horacio Alvarado.  Adjunto oficio OF-RH-036-

2010, de la Unidad de Recursos Humanos el cual ofrece un derecho de respuesta relacionado a lo 
esbozado en el Concejo Municipal de la sesión ordinaria del 05-2010, en lo que corresponde a la 
creación de la Contraloría de Servicios. 

 
6. Se somete a votación el Informe del Asesor Legal:  Conforme fuera requerido por el Concejo Municipal 

en el acuerdo adoptado en el artículo 7 de la sesión ordinaria 72-2009, procede este despacho legal a 
brindar respuesta al oficio Ref. 7207/2009 mediante el cual se traslada el trámite 4905 de la Sra. Hazel 
Rodríguez Vega, representante de los vecinos de Calle Don Pepe, en el cual solicitan al Concejo 
Municipal analizar o determinar si existen derechos adquiridos, dado a que desde los años 2002, 2005 
y 2006 fueron aprobados lineamientos de la finca, la disponibilidad de agua potable, la autorización 
para disponer del agua pluvial y la certificación de la no existencia de red de alcantarillado sanitario, en 
el sector donde se ubica el proyecto. 

 
VI) INFORME DEL ALCALDE MUNICIPAL. 
 
VII) INFORME DEL ASESOR LEGAL. 
 
VIII) INFORME DE COMISIONES MUNICIPALES. 
 
IX) MOCIONES E INICIATIVAS DE LOS MIEMBROS DEL CONCEJO MUNICIPAL. 

 

CAPITULO II 
 

REVISIÓN DEL ACTA 
 

ARTICULO 2.  El Presidente Municipal somete a aprobación el Acta N°10-2010 de la Sesión 
Ordinaria N°10-2010, celebrada el dieciséis de febrero del año dos mil diez. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Aprobar el Acta N°10-2010 de la Sesión Ordinaria N°10-2010, 
celebrada el dieciséis de febrero del año dos mil diez. 
 
ARTICULO 3.  El Presidente Municipal somete a aprobación el Acta N°11-2010 de la Sesión 
Extraordinaria N°11-2010, celebrada el dieciocho de febrero del año dos mil diez. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Aprobar el Acta N°11-2010 de la Sesión Extraordinaria N°11-
2010, celebrada el dieciocho de febrero del año dos mil diez. 
 

CAPITULO III 
 

LECTURA, EXAMEN Y TRAMITACIÓN DE LA CORRESPONDENCIA. 



 
ARTICULO 4.  Se conoce el trámite 684 de la Señora María Antonia Castro Franceschi, Miembro de 
Comisión Seguimiento al Plan Regulador.  Sirva la presente para saludarles y a hacer entrega del 
oficio, entregado en SENARA.  La Salud de la población es un bien de interés público superior 
tutelado por el Estado, en el cual debe velar por la protección de la vida, la seguridad  de los 
habitantes y en general la conservación del orden social.  La Sala Constitucional ha indicado 
reiteradamente:  “en la protección de nuestros recursos naturales, debe existir una actitud 
preventiva, es decir, si la degradación el deterioro deben se minimizados, es necesario que la 
precaución y la prevención sean los principios dominantes, lo cual nos lleva a la necesidad de 
plantear el principio “in dubio pro natura” que puede extraerse, analógicamente, de otras ramas del 
Derecho y que es, en un todo, acorde con la naturaleza.  (res: 07618-99).  En ese orden, la 
contaminación de las aguas constituye una infracción a los derechos fundamentales a la salud y aun 
medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado (Sala Constitucional, sentencias 1405-94, 5691-
98, 2000-03536, 2000-9735, 2000-10981, 2001-1882 y 2001-3840 entre muchas otras).  
 

Recientemente, la Sala Constitucional en su sentencia 2004-001923 agregó:  “La escasez, la falta de 

acceso o disponibilidad y la contaminación de este líquido preciado provocan el empobrecimiento de 
los pueblos y limita el desarrollo social de grandes proporciones.  Consecuentemente, la protección y 
explotación de los reservatorios de aguas subterráneas es una obligación estratégica para preservar 
la vida y la salud de los seres humanos y, desde luego, para el adecuado desarrollo de cualquier 
pueblo…Por las características de la contaminación de los mantos acuíferos destinados al 
abastecimiento público y su difícil regeneración, las medidas para evitar la contaminación deben ser 
preventivas y protectoras, mediante la prohibición de ciertas actividades humanas en determinadas 
zonas u ordenando medidas de seguridad sobre ciertas actividades potencialmente contaminantes”.  
Estas potestades administrativas extraordinarias, que deben ser admitidas en nuestro ordenamiento 
jurídico – pese a su falta de regulación – como implícitas en la competencia expresa y general de 
protección y conservación de las aguas subterráneas que tienen atribuidas el Estado y los entes 

descentralizados del sector hídrico, tienen sustento en la necesidad de lograr una utilización racional 
y equilibrada del agua. 
 

En respuesta al recurso de amparo en cuestión, la Junta Directiva del SENARA mediante acuerdo 
3303, en consenso con las instituciones participantes en la Comisión Interinstitucional (Municipalidad 
de Poás, Ministerio de Salud, Ministerio de Agricultura y Ganadería, A y A, MINAE, SETENA, INVU y 
SENARA), aprobó los mapas hidrogeológicos y la aplicación de la matriz de vulnerabilidad del caso 
del Cantón de Poás.  El 03 de abril del 2007, el Gerente del SENARA envío respuesta a la Sala 
Constitucional al expediente 07-003403-0007-CO.  En el punto s) indicó:  “Se le informa que la Junta 
Directiva del SENARA aprobó la Matriz de Criterios de Uso del Suelo según la Vulnerabilidad a la 
Contaminación de Acuíferos para la protección del recurso hídrico, el cual es de aplicación 
obligatoria para regular actividades que se desarrollen en el territorio”.  De igual manera, la Gerencia 
señaló en el punto w):  “Con respecto al tratamiento de las aguas negras y los efluentes de cualquier 
tipo, el SENARA recomienda aplicar la normativa aprobada por la Junta Directiva en la Matriz de 
Criterios de Uso del Suelo según la Vulnerabilidad ....” 
 

Mediante acuerdo 3416 de Sesión Ordinaria 521-07 del 05 de Junio 2007, la  Junta Directiva aprobó 
el estudio de Recarga Potencial de los acuíferos del Valle Central e informa que los acuíferos del 



Valle Central (Barva, Colima Superior y Colima Inferior) se encuentran en condiciones de 
sobreexplotación y por tanto emitió una serie de directrices con el fin de implementar acciones que 
permitan la protección de los recursos hídricos. Por ello, remitió a todas las municipalidades del Valle 
Central la matriz de vulnerabilidad como parte integral del acuerdo (ver propuesta de zonificación en 
punto 1) que dice lo siguiente: 
 

1) Propuesta de Zonificación 
a) Se recomienda a las siguientes Municipalidades, ubicadas en la zona de influencia del estudio 

y que son las Municipalidades de Santa Bárbara, San Rafael, Barva, cantón central de 
Heredia, Flores, Santo Domingo, San Isidro, Belén, San Pablo, Alajuela, cantón central de San 
Jose, Goicoechea, Moravia, Vásquez de Coronado, Tibas, La Unión, Montes de Oca y Santa 
Ana, que incluyan en lo que corresponde a la materia de planificación, desarrollo y crecimiento 
urbano, y en planes reguladores de desarrollo urbano, la zonificación y políticas adecuadas 
para uso del suelo, acordes con la protección de los recursos hídricos, considerando los 
criterios de vulnerabilidad a la contaminación de acuíferos. 

b) Se recomienda igualmente que el INVU, la SETENA y las demás entidades que deben valorar 
o aprobar la construcción de proyectos en las zonas del sistema acuífero, apliquen políticas 
sobre el uso del suelo que sean acordes con la protección de los recursos hídricos y criterios 
de vulnerabilidad. 

c) Se recomienda a las Municipalidades ubicadas en el área de influencia del Estudio, que 
procedan a la elaboración de los mapas de vulnerabilidad hidrogeológica a la contaminación 
de acuíferos, que permita una planificación urbana que considere la protección de los recursos 
hídricos. 

d) Para los efectos anteriores, SENARA les remite la matriz adjunta, y que forma parte integral 
de este acuerdo, la cual contiene los criterios de vulnerabilidad a la contaminación de 
acuíferos, con el fin de que sirva de guía y orientación técnica para la elaboración de las 
política sobre el uso del suelo”. 

 

El 12 enero del 2009 se remite oficio ASUB 16-09 a la Gerencia del SENARA mediante el cual se 
entregan los mapas de vulnerabilidad a la contaminación de los acuíferos de Huacas Tamarindo y 
Parrita. Se le indica además que dichos mapas se aplican en conjunto con la Matriz de 
Vulnerabilidad.  En febrero del 2009 el Gerente del SENARA, Bernal Soto remite a la Sala 
Constitucional oficio en respuesta al expediente 08-0011467-0007-CO en relación a conflicto por 
pozo en la zona costera de Santa Cruz. En dicho informe la gerencia menciona en el cuadro final del 
texto, en el punto 3, “que la matriz de criterios de uso del suelo según la vulnerabilidad a la 
contaminación de acuíferos para la protección del recurso hídrico, que al 2006, la Matriz estaba por 
aplicarse y que para el 2009, se indica que esta parcialmente en ejecución, ya que se aplica en los 
proyectos enviados a consulta del SENARA”.  El 19 de febrero del 2009 el Presidente de la Junta 
Directiva del SENARA remite informe a la Sala Constitucional al expediente 07-013151-007-CO 
indicándose en la primera pagina lo siguiente: 
   

“El SENARA mediante oficio ASUB 349-07 del 8 de Agosto 2007 indico a la  Sala Constitucional, que 
las profundidades de los pozos en el área de estudio oscilan desde los 30 a los 95 metros y los 
niveles estáticos del agua en los pozos son superficiales, lo que permite estimar que el riesgo de 
contaminación es alto y que era conveniente realizar estudios hidrogeológicos, con el fin de evaluar 



el riesgo de contaminación de los acuíferos por l actividad minera y establecer las regulaciones al 
uso del suelo, que se definen en el acuerdo 3303 de la Junta Directiva del SENARA de sesión 
extraordinaria 239-06 del 26 septiembre 2006, en la que aprueba la Matriz de Criterios de Uso del 
Suelo según la Vulnerabilidad a la Contaminación de Acuíferos para la Protección del Recurso 
Hídrico, la cual regula las condiciones que las diferentes actividades productivas deben llevar a 
cabo”.  En respuesta al Recuro de amparo 09-011327-0007-CO BAULAS, SENARA manifiesta: “La 
aplicación de la matriz de vulnerabilidad en Costa Rica se da a partir del recurso de amparo 03-
00468-0007-CO y el voto 2004-001923 del cantón de Poas. Es a partir de ese momento que el 
SENARA aplica la matriz de vulnerabilidad en todos los casos en donde se cuentan con los mapas 
de vulnerabilidad a la contaminación aprobados por SENARA”.  
 

El 30 de marzo 2009 en atención al cuerdo de Junta Directiva 3704 del SENARA se envía el oficio 
DIGH 180-09 en donde se exponen los argumentos técnicos que justifican el uso de la Matriz de 
Vulnerabilidad en todo el país. Se indica en uno de los párrafos lo siguiente:  “La matriz de 
vulnerabilidad que se elaboro para el caso de Poas y que es de aplicación nacional, fue elaborada 
durante un largo proceso en la Municipalidad de Poas, con la participación de funcionarios de esa 
Municipalidad, MÍNAET, A y A, Ministerio de Salud, INVU y SENARA”.  Como vemos el uso de esa 
matriz de vulnerabilidad a la contaminación de las aguas subterráneas (Extrema, alta, Media, Baja y 
Despreciable) se generalizo y así fue comunicado, tanto por parte de la Jefatura del Área de Aguas 
Subterráneas (ASUB), actualmente Dirección de Investigación y Gestión Hídrica (DIGH), como por la 
misma Gerencia y Junta Directiva del SENARA en diversos pronunciamientos a instituciones y 
particulares, entre ellos la Sala Constitucional, Tribunal Contencioso, SETENA, Municipalidades y el 
Tribunal Ambiental, entre otros.  Si bien, las condiciones de un acuífero y por ende su vulnerabilidad 
a la contaminación no son idénticas, las medidas de protección y regulaciones de uso para una 
misma categoría de vulnerabilidad sí son las mismas, pues se basan en variables propias del 
comportamiento hidrogeológico. 
 

La matriz de vulnerabilidad a la contaminación define los criterios de uso de suelo, con el fin de velar 
por la protección del agua en función de la actividad que se desarrolla y el grado de vulnerabilidad. 
 

DIRECTRIZ POLÍTICA DE LA GERENCIA Y LA JUNTA DIRECTIVA DEL SENARA SIN 
FUNDAMENTO TECNICO.  El 02 de Junio 2009, la Junta Directiva emitió el acuerdo 3751 en el cual 
prohíbe a su Dirección de Investigación y Gestión Hídrica (DIGH) emitir pronunciamientos sin que 
sea tramitado por la Gerencia y en los puntos 6 y 7 se indica que no se pueden emitir criterios 
regulando el uso del suelo, por ser competencia de las municipalidades.  Preocupa que ese tipo de 
directrices lleven a considerar que el SENARA no puede utilizar herramientas como la matriz de 
vulnerabilidad. Más aun, si como indicó la Gerencia del SENARA a la Sala Constitucional en el 
recurso de amparo No. 07-003403-0007-CO: “La Institución, reitero, en este campo, es un Ente 
consultado, cuyos criterios resultan vinculantes y de acatamiento obligatorio, de conformidad con lo 
preceptuado en  el articulo 3 de la Ley de Creación 6877 del 18 Julio de 1983 del SENARA inciso h). 
Corresponde realmente a los Entes de la Administración Publica, que aprueban usos de suelo para 
proyectos urbanísticos y turísticos, aquellos que autorizan concesiones de agua para uso domestico, 
agrícola, desarrollo turístico, vigilar el cumplimiento de todas las recomendaciones que se sirve 
SENARA emitir en torno a casos son consultados, de previo a autorizar usos del bien demanial en 
sus diferentes aplicaciones”. 



 

El 06 de Julio del 2009, la gerencia del SENARA mediante oficio GE-513-09, llama la atención a la 
jefatura de la DIGH, por hacer uso en los pronunciamientos técnicos de la matriz de criterios de 
vulnerabilidad para la protección de los acuíferos en otras zonas del país.  El 14 de Julio del 2009, la 
Gerencia por medio de oficio GE-557-09, ordenó deshabilitar el sitio www.senara-aguasub.com, el 
cual brindaba acceso a todo el público de los archivos de pozos, estudios y oficios relacionados con 
las aguas subterráneas. Desde esa fecha los usuarios dejaron de contar con un sistema en la red de 
Internet para la consulta de información de trámites de solicitudes de perforación de pozos, además 
la consulta de estudios hidrogeológicos, pronunciamientos, mapas hidrogeológicos y otros datos.  En 
fecha 19 de diciembre, se publicó en el diario La Nación:  “La Junta Directiva del SENARA ACLARA 
a todos los Ministerios, Instituciones Publicas, Municipalidades y publico en general: que mediante 
acuerdo 3303 se valido una Matriz de Uso del Suelo según la Vulnerabilidad a la Contaminación de 
Acuíferos del cantón de Poas, Alajuela. Instrumento elaborado para atender la protección especifica 
de los acuíferos de dicho cantón. Por lo tanto, dicha matriz no es aplicable ni vinculante para otros 
cantones del país”. 
 

Esta directriz política contradice el informe la Contraloría General de la República entrega el informe 
DFOE-PGAA-011-2009, de julio del 2009, de la auditoria realizada en el MÍNAET, SENARA Y EL A y 
A, en el cual indica, entre otras cosas, que la DIGH del SENARA tiene potestad de emitir criterios 
técnicos y publicar los resultados de los estudios, sin requerir la aprobación de la gerencia y la Junta 
Directiva. 
 

BELEN EN INDEFENSION.  Acorde con las responsabilidades sobre la vida y la salud, impuestas 
por ley y por votos de la Sala Constitucional sobre los gobiernos locales y amparados en las 
recomendaciones del acuerdo 3419, cuya “parte dispositiva ... dejo en claro que el Gobierno Local 
de Belén –al igual que otros del Valle Central- deben, cuando manejen el tema de la planificación, 
desarrollo y crecimiento urbano, considerar la aplicación de políticas” .... acordes con la protección 
de los recursos hídricos, considerando los criterios de vulnerabilidad a la contaminación acuífera...”, 
elaborar”...mapas de vulnerabilidad hidrogeológica a la contaminación de acuíferos, que permita una 
planificación urbana que considere la protección de los recursos hídricos”. (Resolución 535-2008 del 
Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Quinta).  Al amparo del Convenio Marco de 
Cooperación Interinstitucional (07/04/2007), se firmó el 21 de Julio del 2008, una Contratación de 
Servicios profesionales entre la UCR y la Municipalidad de Belén para elaborar el Mapa de 
Vulnerabilidad Hidrogeológica, Mapa de Amenaza a la Contaminación y definir el Mapa de Riesgo a 
la Contaminación de las Aguas Subterráneas, así como proponer medidas de protección en las 
áreas de alto riesgo a la contaminación en el cantón de Belén. También el 22 octubre del 2008, se 
firmó una carta de entendimiento entre la Municipalidad de Belén y el SENARA, basados en el 
convenio Marco de Cooperación Interinstitucional (07/04/1998), para que el SENARA brinde la 
asesoria, fiscalización y supervisión de los estudios hidrogeológicos que realizaran los funcionarios 
(as) de la Escuela Centroamericana de Geología para la actualización del Plan Regulador para el 
cantón de Belén, debido a que previa consulta no podía ser el mismo SENARA que realizara los 
estudios por falta de personal. 
 

Esto con el fin de puntualizar y actualizar los estudios del SENARA de 1994 y 1995 realizados por 
Sandra Arredondo y los mapas del PRUGAM (2005) realizados por SENARA donde aparece el 

http://www.senara-aguasub.com/


cantón de BELEN.  La posibilidad de avalar el estudio de la UCR por parte del SENARA, sin el uso 
de la Matriz  de Criterios de Uso del Suelo según la Vulnerabilidad a la Contaminación de Acuíferos, 
por una directriz política sin fundamento legal y técnico, en un cantón donde se encuentran los 3 
principales acuíferos: Barva, Colima Superior y Colima Inferior, y donde se encuentra la Naciente 
Puente Mulas del cual se abastecen  cientos de miles de personas de la Gran Área Metropolitana, y 
donde hay cantidad de estudios que demuestran la contaminación de las aguas subterráneas, 
configura un peligro grave para la salud pública y el derecho a la vida que da el acceso al agua 
POTABLE.  Mediante un cambio de rumbo sin fundamento de la Junta Directiva y la Gerencia del 
SENARA y por la imposibilidad  racional en función de sus deberes precautorios,  en este caso se 
incurre en un acto desatinado de obvia temeridad en perjuicio de la salud y de los intereses públicos, 
y la responsabilidad consiguiente de los miembros de esa Junta Directiva y la Gerencia. 
 

POR TANTO:  Con base en la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función 
Publica, ley numero 8422 del 6 de Octubre del 2004, articulo 3; la Ley  General de Administración 
Publica, articulo 113; la Ley Orgánica del Ambiente en su articulo 2;  la Ley Orgánica del Ambiente 
en su articulo 50; y resolución 535-2008 del Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Quinta, 
solicito que en plazo de 10 días, se sirvan certificar los acuerdos tomado por la Junta Directiva 
números 3303, 3416, 3419, 3751, el oficio DIGH 180-09, oficio DIGH 292-09, oficio GE-513-09, oficio 
GE-557-09, además del acuerdo tomado para fundamentar la publicación del Campo Pagado en La 
Nación del día sábado 19 de diciembre del 2009, copia adjunta, y su publicación oficial.  Además, en 
el mismo plazo de 10 días, solicito una respuesta específica sobre la situación del contrato entre la 
Municipalidad de Belén y el SENARA en cuanto a la  posibilidad de NO considerar la aplicación de la 
Matriz de de Criterios de Uso del Suelo según la Vulnerabilidad a la Contaminación de Acuíferos, del 
estudio realizado y entregado a SENARA hace meses por la UCR. 
 
El Regidor Suplente Manuel Ortiz, aclara que el documento esta bien fundamentado, seria 
interesante que se pudiera discutir,  porque tiene aspectos jurídicos y legales, es un documento que 
merece análisis. 
 
El Regidor Propietario Juan Carlos Murillo, detalla que se puede incorporar al Expediente. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Incorporar al Expediente Administrativo. 
 
ARTICULO 5.  Se conoce el Oficio 748 de Ana Betty Valenciano, Vicepresidenta del Concejo 
Municipal.  Solicita audiencia al Concejo Municipal para presentar el informe sobre el intercambio de 
experiencias entre la Municipalidad de Belén y la Asociación de Mujeres de las Juntas parroquiales 
del Ecuador AMJUPRE. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Brindar audiencia en Sesión Extraordinaria el jueves 18 de 
marzo, 2010. 
 
ARTICULO 6.  Se conoce el oficio SOC03-02-2010, trámite 765 del Ing. Salvador Quirós Conejo, 
Diputado, Asamblea Legislativa, dirigido al Lic. Ricardo Sancho, Presidente Ejecutivo, Instituto 
Costarricense de Acueductos y Alcantarillados.  Notificaciones al fax:  2243-2244.   Cordialmente le 
saludo, a la vez que aprovecho para solicitarle se sirva suministrar el detalle de las obras y montos 



invertidos, en los últimos cuatro años, por año y por cantón, en los cantones de Upala, Los Chiles, 
Guatuso y San Carlos, por parte de la institución que usted representa.  En atención a lo anterior y 
de conformidad con lo establecido en los artículos 27 y 30 de la Constitución Política, 111 del 
Reglamento de la Asamblea Legislativa y 32 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, procedo a 
solicitarle que en el plazo de ley, me remita la información requerida cuyo único fin es colaborar con 
la gestión de la Institución a su cargo.  El día 22 de febrero, realizaremos el informe de logros por lo 
que le rogamos hacernos llegar la información antes de esta fecha, caso contrario no podremos 
incluirla en el informe.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Tomar nota y archivar. 
 
ARTICULO 7.  Se conoce el oficio FOMUDE-122-2010, trámite 757 de la Sra.  Florita Azofeifa 
Monge, Directora, Proyecto de Fortalecimiento Municipal y Descentralización, FOMUDE.  En virtud 
de la consulta realizada por el señor José Solís, encargado de Informática de la Municipalidad de 
Belén, me permito informarle lo siguiente:  
 
1. Con respecto al plazo del Proyecto FOMUDE:  Mediante addendum N. 3 al Convenio de 

Financiación CRI/B7-310/99/150 entre la Comunidad Europea y la República de Costa Rica, 
para el proyecto de Fortalecimiento Municipal y Descentralización, se amplió el plazo del 
Proyecto al 30 de junio de 2011 (el cual consiste en un plazo de ejecución que finaliza el 31 de 
diciembre de 2010 y un período de cierre de 6 meses hasta el 30 de junio de 2011). 

 
2. Con respecto a la vigencia del Convenio de donación: Tal y como se señala en la cláusula 

DECIMO OCTAVA:  VIGENCIA, el presente CONVENIO entrará a partir de la fecha de su 
suscripción.  

 
3. Se adjunta copia del acta de entrega de los equipos donados.  
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Posponer para discutir en Asuntos de la Presidencia.  
 
ARTICULO 8.  Se conoce Invitación a las Regidoras y Síndicas de Prof. Hannia Vega, Presidenta 
Filial Recomm – Heredia.  A participar en la Asamblea Provincial de la RECOMM, para la elección de 
la representante de la Provincia de Heredia a nivel nacional. 
 
Fecha: Lunes 1 de marzo 2010. 
Hora: 3:00 pm. 
Lugar: Salón de Sesiones del Concejo Municipal de Heredia. 
 
La Vicepresidenta Municipal Ana Betty Valenciano, explica que la invitación llega para invitar a las 
compañeras DEL CONCEJO MUNICIPAL a la elección de la representante por la Provincia de 
Heredia, para la Junta Directiva DE LA RECOOM a nivel nacional, se escogerá la mujer que 
representara  la provincia.  Los Estatutos de la RECOMM establecen que pueden ser Regidoras o 
Ex Regidoras, pensando en la experiencia QUE SE ADQUIERE durante 4 años, el periodo de la 
Junta Directiva vence el 8 de marzo. 
 



La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, habla que le llama la atención la invitación, porque se 
esta en un periodo de cambio en Concejos Municipales, deberíamos esperar las nuevas Regidoras, 
no ve la vialidad de elegir la representante en este momento.  Como Concejo Municipal podemos 
recomendar a alguien. 
 
El Regidor Propietario Juan Carlos Murillo, enumera que la Vicepresidenta Municipal Ana Betty 
Valenciano, es la Vicepresidenta de este organismo. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Confirmar asistencia con la Secretaria del Concejo Municipal. 
 
ARTICULO 9.  Se conoce el oficio DR-0147-SM-10, trámite 695 de la Licda.  María del Rosario 
Muñoz González, Jefe de Depto.  Secretaría Municipal, Municipalidad de Alajuela.  Notificaciones al 
telefax:  2441-5904.  Para los fines legales correspondientes, le transcribo y notifico artículo No. 9, 
Cap. II, de la Sesión Extraordinaria No. 03-10 del lunes 01 de febrero del 2010. 
 
ARTICULO NOVENO:  Se procede a conocer nota de la Municipalidad de Belén, que indica, lo 
siguiente:  “ La suscrita Secretaria del Concejo Municipal de Belén, le notifica el acuerdo tomado, en 
la Sesión Ordinaria No. 74-2009, celebrada el quince de diciembre del dos mil nueve y ratificada el 
diecisiete de diciembre del año dos mil nueve, que literalmente dice:  CAPITULO V ASUNTOS DE 
TRÁMITE URGENTE A JUICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL.  El Presidente Municipal Hermes 
Zumbado Alfaro, plantea los siguientes asuntos:  ARTICULO 25. Se somete a votación el oficio AM-
M-856-2009 del Alcalde Horacio Alvarado Bogantes.  Recibimos  el oficio DJ-368-2009 suscrito por 
el Dr.  Ennio Rodríguez Solís, Director Jurídico, por medio del que presenta propuesta de 
“CONVENIO MARCO DE COOPERACIÓN INTERMUNICIPAL ENTRE LAS MUNICIPALIDADES DE 
BELÉN Y LA DE ALAJUELA HORACIO ALVARADO BOGANTES, mayor, soltero, titular de la cédula 
de identidad número cuatro-ciento veinticuatro-quinientos cincuenta y uno, vecino de La Ribera de 
Belén, actuando en mi condición de Alcalde de la Municipalidad de Belén, para el período que 
abarca del cinco de febrero del dos mil siete y que concluirá el seis de febrero del dos mil once, 
investido formalmente a través de la juramentación realizada por el Tribunal Supremo de Elecciones, 
el treinta y uno de enero del dos mil siete y que en lo sucesivo  se denominará “La Municipalidad de 
Belén”, y ********* actuando en mi condición de Alcalde (sa) de la Municipalidad de Alajuela, para el 
período que abarca y que en lo sucesivo  se denominará “La Municipalidad de Alajuela”, y 
CONSIDERANDO: 
 
PRIMERO: Que corresponde a los Gobiernos Municipales velar por los intereses y servicios locales 
en cada jurisdicción cantonal, de conformidad con lo que establece el Artículo 169 de la Constitución 
Política y el Artículo 3 del Código Municipal (Ley No 7794).  SEGUNDO: Que dentro del marco de los 
intereses y servicios locales, corresponde a las Municipalidades velar por la salud, la integridad 
física, la prestación de servicios públicos  y el bienestar general de los habitantes del Cantón 
respectivo. 
 
TERCERO: Que el Artículo 9 del Código Municipal promueve las relaciones intermunicipales en aras 
de pactar convenios entre las distintas Municipalidades, cuyo objeto sea facilitar y posibilitar el 
cumplimiento de sus objetivos o su administración, a fin de lograr una mayor eficacia y eficiencia en 
sus acciones. 



CUARTO: Que en la zona limítrofe de los territorios de las Municipalidades signatarias, existen 
calles, caseríos, área públicas y comunales, en las que es necesario realizar una serie de 
actividades, obras y proyectos, con la finalidad de satisfacer el interés público, entendido como la 
expresión  de los intereses individuales coincidentes de los administrados, según lo establecido en el 
artículo 113.2 de la Ley General de la Administración Pública.  Es por lo anterior, que las 
Municipalidades de Belén y de Alajuela han unido esfuerzos considerando su situación geográfica, 
para solucionar conjuntamente y en forma integral la problemática y necesidades que se presentan 
en las áreas o zonas limítrofes de ambos cantones. 
 
ACUERDAN, suscribir el presente Convenio Marco de Cooperación Intermunicipal, el cual se regirá  
por las siguientes cláusulas: 
 

PRIMERA: OBJETO DEL CONVENIO: El presente convenio permitirá coordinar proyectos, obras y 
actividades para satisfacer las necesidades y el interés público de los administrados que residen en 
la zona limítrofe entre los cantones de Belén y Alajuela. 
SEGUNDA: FORMA DE EJECUCIÓN. Para cada programa, obra o proyecto que se desarrolle, 
deberán suscribirse Cartas de Entendimiento y/o Contratos amparados a este Convenio Marco, en el 
cual se detallarán todos los aspectos; necesarios para la consecución de los objetivos propuestos, 
entre otros: descripción de los proyectos, actividades y obras, justificación de los mismos, diseño, 
forma de financiamiento,  aportes y recursos que suministrará cada municipalidad, cronograma, 
obligaciones y derechos de cada municipalidad. 
TERCERA: FISCALIZACION O VERIFICACIÓN DEL CONVENIO.  En aplicación de lo previsto en 
los artículos 13 de la Ley de Contratación Administrativa y 210 de su Reglamento, la fiscalización o 
verificación del presente Convenio, así como las cartas de entendimiento que se lleguen a suscribir, 
serán fiscalizadas por funcionarios (as) que designen los alcaldes (sa) de ambas municipalidades.  
CUARTA: EVALUACION DEL CONVENIO. Anualmente cada Municipalidad  efectuará una 
evaluación de los proyectos, obras o actividades que se ejecuten en el período respectivo, para 
determinar técnicamente por medios de los funcionarios (as) competentes, si se debe prorrogar la 
ejecución de los mismos, o por el contrario  proceder a la resolución o rescisión contractual. 
QUINTA: MODIFICACIONES AL PRESENTE CONVENIO. Cualesquiera modificación a los términos 
del presente convenio, deberá ser acordada por las partes, mediante la celebración por escrito de un 
addendum. 
SEXTA: EFECTOS DEL PRESENTE CONVENIO MARCO. El presente convenio marco no crea 
relación de empleo o financiera entre las partes.  Nada de lo aquí dispuesto afectará en forma 
alguna el pleno derecho de cada una de las partes signatarias del presente convenio, para 
establecer convenios similares con otras entidades.  
SETIMA: RESCISIÓN Y RESOLUCION CONTRACTUAL. En aplicación de lo dispuesto en los 
artículos 11 de la Ley de Contratación Administrativa y 204 al 208 de su Reglamento, el 
incumplimiento de alguna de las cláusulas del presente convenio faculta a las partes, para resolver o 
rescindir, según sea el caso dicho convenio o las cartas de entendimiento que se suscriban.  La  
terminación del convenio no afectará de manera alguna cualquier actividad, obra o proyecto que se 
esté ejecutando, toda vez que ésta deberá ser concluida satisfactoriamente. 
OCTAVA: VIGENCIA DEL CONVENIO. El presente Convenio tendrá una vigencia de cinco años a 
partir de la fecha en que el mismo haya sido suscrito por ambas partes.  En caso de que exista 
interés de las partes para prorrogar el presente convenio, esta debe solicitarse   con al menos seis 



meses de anticipación. 
NOVENA: NOTIFICACIONES. Para efectos de notificaciones, la Municipalidad de Belén, señala El 
Palacio Municipal, sito en San Antonio de Belén, detrás del templo Católico, teléfono 239-5944, 
fax********. Por su parte, la Municipalidad de Alajuela atenderá notificaciones en*********,  
teléfono****** Fax ************.  Estando ambas partes de acuerdo con lo estipulado en este 
documento, en señal de conformidad lo firmamos en dos tantos, en ........ a los .... días del mes de 
.... del dos mil nueve. 
La Vicepresidenta Municipal Ana Betty Valenciano, comenta que aquí tuvieron la visita de vecinos de 
Villa Rosario exponiendo la problemática en el sector como el asfaltado de la calle, de ahí nace la 
posibilidad del Convenio.   
 
La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, consulta porque no se mencionan las calidades de la 
Alcaldesa de Alajuela, no se toca la problemática de los límites y el tema de los límites debe quedar 
definido con la actualización del Plan Regulador. 
 
El Presidente Municipal Hermes Zumbado, formula que el Convenio Marco es para que ambas 
instituciones puedan entrar posteriormente a una Carta de Intenciones en temas específicos. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Avalar el Oficio AM-M-856-2009 del Alcalde 
Horacio Alvarado Bogantes y el oficio DJ-368-2009 suscrito por el Dr. Ennio Rodríguez Solís, 
Director Jurídico.  SEGUNDO:  Avalar la propuesta de “Convenio Marco de Cooperación 
intermunicipal entre las municipalidades de Alajuela y de Belén.  TERCERO:  Autorizar al Alcalde 
Municipal a firmar dicho Convenio.  SE RESUELVE TRASLADAR A LA ADMINISTRACIÓN PARA 
QUE EL PROCESO DE SERVICIOS LO REVISE Y RECOMIENDE, OBTIENE ONCE VOTOS 
POSITIVOS.  Adquiere firmeza bajo acuerdo 1, Capítulo I, Sesión Ordinaria N. 06-2010, celebrada el 
martes 09 de febrero del 2010. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Tomar nota y archivar. 
 
ARTICULO 10.  Se conoce el Oficio 689 de Overath Ortega, Secretario Concejo, Municipalidad de 
Santa Cruz, fax 2680-0629.  Brindan el apoyo en la Reforma Constitucional al inciso 14, subinciso a) 
del Artículo 121 de la Constitución Política, Expediente legislativo 14557, para que se garantice al 
pueblo costarricense que gozará del agua como un Derecho Humano y dentro de los bienes del 
dominio público. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  PRIMERO:  Agradecer a la Municipalidad de Santa Cruz por el 
apoyo.  SEGUNDO:  Enviar a la Asamblea Legislativa en apoyo a la Reforma Constitucional al inciso 
14, subinciso a) del Artículo 121 de la Constitución Política, Expediente legislativo 14757, para que 
se garantice al pueblo costarricense que gozará del agua como un Derecho Humano y dentro de los 
bienes del dominio público. 
 
INFORME DE LA DIRECCIÓN JURÍDICA. 
 
ARTICULO 11.  Se conoce el Oficio DJ-041-2010 del Director Jurídico Ennio Rodríguez.  Para los 
efectos correspondientes informamos, que la Sección Tercera del Tribunal Contencioso 



Administrativo, Segundo Circuito Judicial de San José, Goicoechea, mediante resolución No.262-
2010, de las 10 horas del 29 de enero del 2010; notificada el día 18 de febrero, en el expediente:  
09-003167-1027-CA, que se adjunta, dispuso lo siguiente: “… en recurso de apelación por 
inadmisión presentado por el señor Cháves Guzmán y autenticado por el Dr. Luis Vargas Jiménez, 
se muestra carente de todos los requisitos exigidos en el numeral mencionado, a saber, la debida 
identificación del asunto, la fecha de la decisión apelada, copia literal del acuerdo que desestimó la 
apelación formulada, e indicación de la fecha de notificación de la decisión denegatoria del recurso 
de apelación que formulo oportunamente; en virtud de lo cual se entra a conocer del fondo del 
asunto.  Pues si bien indica los datos generales para la identificación del caso y la fecha de 
presentación del recurso de apelación ante la instancia municipal, como lo establece los incisos 1) y 
3) de la norma señalada; lo cierto es que dicho documento no cumpla a cabalidad con lo dispuesto 
en los incisos 2) y 4) del ya indicado artículo 584 del Código Procesal Civil.   
 

Es de notar que el cumplimiento de todas las exigencias son de imperio legal, con lo cual, no se 
puede obviar o interpretar que los mismos están en el expediente administrativo, como tampoco 
debe este Tribunal pasar por alto tales exigencias y convalidar tal omisión con la solicitud. De envío 
de los antecedentes establecidos en la sede administrativa.  Consecuentemente se rechaza el 
recurso de apelación por inadmisión, por carecer de requisitos fundamentales para su validez.   Se 
rechaza el recurso de apelación por inadmisión, presentado por el señor Fabio Chávez Guzmán.” 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Incorporar al Expediente Administrativo. 
 
INFORME DE LA UNIDAD DE INFORMATICA. 
 
ARTICULO 12.  Se conoce el Oficio ALIF0022-2010 de L. Daniel Vargas.  Aclaración a la compra 
2010LA-000003-01.  Se detalla.  Atendiendo instrucciones superiores, y en respuesta a la pregunta 
planteada en relación al Ítem 2 de la compra 2010LA-000003-01, les comunico que en el punto B de 
dicho ítem, se debe de leer correctamente de la siguiente manera “B. CONDICIONES ESPECIALES 
PARA EL ITEM 2”.  Además cabe enfatizar que el ítem 1 y el ítem 2 son diferentes, ya que en la 
descripción de la computadora del ítem 2, se solicita que tenga un monitor de más tamaño y una 
tarjeta gráfica especial.  Adjunto las líneas diferentes en los ítems 1 y 2 
 

4. MONITOR. 
Monitor a color LCD con una resolución nativa de 1280 x 1024, como mínimo. 
Tamaño del monitor 22 pulgadas.o más 
Se debe indicar la marca y el modelo  de lo ofertado. 
Se debe se adjuntar una imagen ilustrativa de lo ofertado 
 

11. TARJETA GRAFICA 
El equipo debe traer una tarjeta gráfica de 512MB como mínimo. 
Se debe indicar la marca y el modelo  de lo ofertado. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Posponer su discusión en Asuntos de la Presidencia.  
 

CAPITULO IV 



 
ASUNTOS DE TRÁMITE URGENTE A JUICIO DEL PRESIDENTE MUNICIPAL 

 

El Presidente Municipal Hermes Zumbado Alfaro, plantea los siguientes asuntos: 
 

ARTICULO 13.  Se somete a votación el Oficio AMA-73-2010 del Ing. Horacio Alvarado.  Adjunto 
Memorando 036-2010, de Bienes y Servicios, el mismo con lleva la Licitación Abreviada 2010-LA-
000003-01, denominada; Compra de equipo de Computo, para su lectura, estudio y aval. 
 
El Regidor Propietario Juan Carlos Murillo, comenta que fue un error humano, pero que podría 
afectar la contratación, por eso debe haber un control de calidad, para evitar ese tipo de situaciones. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  Otorgar el aval de inicio de la 
Licitación Abreviada 2010-LA-000003-01, denominada; Compra de equipo de Computo. 
 
ARTICULO 14.  Se somete a votación el Oficio AMA-82-2010 del Lic. Carlos Lanzas.  Adjuntarles el 

CCOONNVVEENNIIOO  DDEE  CCOOOOPPEERRAACCIIÓÓNN  IINNTTEERRIINNSSTTIITTUUCCIIOONNAALL  EENNTTRREE  EELL  MMIINNIISSTTEERRIIOO  DDEE  PPLLAANNIIFFIICCAACCIIÓÓNN  NNAACCIIOONNAALL  YY  

PPOOLLÍÍTTIICCAA  EECCOONNÓÓMMIICCAA,,  LLAA  MMUUNNIICCIIPPAALLIIDDAADD  DDEE  BBEELLÉÉNN  YY  EELL  IINNSSTTIITTUUTTOO  DDEE  FFOOMMEENNTTOO  YY  AASSEESSOORRÍÍAA  MMUUNNIICCIIPPAALL,,  
para la puesta en marcha de una red de conectividad en función del Proyecto de Fortalecimiento 
Municipal y Descentralización en el marco del Convenio Financiación Especifico CRI/B7-310/99/0150 
suscrito entre la Republica de Costa Rica y la Comunidad Europea.   
 

Convenio de Cooperación Interinstitucional entre el Ministerio de Planificación Nacional  
y Política Económica, la Municipalidad de Belén y el Instituto de Fomento y Asesoría 

Municipal, para la puesta en marcha de una Red de Conectividad en función del Proyecto  
de Fortalecimiento Municipal y Descentralización en el marco del Convenio de  

Financiación Específico CRI/B7-310/99/0150 suscrito entre la República de Costa Rica y  
la  Comunidad Europea 

 

El Ministro de Planificación Nacional y Política Económica -como entidad beneficiaria del Proyecto de 
Fortalecimiento Municipal y Descentralización-, representado en este acto por el señor Roberto 
Gallardo Núñez, mayor, casado, politólogo, cédula de identidad número 1-549-225, vecino de Santa 
Ana, en su condición de Ministro de Planificación Nacional y Política Económica, según 
nombramiento por Acuerdo Ejecutivo N°324-P, publicado en La Gaceta N°210 de 1 de noviembre de 
2007, la Municipalidad de Belén, representada por el señor Horacio Alvarado Bogantes, mayor, 
soltero, Ing. Agrónomo, cédula de identidad número 4-124-551,vecino de La Ribera, Cantón Belén 
en su condición de Alcalde, según nombramiento por Resolución del Tribunal Supremo de 
Elecciones N° 3863-E-2006, y el Instituto de Fomento y Asesoría Municipal, representado por la 
señora Erika Linares Orozco, mayor, divorciada, abogada, cédula de identidad número 8-072-597, 
vecina  Santo Domingo de Heredia, en su condición de Presidenta Ejecutiva, según nombramiento 
por Acuerdo del Consejo de Gobierno CERT-150-09 en sesión celebrada el día 15 de abril de 2009; 
han acordado suscribir el presente Convenio para la puesta en marcha de una Red de Conectividad 
en función del Proyecto de Fortalecimiento Municipal y Descentralización, en el marco del Convenio 
de Financiación Específico CRI/B7-310/99/0150 suscrito entre la República de Costa Rica y la 
Comunidad Europea. 



 
PRIMERA: DEFINICIONES.  Para los efectos del presente convenio se entenderá por: 
 

MIDEPLAN: el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, cédula jurídica número 2-
100-045230; 
La MUNICIPALIDAD: La Municipalidad de Belén, cédula jurídica número 3-014-042090 ; 
El IFAM: El Instituto de Fomento y Asesoría Municipal, cédula jurídica número 4-000- 0421 42-1 3; 
FOMUDE: El Proyecto de Fortalecimiento Municipal y Descentralización;  
La COMISION: La Comisión de las Comunidades Europeas;  
Las PARTES: El Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, la Municipalidad de Belén 
y el Instituto de Fomento y Asesoría Municipal;  
El CONVENIO: El presente Convenio de Cooperación Interinstitucional entre el Ministerio de 
Planificación Nacional y Política Económica, la Municipalidad de Belén y el Instituto de Fomento y 
Asesoría Municipal, para la puesta en marcha de una Red de Conectividad en función del Proyecto 
de Fortalecimiento Municipal y Descentralización en el marco del Convenio de Financiación 
Específico CRI/B7-310/99/0150 suscrito entre la República de Costa Rica y la Comunidad Europea;  
La RED: La red de conectividad que se describe en la Cláusula Cuarta;  
El EQUIPO: El EQUIPO que se describe en la Cláusula Quinta. 
 
SEGUNDA: ANTECEDENTES. 
A) Sobre el Convenio Marco. El Gobierno de Costa Rica suscribió con la Comunidad Europea un 
“Convenio Marco relativo a la ejecución de la ayuda financiera, técnica y de cooperación económica 
en Costa Rica, en virtud del Reglamento ALA”, el 10 de junio de 1999, aprobado por Ley N°8342 de 
12 de diciembre de 2002. De conformidad con las regulaciones contenidas en este Convenio Marco, 
la Comunidad Europea puede acordar con el Gobierno de Costa Rica la ejecución de proyectos de 
cooperación mediante “Convenios de Financiación Específicos”. B) Sobre el Convenio de 
Financiación. En virtud de dicho Convenio Marco, se suscribió el Convenio de Financiación CRI/B7-
310/99/0150 entre la República de Costa Rica -por medio de MIDEPLAN- y la Comunidad Europea -
por medio de la Comisión de las Comunidades Europeas- para ejecutar FOMUDE por un plazo de 
seis años, teniendo como fecha de finalización el 31 de diciembre de 2009. C) Del Beneficiario 
Directo. El Convenio de Financiación Específico establece como Beneficiario Directo a MIDEPLAN 
quien asumió frente a la COMISION, las obligaciones y las responsabilidades establecidas en ese 
Convenio de Financiación, responsabilizándose de la buena ejecución de FOMUDE, entre otros, en 
términos de eficacia, eficiencia, transparencia, sostenibilidad, participación y buen uso de los 
recursos. D) Sobre los Beneficiarios de FOMUDE. El Convenio de Financiación Específico 
establece como beneficiarios de FOMUDE, a las instituciones municipales, sus organizaciones 
asociativas nacionales y regionales y el conjunto del sistema municipal. E) De la Unidad de 
Gestión. MIDEPLAN delegó mediante un convenio interinstitucional, la Unidad de Gestión de 
FOMUDE en IFAM. F) Sobre los objetivos de FOMUDE. El objetivo general del Proyecto es 
Contribuir a los procesos iniciados por el Estado costarricense tendentes a profundizar las prácticas 
democráticas, así como lograr una mayor gobernabilidad del territorio” y como objetivo específico 
“contribuir al fortalecimiento de la capacidad de gestión de los gobiernos locales y a propiciar la 
construcción y desarrollo de un modelo de organización y gestión territorial descentralizada, así 
como la articulación del conjunto de la actuación territorial del Estado, incorporando las perspectivas 
de género y de desarrollo sostenible”. G) Sobre los resultados de FOMUDE. La ejecución de 



FOMUDE prevé alcanzar como resultados: “Resultado 1 . Se cuenta con un pacto local establecido y 
consensuado con los diversos sectores políticos, sociales, económicos e institucionales. Resultado 
2. Se han fortalecido las capacidades propositivas y de negociación de las asociaciones de 
municipios, tanto nacional como territoriales. Resultado 3. Se ha fortalecido la capacidad política y 
de gestión de los gobiernos locales. Resultado 4. Se han establecido los instrumentos y mecanismos 
de articulación de la sociedad tanto pública y privada para potenciar el desarrollo. Resultado 5. Se 
ha desarrollado un sistema de indicadores para identificar el grado de descentralización y de 
desarrollo local”. H) Sobre la Cobertura de FOMUDE. FOMUDE es de cobertura nacional y debe 
atender a todas las municipalidades, federaciones de municipalidades y otras organizaciones de 
desarrollo municipal. I) De los Planes Operativos. FOMUDE se fundamenta en la planificación y 
programación de acciones establecidas en el Plan Operativo Global y los Planes Operativos 
Anuales. J) De la RED. El Plan Operativo Anual para el año 2008 tiene previsto dentro del Resultado 
2, realizar la Actividad A.2.6: “Diseñar y montar una línea net e lntranet intermunicipal i (sic) para 
asociaciones de municipios y/o federaciones nacionales y territoriales”, siendo una sub-actividad de 
la misma la entrega e instalación del equipo de cómputo en cada una de las instituciones 
beneficiarias del Sector Municipal, entre ellas la MUNICIPALIDAD, con el fin de implementar la RED. 
Para ello, FOMUDE adquirió equipos de cómputo y contrató los servicios de instalación para 
implementar la operación de la RED. K) Sobre la transferencia de la propiedad de los bienes. Las 
Disposiciones Técnicas Administrativas del Convenio de Financiación Específico establecen que 
“Los bienes y realizaciones adquiridos o generados con la contribución europea (activos), pasarán a 
ser propiedad del Beneficiario en el momento de su adquisición o realización. El Beneficiario se 
responsabiliza de que dichos bienes y realizaciones se mantengan adecuadamente y continúen 
utilizándose exclusivamente para los objetivos del Proyecto. El Beneficiario podrá identificar otros 
organismos que asegurarían esa utilización con objeto de garantizar la sostenibilidad. Es posible y 
recomendable realizar ya durante el período normal de ejecución del Proyecto la transferencia de la 
propiedad de ciertos bienes y realizaciones del Proyecto. En este sentido y en el transcurso de la 
ejecución del Proyecto, las inversiones realizadas con la contribución de la Comunidad Europea al 
Proyecto (equipos, infraestructura, instalaciones, etc.) irán siendo transferidas por el Beneficiario a 
las entidades o instituciones nacionales del País Beneficiario que puedan asegurar, con más 
garantías, su utilización para los fines previstos en el Convenio de Financiación, a favor de la 
población beneficiaria y garantizando, al mismo tiempo, su mantenimiento, conservación, valor, y 
disponibilidad.” (apartado 111.2.9). L) Del Interés de la MUNICIPALIDAD. La MUNICIPALIDAD 
como una de las instituciones beneficiarias del proyecto, reconoce la importancia de la RED de 
manera efectiva y eficiente, lo que permitirá una coordinación constante y fluida de todo el sector 
municipal y las instituciones nacionales relacionadas. 
 

TERCERA: OBJETIVO DEL CONVENIO.  El presente CONVENIO tiene como objetivo donar la 
propiedad del EQUIPO a favor de la MUNICIPALIDAD con el fin de implementar la RED. 
 
CUARTA: RED DE CONECTIVIDAD.  La RED consiste en interconectar 101 instituciones 
gubernamentales, utilizando la infraestructura del Instituto Costarricense de Electricidad (ICE) 
denominada “Red de Internet de Avanzada”, mediante la cual se otorgará el servicio denominado 
“Virtual Private Network (VPN)”, operando por medio de puertos de comunicación en cada una de las 
instituciones beneficiadas, unificados por medio de un nodo central ubicado en el IFAM. 
 



QUINTA: EQUIPO. El EQUIPO consiste en: 
 

 

 
 

SEXTA: DEBERES DE MIDEPLAN.  MIDEPLAN, mediante el FOMUDE, se compromete a: A) 
Donar el EQUIPO a la MUNICIPALIDAD para la efectiva y eficiente puesta en marcha de la RED. El 
EQUIPO se entregará en la sede municipal mediante un acta de entrega la cual deberá ser firmada 
por el responsable designado por la MUNICIPALIDAD para recibirlo conforme. En caso que 
FOMUDE adquiera equipo de cómputo adicional para ser utilizado dentro de la RED, MIDEPLAN 
podrá donar parte de ese equipo a la MUICIPALIDAD para que ésta haga uso del mismo en las 
mismas condiciones establecidas para el EQUIPO según el presente CONVENIO. El equipo 
adicional, con todas sus especificaciones, será incluido al presente CONVENIO mediante 
addendum. B) Instalar el EQUIPO, de manera que quede disponible para su uso por parte de la 
MUNICIPALIDAD. C) Fiscalizar el buen uso, conservación y resguardo del EQUIPO transferido a la 
MUNICIPALIDAD, para se uso conforme las condiciones de la RED. 
 
SETIMA: DEBERES DEL IFAM.  El IFAM se compromete a: A) Contratar los servicios de la “Red de 
Internet de Avanzada” para otorgar el servicio VPN, según un nodo central que se ubicará en el 
IFAM. B) Garantizar el funcionamiento y mantenimiento del nodo central de la RED, que alimentará a 
las diversas instituciones interconectadas a la misma. 
 
OCTAVA: DEBERES DE LA MUNICIPALIDAD.  Por su parte, la MUNICIPALIDAD se compromete 
a: A) Proporcionar un espacio físicc dentro de las instalaciones de la MUNICIPALIDAD, donde se 
ubicará el EQUIPO. B) Usar el EQUIPO entregado en virtud del presente CONVENIO para los 
propósitos de la RED. El equipo deberá ser destinado prioritariamente para ese fin, pudiéndose 
utilizar de manera adicional en otras actividades que por ningún concepto pongan en riesgo & 
desempeño de la RED. C) Designar un funcionario como enlace, responsable de la ejecución del 
presente CONVENIO. D) Registrar el EQUIPO conforme el sistema de activos de la 
MUNICIPALIDAD y remitir a FOMUDE los números de registro relacionados con el número de 
patrimonio de FOMUDE. E) Garantizar el mantenimiento, conservación, disponibilidad, y buen uso 
del EQUIPO, mediante la asignación de técnicos competentes y seguros respectivos. F) Poner a 
disposición de MIDEPLAN, FOMUDE, la COMISION y el IFAM toda la información que éstos 
razonablemente requieran, para garantizar el cumplimiento de las condiciones establecidas en el 



presente CONVENIO, con inclusión de aquella que resulte necesaria para los mecanismos auditores 
de FOMUDE. G) Informar a FOMUDE la disponibilidad de todos los requisitos técnicos necesarios 
para la implementación de la RED. Entre esos requisitos, la MUNICIPALIDAD deberá considerar: i) 
Instalación eléctrica: Para el funcionamiento óptimo de la red es indispensable que la Municipalidad 
debe contar con una instalación eléctrica independiente de la instalación eléctrica municipal, 
diseñada e instalada por personal calificado. El cableado eléctrico debe ir contenido en ductos. Las 
extensiones deben estar debidamente aterrizada y polarizada, los tomacorrientes independientes, 
rotulados e identificados según las normas vigentes, de tal manera que la instalación debe ser de 
uso exclusivo para el equipo de cómputo; cabe indicar que la instalación eléctrica debe ser revisada 
por un técnico o especialista periódicamente, haciendo pruebas de consumo, al menos una vez por 
año. U) Circuito eléctrico: Debe contar con sus respectivas cajas de fusibles debidamente rotuladas, 
en áreas de cobertura amplias o en edificaciones de varios pisos. Deben existir cajas de fusibles 
independientes instaladas por especialistas certificados. iii) Protección y seguridad: En áreas 
propensas a inundaciones, el cableado eléctrico y sus tomas deberán estar ubicados a suficiente 
altura para evitar contactos con el agua. El cableado debe instalarse por el cielorraso y no en el piso 
o bajo este. La Municipalidad deberá tener los planos eléctricos en formato impreso y digital y 
trasladar una copia al IFAM. Además, debe existir un protector contra picos o variaciones de voltaje 
que proteja toda la instalación eléctrica municipal. En su defecto, se pueden utilizar protectores de 
picos individuales por equipo. Todas las computadoras deben estar protegidas contra apagones 
mediante el uso de fuentes de energía de respaldo [PS], utilizando una UPS central compartida o 
individual para cada equipo. En casos de mala conductividad del terreno, un especialista deberá 
diseñar e instalar una malla c sistema efectivo de tierras. Las edificaciones grandes o que por su 
altura sobresalgan de las edificaciones vecinas, o bien ubicadas en zonas de alta incidencia de 
tormentas y rayerías, deben contar con un pararrayos instalado por especialistas. Además de las 
UPS, se debe contar con un equipo generador de energía para apagones prolongados. iv) Espacio 
para equipos de cómputo: El equipo servidor de la red y de conectividad debe contar con un espacio 
óptimo y adecuado para su funcionamiento, por lo que se recomienda que la oficina de informática 
tenga acceso restringido. El espacio debe ser independiente de otras áreas de bodegaje de 
suministros o almacenamiento de repuestos. Se debe tener presente que el área de servidores y 
conectividad requiere aire acondicionado en función del equipo y no de sus usuarios. Es importante 
considerar las pautas de establecidas de salud ocupacional. Además, en edificaciones grandes y en 
aquellas en que se requieran, los equipos de repetición de la red o puntos de acceso inalámbricos, 
deben ubicarse en áreas protegidas, lejos del alcance del público y funcionarios. En áreas 
propensas a inundaciones, todos los equipos de cómputo deben ubicarse sobre mesas o en 
gabinetes [con la suficiente altura para evitar ser dañados por el agua). v) Computadoras: Las 
computadoras conectadas en red [deben tener contraseña que incluya diferentes combinaciones de 
caracteres [y minúsculas, letras y números, caracteres especiales], que expiren automáticamente 
cada cierto tiempo, las contraseñas no deben ser compartidas. Los computadores deberán ser 
apagados durante períodos prolongados donde no se usarán [ vacaciones del personal] y quedar 
cubiertos por protectores que los protejan contra el polvo y eventuales derrames de líquidos goteras. 
Para el uso de las mismas se debe adquirir las licencias de programas respectivos en cumplimiento 
de la normativa legal y poseer los accesorios necesarios para su buena operación [para equipo de 
escritorio o maletines para portátiles]. vi) Cableado de la red de cómputo: El cableado de la red debe 
ser estructurado, estar certificado por especialistas y cumplir con el estándar “Categoría 5e”. Debe 
considerarse el uso de redes inalámbricas, sobretodo en áreas de frecuente reubicación, como por 



ejemplo las de atención al público, o en edificios declarados patrimonio arquitectónico donde no se 
permiten remodelaciones o cambios estructurales, o en aquellos casos donde se presente una alta 
concentración de equipos. Las redes inalámbricas deben estar protegidas contra accesos indebidos 
mediante métodos de palabras secretas, otras técnicas disponibles de encriptación i seguridad a 
nivel de firewall. vii) Soporte informático: Es recomendable la contratación del servicio de un técnico 
para el mantenimiento preventivo y correctivo de los equipos de cómputo. El mantenimiento 
preventivo (soplado y limpieza de equipos; engrase de piezas movibles; ajustes; optimización de 
discos; actualización de versiones y otros) debe hacerse dos veces al año. Dependiendo de la 
cantidad de usuarios y aplicaciones informáticas, la municipalidad debe contar con informáticos que 
apoye a sus usuarios i se encargue de la coordinación de las actividades de esta área. Si la 
municipalidad adquirió algún programa de cómputo, debe contar con el servicio de soporte posterior 
al vencimiento de la garantía. viii) Servidor: El servidor de la red de cómputo [debe contar con 
contraseñas, las cuales nunca serán compartidas con usuarios regulares, se recomienda la custodia 
en sobre cerrado bajo llave, el/la Alcalde/sa tendrá copia de la contraseña. El equipo servidor de la 
red de cómputo, no debe ser utilizado para otras tareas y debe estar ubicado en un área 
independiente, segura, con aire acondicionado. Los “racks” o gabinetes que almacenen o soporten 
los equipos servidores y de telecomunicaciones deben estar debidamente anclados al piso y/c 
sostenidos o apoyados a las paredes y/o al techo, con el fin de soportar sismos. El área del servidor 
debe permanecer cerrada, sin acceso al público u otros funcionarios, manteniendo un registro de 
entradas indicando la duración y motivo. Esta área debe contar con sistemas detectores de incendio 
que cumplan con la normativa i recomendaciones vigentes [de construcción y Departamento de 
Bomberos]. Se recomienda la protección de estos equipos, mediante métodos de acceso 
electrónicos y asignación de derechos, como tarjetas de banda magnética, de aproximación, lectores 
de huella  digital y similares. 
 
NOVENA: VISIBILIDAD.  Las PARTES velarán por que el EQUIPO y las actividades relacionadas 
con la RED gocen de la visibilidad necesaria sobre las relaciones entre la COMISION y la República 
de Costa Rica al amparo de FOMUDE. 
 
DECIMA: SOBRE LA COMISIÓN.  Las PARTES aceptan que la COMISIÓN -órgano que pone a 
disposición del Gobierno de Costa Rica los recursos europeos no reembolsables de FOMUDE- 
queda excluida de todo conflicto que pudiera surgir entre ellas, o bien, con terceros, sin que pudiera 
exigírsele responsabilidad alguna. 
 

DECIMO PRIMERA: COMUNICACIONES.  Todos los avisos, solicitudes, comunicaciones o 
notificaciones que las PARTES deban dirigirse entre sí, en virtud de este CONVENIO se efectuarán 
por escrito y se considerarán realizados desde el momento en que el documento correspondiente se 
entregue al destinatario en la dirección que señalen las PARTES. 
 
DECIMO SEGUNDA: INCUMPLIMIENTO.  En caso de que alguna de las PARTES incurra en 
incumplimiento grave de alguno de sus deberes, la parte agraviada podrá resolverlo unilateralmente, 
previa comunicación por escrito y exigir el cumplimiento de las responsabilidades del caso. En caso 
que se demuestre incumplimiento grave por parte de la MUNICIPALIDAD, el EQUIPO pasará de 
inmediato a disponibilidad de MIDEPLAN. 
 



DECIMO TERCERA: MODIFICACIONES.  Los términos y condiciones del presente CONVENIO sólo 
podrán ser modificados por acuerdo escrito de las PARTES. 
 
DECIMO CUARTA: TRASPASO DE DERECHOS Y OBLIGACIONES.  Los derechos y obligaciones 
acordados mediante este CONVENIO, no podrán ser traspasados o cedidos, parcial o totalmente, 
sin el acuerdo previo y escrito de las PARTES. 
 

DECIMO QUINTA: PLAZO.  El plazo de vigencia del presente CONVENIO es de cuatro años, 
pudiendo prorrogarse automáticamente por una única vez, por un período consecutivo de dos años. 
 
DECIMO SEXTA: PREVISIONES.  Lo no previsto o estipulado expresamente en el presente 
CONVENIO se regirá por las disposiciones legales vigentes relativas a convenios celebrados dentro 
de la Administración Pública. 
 

DECIMO SEPTIMA: ESTIMACIÓN.  Este CONVENIO, se estima en la suma de 1923,90 euros (mil 
novecientos veintitrés euros con 90/100). 
 
DECIMO OCTAVA: VIGENCIA.  El presente CONVENIO entrará a partir de la fecha de su 
suscripción. 
 

En fe de lo anterior, firmamos en la ciudad de __________, a los ____ días del mes de ______ del 
año dos mil diez. 
 
_______________________________          _____________________________ 
 

Roberto J. Gallardo Núñez Horacio Alvarado Bogantes 
Ministro Alcalde 

Ministerio de Planificación y Política Económica Municipalidad de Belén 
 

Erika Linares Orozco 
Presidenta Ejecutiva 

Instituto de Fomento y Asesoría Municipal 

 
La Vicepresidenta Municipal Ana Betty Valenciano, comenta que cuando se presento el Convenio, 
señalo que las fechas estaban desfasadas en cuanto al proyecto de conectividad, hoy FOMUDE 
aclara que se amplio el plazo, por lo que propone el siguiente acuerdo:  PRIMERO:  Autorizar al 
Alcalde a firmar Convenio de Cooperación Interinstitucional entre el Ministerio de Planificación 
Nacional y Política Económica, la Municipalidad de Belén y el Instituto de Fomento y Asesoría 
Municipal, para la puesta en marcha de una Red de Conectividad en el marco del Convenio de 
Financiación Específico CRI/B7-310/99/0150 suscrito entre la República de Costa Rica y la 
Comunidad Europea.  SEGUNDO:  En base a la cláusula OCTAVA:  DEBERES DE LA 
MUNICIPALIDAD en el inciso C)  Designar un funcionario como enlace, responsable de la ejecución 
del presente Convenio.  Nombrar al señor Ing. José Solís encargado de la Unidad de Informática 
como el enlace y el responsable de la ejecución del presente Convenio o quien ocupe el cargo. 
 



El Presidente Municipal Hermes Zumbado, formula que se puede autorizar la firma del Convenio, sin 
avalar la propuesta de la Vicepresidenta Municipal.   
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Ana Betty Valenciano, Juan 
Carlos Murillo, Francisco Villegas Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Hermes Zumbado, 
Flor Trejos:  PRIMERO:  Avalar la propuesta de la Vicepresidenta Municipal.  SEGUNDO:  Autorizar 
al Alcalde a firmar Convenio de Cooperación Interinstitucional entre el Ministerio de Planificación 
Nacional y Política Económica, la Municipalidad de Belén y el Instituto de Fomento y Asesoría 
Municipal, para la puesta en marcha de una Red de Conectividad en el marco del Convenio de 
Financiación Específico CRI/B7-310/99/0150 suscrito entre la República de Costa Rica y la 
Comunidad Europea.  TERCERO:  En base a la cláusula OCTAVA:  DEBERES DE LA 
MUNICIPALIDAD en el inciso C)  Designar un funcionario como enlace, responsable de la ejecución 
del presente Convenio.  Nombrar al Ing. José Solís encargado de la Unidad de Informática como el 
enlace y el responsable de la ejecución del presente Convenio o quien ocupe el cargo. 
 
ARTICULO 15.  Se somete a votación el Oficio AMA-92-2010 del Ing. Horacio Alvarado.  Adjunto 
Oficio ODU-04-2010, de la Unidad de Desarrollo Urbano, suscrito por el Ing. Luis Bogantes, el cual 
da respuesta al artículo once de la sesión 01-2010, en lo referente a la queja del matrimonio 
Rodríguez Luna bajo el trámite 4134. 
 
En respuesta al oficio 4134 del 20 de octubre de 2009, deben ustedes primero recordar que esta 
Unidad mediante el oficio ODU-044-2009 del 21 de setiembre del 2009, dio una respuesta al oficio 
trámite 3467 por ustedes presentando, en donde el cuestionamiento principal y técnico dice:  “Les 
solicito por este medio administrativo, que se tome la medida de la distancia que hay entre el punto 
más sobresaliente de la ventana y el plano vertical de la línea divisoria de los dos predios y que se 
me notifique por escrito el resultado de la medida y el acta de la vista al a construcción “.  Además 
dice usted:  “Basándome, en los artículos 407 del Código Civil el cual expresamente indica:  “No 
puede abrirse ventanas ni balcones que den vista a las habitaciones, patios o corrales del predio 
vecino, a menos que intervenga una distancia de tres metros”  
 

Artículo 408.  “La distancia se medirá entre el plano vertical de la línea más sobresaliente de la 
ventana o balcón, y el plano vertical de la línea divisoria de los dos predios, en el punto en que 
dichas líneas se estrechan más si no son paralelas”.  Siendo lo anterior el tema de fondo, en el oficio 
ODU-044-2009 del 21 de setiembre del 2009, se les respondió:  En respuesta a su queja, tramite N° 
3467, relacionada con la apertura de una ventana en la propiedad del señor Gerardo Apolonio 
Rodríguez Arias con vista hacia la propiedad de ustedes; la cual incumpliría el artículo 407 del 
Código Civil que establece una distancia de 3,00mts entre la ventana y el lindero del predio vecino, 
le informo que el inspector de construcciones señor Concepción Fonseca Toruño, verifico la 
distancia e indico que en este caso es de 5,25mts entre la ventana y el lindero con su propiedad. 
 

Reitero: La Distancia entre la ventana y el lindero de su propiedad es de 5,25mts, sobrepasando en 
2,25mts la distancia minima requerida según la normativa vigente.  No obstante que cumple con la 
distancia, el vecino Don Gerardo Apolonio, instalo una valla con materiales reutilizados que usted 
dice que no acepta y muestra la valla en fotografías tomadas con acercamiento. Sobre lo anterior, se 
tiene el dictamen DJ-245-2002 de la Dirección Jurídica de fecha 30 de setiembre del 2002, el cual 



dice en lo que interesa:  Las Leyes y Reglamentos que regulan la materia urbanística y constructiva, 
no definen el término tapia, sin embargo existen términos que resultan ser similares.  El Reglamento 
de construcciones aprobado por el I.N.V.U define los siguientes conceptos: 
 
Muro Estructural: Muro diseñado y construido para resistir principalmente cargas verticales. 
 

Muro no Estructural: Muro considerado como no resistente y destinado a servir solo como cierre o 
división de recintos. Sinónimo de pared. 
 

Pared: Sinónimo de un muro no estructural, elemento constructivo para cerrar espacio...”.  El 
Reglamento Para el Otorgamiento de Permisos de Construcción de la Municipalidad de Belén, 
únicamente define el término pared, tal y como se transcribió anteriormente.  Ante esta situación, es 
fundamental acudir a las definiciones contenidas en el Diccionario de la Real Academia Española, 
Vigésima Primera Edición, 1992, Tomo I y II, que en lo que resulta de interés reseña:  “...Tapiar: 
Rodear con tapias/ cerrar un hueco haciendo en él un muro o tabique/ tapiar la puerta/ tapiar la 
ventana...”.  “...Tapia. Cada uno de los trozos de una pared, que de una vez se hacen con tierra 
amasada y apisonada en una horma. 2. Esta misma tierra amasada y apisonada. 3. pared formada 
de tapias. 4. Muro de cerca. 5. Pared que se forma mezclando la tierra con alguna parte de cal”. 
 

“... Pared: Obra de albañilería vertical, que cierra o limitan un espacio...”. 
 

“Muro: Pared o tapia...”.  Así las cosas, en el caso concreto la construcción de una tapia podría ser 
construida en cualquier material, y resulta ser una limitación a cargo del dueño de un predio en el 
que se pretende construir una ventana, en beneficio de su vecino o colindante, con miras a respetar 
la privacidad y a brindar seguridad a estos, como consecuencia de la convivencia social.  
 
III. CONCLUSIONES 
 
2-  La tapia es un muro no estructural o una pared que permite cerrar un espacio, y que desde el 
punto de vista constructivo podría ser de cualquier material, en el tanto y cuanto cumpla su función, 
sea resistente y no represente un peligro para las personas (vecinos y transeúntes). Por estas 
razones consideramos que perfectamente una división en láminas de hierro galvanizado podría 
funcionar como tapia si se ajusta a dichos parámetros.  Con la conclusión del oficio DJ-245-2002, la 
solución al problema de fondo, cumplimiento de la normas que regula la distancias de ventanas y 
tapia divisoria, esta planteada técnicamente y no como apreciación subjetiva.  Continúan ustedes 
haciendo referencia a la respuesta que ya se les había dado en el ODU-44-2009 del 21 de setiembre 
del 2009 y que textualmente dice:  “Ante la duda de Don Apolonio sobre retiros de su propiedad, se 
corroboró la distancia entre la parte posterior de su casa y su lindero, la cual según los planos 
elaborados por el Arquitecto Héctor Rodríguez es de 4.41mts y de 1,75mts entre la fachada lateral 
izquierda de su casa y su lindero, el cual indica tapia hasta altura de cargador, que de acuerdo con la 
norma que se revisa,  significa altura cargador de ventana de segundo piso”.  
 

Sobre lo anterior ustedes me preguntan: “Quisiera que me indicara cual es la normativa que usted 
reviso, numero de artículo de Ley, Reglamento, Plan Regulador, así como su fecha en la cual esta 
entro en vigencia, con la que usted concluyó que la tapia hasta altura de cargador significa que esta 



se interpreta que la altura de cargador de ventana del segundo piso”.  Es extraña su pregunta ya que 
se refiere al tema de fondo que usted mismo expuso en su oficio tramite N° 3467 del 2 de setiembre 
del 2009 y que se le respondió con el ODU-044-2009 de 21 de setiembre del 2009; se refiere a la 
regulación de distancia entre ventanas de una fachada y la colindancia vecina consignada en los 
artículos 407 y 408  del  Código Civil, citados, en donde se indica que no se permiten ventanas a 
menos de 3,00m de la colindancia siendo que una fachada de su casa de dos pisos tiene ventanas 
en los dos pisos a una distancia de 1,75mts de la propiedad de Don Apolonio.  Lo anterior se 
complementa con el artículo IV.20 ventanas a colindancia del Reglamento de Construcciones INVU-
CFIA publicado en la Gaceta N° 17 del lunes 22 de junio de 1987, el cual dice: 
 

“Artículo IV. 20.- Ventanas a colindancia.  No se permite abrir ventanas hacia el predio vecino, a 
menos que intervenga una distancia mínima de tres metros (3.00 m.) medida entre el plano vertical 
de la línea divisoria de los predios, en el punto en que dichas líneas se estrechen más, si no son 
paralelas.  Sólo se autorizarán distancias menores cuando las ventanas abran a patios, con tapia 
construida en la línea divisoria entre los predios, de acuerdo con las dimensiones señaladas en el 
artículo VI. 3.7. de este Reglamento.  Este ultimo artículo regula las dimensiones mínimas para tener 
ventanas con tapia en colindancia y es por lo que el Arq. Hector Rodríguez Campos en el caso de su 
casa, para cumplir con el artículo VI.3.7. del Reglamento de Construcciones incluye la leyenda “tapia 
a altura de cargador” en el lindero sur.  Es mas, el muro divisorio en la colindancia sur aprobado y 
construido en 1998 como usted lo indica, no tiene nada que ver con la tapia a altura de cargador que 
indica al obtener el permiso de su casa en el año 2001 ya que el primero es para efectos de delimitar 
la propiedad y tiene características diferentes al segundo cuyo objetivo es evitar la visibilidad hacia la 
colindancia con Don Apolonio; muro, tapia o valla, que usted no construyó.  Lo anterior se demuestra 
con la fotografía que usted presenta de la propiedad de Don Apolonio con los arbustos que éste 
sembró en la colindancia y que nos lleva al siguiente tema. 
 

Continúan ustedes diciendo:  “Además como ciudadano que cancela sus impuestos y es respetuoso 
del ordenamiento jurídico bajo la cual nos regimos, exijo el cumplimiento de artículo 403 de código 
Civil el cual indica: “Nadie puede plantar árboles cerca de la heredad ajena, sino a distancia de cinco 
metros de la línea divisoria si la plantación se hace de árboles grandes, y de dos metros, sí la 
plantación es de arbustos o árboles pequeños”.  En la tapia del costado sur, esta sembrado una 
serie de arbustos entre los cuales hay caña de bambú y que sus raíces, pueden dañar el concreto de 
la tapia que con tanto esfuerzo me costo construir.  Solicito que estos arbustos sean retirados sin 
dañar la tapia, ha la mayor brevedad posible.”  La anterior petición usted la hace invocando la Ley N° 
8220 o Ley de Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Tramites Administrativos.  Su 
errada interpretación de la Ley N° 8220 y lo que es la simplificación de tramites, no da para exigir y 
confundir una Unidad de Control Constructivo que tramita solicitudes de permisos de construcción 
con Unidades o Departamentos encargados de tramitar solicitudes de permisos para cortar o 
sembrar árboles o arbustos, con requisitos totalmente distintos. Así las cosas, le recomiendo acudir 
a la Unidad Ambiental de esta Municipalidad para lo que en el ámbito de su competencia lo asesore 
o disponga si se encuentra dentro de los alcances del “Reglamento de Arborización Urbano-
Cantonal y reforestación de Zonas Verdes y Protección del Cantón de Belén” este Reglamento 
también usted lo puede consultar en la Red. 
  



Continúan uestes con su investigación en la Red y presentan un “Copy Me” de artículos y un plano 
de Zonificación del Plan Regulador de Belén y arriban a la siguiente conclusión.  “Según el mapa 
oficial de Zonificación del Cantón de Belén, mi propiedad se encuentra en una Zona identificada 
como ZRMD, les adjunto copia del Mapa Oficial de Zonificación del Cantón de Belén en el cual 
marco con un círculo rojo la zona en donde esta mi propiedad”.  Copia también los requisitos de la 
zona residencial de media densidad (ZRMD) e indica usted además que “Dentro de los requisitos, 
para la ZRMD, se pide un área de 250m2 y un frente mínimo de 10mts”, con lo anterior cuestionan, 
el hecho de que se otorguen permisos en el lote de Don Apolonio, el cual después de segregar el 
lote que le vendió a usted, quedó con menos frente de lo que indica el Plan Regulador en dicha 
zona. Sobre lo anterior le informo que: 
 

1. La segregación de la finca, hoy de Don Apolonio, y de la cual proviene su lote, se efectuó en 
el año 1994, según consta en la Sesión Ordinaria N° 38-94 del cinco de julio de 1994 del 
Concejo Municipal de Belén, años antes de la implantación del Plan Regulador de Belén que 
se dio en enero de 1997. Dicha segregación se ampara en el principio de irretroactividad de la 
Ley,  por lo que no aplica los requisitos por usted invocados. 

 
2. El Reglamento para el Control Nacional de Fraccionamientos y Urbanizaciones, que es un 

Reglamento de la Ley de Planificación Urbana N° 4240, regula lo que se llaman lotes 
irregulares con el artículo 11.2.3 Lotes con Frente Menor a la Norma: “…Se aceptaran lotes en 
forma irregular, pudiendo en este caso tener cada uno un frente a vía pública no menor de tres 
metros (3,00m)…”.  El acceso a estos lotes, es parte del mismo lote y no corresponde ni 
constituye una servidumbre.  Al amparo de la anterior norma, el lote de Don Apolonio cumple 
con el frente de un lote irregular, lote en todo caso no regulado por el Plan Regulador de 
Belén. 

 

3. En consulta por numero de finca al Registro Nacional de fecha 17 de diciembre del 2009, 
sobre la finca 143871 propiedad de Don Gerardo Apolonio Rodríguez Arias, se comprueba 
que dicha finca ya modifico su cabida, rebajando el área del lote que le vendió a usted y que 
no existen servidumbres.  Siendo actualmente el área de la finca 143871, propiedad de Don 
Apolonio, de 1.076,55m2, cumple con el área de la Zona Residencial de Media Densidad. Por 
todo lo aquí expuesto, no existe impedimento para otorgar permisos de construcción pues 
cumple con el Plan Regulador de Belén, ya que se permiten los mismos usos de la Zona 
Residencial de Alta Densidad; se permite una densidad de población de 200 habitantes por 
hectárea, que bien pueden vivir en apartamentos. Además si no existen solicitudes adicionales 
de servicio de agua, ni quejas por alto consumo, es reflejo de que no existe una necesidad y si 
existe una eficiente distribución del consumo, tema que en todo caso no corresponde 
directamente a esta Unidad. 

 
4. Si bien es cierto que no aplica el principio de irretroactividad de la Ley tampoco a su propiedad 

finca N° 146222, correspondiente a un lote de 243,38m2 y con un frente de 8,98m, su lote no 
cumple actualmente con el lote mínimo de la Zona Residencial de Media Densidad, a saber 
250m2 de superficie y 10m de frente. 

 



Finalmente le informo que en relación con lo que usted indica de que: “en el año 2001, se otorga el 
permiso de construcción por la Municipalidad de Belén, para la construcción de casa de habitación 
que actualmente tiene mi familia.” Se revisaron los planos de construcción de su casa y se determino 
de que existe diferencia en el sitio con lo autorizado ya que en la parte posterior y en la colindancia 
con Don Apolonio, usted construyo un balcón o terraza que no esta contemplado en el permiso de 
construcción y del cual no hay referencias, ni se sabe en que momento se construyó. Sobre esto se 
estará haciendo consulta para lo que corresponda.  Además como ya se había expuesto en este 
documento usted tiene una fachada de su casa ubicada a un 1,75m de la colindancia sur y no 
construyo la tapia a altura de cargador de ventana que también forma parte del permiso de 
construcción de su casa.  Sobre el tema de la honradez y los valores, no me corresponde a mí 
referirme en este caso si no mas bien a usted meditar sobre sus suposiciones.  Sobre lo mensajes 
subliminales de su vecino hacia su familia no me corresponde a mí referirme en este caso, sin 
embargo le recomiendo no tomar fotografías con acercamiento desde su propiedad hacia la 
propiedad del vecino ya que invade con su cámara la privacidad de este y se expone a situaciones 
como la que usted indica.  
 
El Presidente Municipal Hermes Zumbado, expone que es un accionar meramente administrativo.  
Cuando la nota llego y se le brindo la audiencia, es porque habían realizado una gestión en la 
Administración y no habían recibido respuesta, para eso el Concejo Municipal toma el acuerdo que 
la Unidad de Desarrollo Urbano respondiera la solicitud, pero el accionar es meramente 
administrativo, no podemos coadministrar, el Concejo Municipal actúa responsablemente recibiendo 
a la familia para que expongan, ahora la familia analizara el documento y podrán asistir a otras 
instancias. 
 
El Regidor Propietario Francisco Villegas, se refiere que hay una denuncia grave que incorpora 
términos legales e incluso hablan de corrupción, no podemos decir que el Concejo Municipal no 
tiene que ver nada, queda insatisfecho con el informe, porque hay temas muy delicados, le gustaría 
que la familia Rodriguez se pronunciara por medio de un documento, porque al final del documento 
hay una amenaza contra la familia, hace una llamada de atención a la moral, porque eso no es 
conveniente ni correcto, fue una denuncia puntual, concreta y muy grave, muchas cosas de fondo no 
se entraron a analizar.  Reitera que no es sano moralmente, brindar respuesta a unos vecinos 
amenazándolos, por eso no esta de acuerdo con el Oficio, no se habla de la invasión que se hace a 
ellos. 
 
El Sindico Suplente José Atiliano Barrantes, indica que el tema no acaba aquí, el Concejo Municipal 
debe girar instrucciones a la Administración para que agoten la vía que corresponde. 
 
La Vicepresidenta Municipal Ana Betty Valenciano, informa que cuando la familia solicito la 
audiencia es porque tenían un tramite pendiente en la Administración, se giro el acuerdo para que la 
Administración respondiera. 
 
El Regidor Propietario Juan Carlos Murillo, plantea que los señores Rodríguez Luna requerían de 
una respuesta formal para llevar el tema a las instancias que corresponden, ahora tendrán que 
realizar un análisis de lo planteado y la respuesta. 
 



El Regidor Suplente Manuel Ortiz, describe que no se debería de aprobar el Oficio que se presenta, 
no podemos aceptar todo lo expuesto en el Oficio, debemos esperar si los afectados están 
disconformes con la respuesta, para no cometer una injusticia. 
 
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Hermes Zumbado, Ana 
Betty Valenciano, Flor Trejos, Juan Carlos Murillo Y UNO EN CONTRA DEL REGIDOR 
Francisco Villegas:  Incorporar al Expediente Administrativo. 
 
ARTICULO 16.  Se somete a votación el Oficio AMA-94-2010 del Ing. Horacio Alvarado.  Adjunto 
oficio OF-RH-022-2010, de la Unidad de Recursos Humanos el cual ofrece un derecho de respuesta 
relacionado a lo esbozado en el Concejo Municipal de la sesión ordinaria del 03-2010, en lo que 
corresponde al sistema de evaluación del desempeño y al sistema salarial de esta Municipalidad.   
 
He recibido el acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria No. 03-2010, ratificado el 19 de enero del 
2010, en la cual se analiza la respuesta ofrecida por este Proceso de Trabajo mediante oficio OF-
RH-254-2009, producto de las inquietudes presentadas por parte de los funcionarios de esta 
Municipalidad.  Sobre el particular y en virtud de los comentarios expresados por el Regidor 
Propietario Juan Carlos Murillo, procedo a señalar lo siguiente: 
 
1. En lo concerniente al sistema de evaluación del desempeño  
 

Legal y técnicamente es incorrecta la afirmación del señor Murillo, al señalar que es el Proceso de 
Recursos Humanos quien evalúa y ordena a la organización. El Código Municipal no le establece 
esta responsabilidad al Coordinador de Recursos Humanos, sino a cada jefatura (ver artículo 139 del 
Código Municipal).  Evidentemente tampoco soy el responsable de ordenar a la organización, pues 
esta es una responsabilidad compartida de la Administración Activa (ver artículos 13, inciso d) y 17 
inciso a) del Código Municipal; 2 y 8 de la Ley General de Control Interno), y en el mejor de los 
casos, se amplía a los mismos funcionarios, cuando producto de una administración estratégica e 
inteligente, conocedora del pensamiento formal y práctico en el tema de la administración de las 
personas, logra involucrar apropiadamente a todos los colaboradores en la toma de decisiones.  En 
todo caso, si es responsabilidad de este servidor garantizarle a la Municipalidad de Belén, la 
existencia e implementación de un sistema de evaluación individual del desempeño, que resulte 
significativo para la administración, los (as) funcionarios (as) y la misma comunidad, y no, un simple 
procedimiento que hay que cumplir porque lo ordena la Ley, como sucede en la inmensa mayoría de 
instituciones del Estado, de lo cual he sido testigo a lo largo de 30 años de trabajar en el campo de 
la administración de las personas.   
 

El error generalizado a la hora de construir estos sistemas de evaluación, salvo mejor criterio, es que 
se ha pasado por alto la esencia  misma de la administración, que es precisamente “el proceso de 
lograr objetivos que resultan comunes a un mismo grupo de personas” o dicho de manera más 
amplia y técnica “Es el proceso de lograr que las cosas se realicen por medio de la planeación, 
organización, delegación de funciones, integración de personal, dirección y control de otras 
personas, creando y manteniendo un ambiente en el cual la persona se pueda desempeñar 
entusiastamente en conjunto con otras, sacando a relucir su potencial, eficacia y eficiencia y lograr 
así fines determinados”.  Es decir que, aparejado con la solución que debe dársele de manera 



inmediata a los problemas de planificación y organización por todos conocidos, trabajo que exige 
dedicación completa, debe generarse un proceso integrador de todo el  personal, alrededor de 
objetivos comunes, para lo cual se hace indispensable contar con el personal calificado, dedicado 
exclusivamente a los sistemas de capacitación y evaluación del desempeño; personal con el que no 
contamos.   
 

Ante esta situación y siendo conocida de todas las personas que laboran en la Municipalidad, la 
insuficiencia de personal en el Proceso de Recursos Humanos, a lo sumo podríamos implementar la 
evaluación de desempeño que se utiliza en el Gobierno Central u otro ente estatal, sin embargo, no 
tendremos resultados diferentes a los que tienen estas instituciones, situación que me parece 
irresponsable de mi parte no llamar la atención de manera insistente.  Debo también recordarle al 
señor Murillo que el Banco Nacional de Costa Rica cuenta con una dirección de recursos humanos 
que a su vez se encuentra departamentalizada, con profesionales dedicados de manera exclusiva a 
un subsistema en particular (clasificación, valoración, capacitación, evaluación del desempeño, 
relaciones laborales, entre otros), además de contar con servicios de offsourcing en los temas de 
reclutamiento y selección de personal (una firma especializada le brinda los servicios al Banco).  En 
nuestro caso es muy diferente pues si bien solo somos 130 funcionarios, lo que contrasta con los 
casi 5000 del Banco Nacional, la exigencia profesional de esta Municipalidad en el tema de recursos 
humanos es la misma que en dicho banco, sin embargo, este servidor se encuentra solo atendiendo 
todos los subsistemas, pues las dos personas que colaboran en este Proceso de Trabajo se abocan 
a la atención de otros procesos vitales como son los de planillas, temas varios de registro y control, 
salud ocupacional y emergencias cantonales.   No creo equivocarme al afirmar, que de contar 
nosotros con una estructura similar, guardando las proporciones del caso, contaríamos con un 
sistema de evaluación igual o más eficiente que el del mismo banco; esto debido a la calidad 
personal y profesional del personal existente en esta Municipalidad.   
 

2. En lo concerniente al sistema salarial de esta Municipalidad 
 

Tampoco lleva razón el señor Murillo al afirmar que esta Municipalidad es una de las que mejores 
salarios paga.  En realidad nuestro punto de referencia en el “mercado público” es el 
correspondiente al percentil 50.  Es decir, el 50% de las instituciones están por debajo y otro 50%, 
están por encima de nuestra escala salarial.  No obstante esta situación, la gestión que realizamos 
los funcionarios de esta Municipalidad, reviste de mayores niveles de dificultad, complejidad y 
responsabilidad, que la inmensa mayoría de los funcionarios en la Administración Pública, debido a 
las amplias competencias y naturaleza misma del gobierno local, así como del desarrollo 
organizacional y funcional que hemos construido con el paso del tiempo.  Así por ejemplo, la gestión 
de nuestro Director Jurídico o del mismo Abogado de planta, se extiende a todos los campos del 
derecho, en otras instituciones por el contrario, se limita a las áreas de competencia específica de la 
institución, como es el caso de hacienda, salud, transportes, ambiente y familia, entre otras.  Igual 
situación se presenta en la mayoría de procesos de trabajo de la Institución.  
 

En todo caso la Institución se ha limitado a cumplir en el tema salarial, con lo dispuesto en el artículo 
122 del Código Municipal, sin embargo, deberá realizar un mejor esfuerzo estratégico en este 
asunto, si pretende ser competitiva en la captación y sostenimiento del personal contratado, caso 
contrario existe una alta posibilidad de que se incremente la rotación de personal en puestos claves 



para la institución, con el evidente perjuicio para la Municipalidad.  Tampoco lleva razón el señor 
Murillo al afirmar que no contamos con estudios de base que justifiquen una propuesta de mejora 
salarial, pues desde el año 2000 esta Municipalidad cuenta con políticas salariales (somos la única 
municipalidad con este tipo de mecanismo) y estudios de mercado serios, todos los cuales son han 
sido del conocimiento de los diferentes concejos municipales,  pues se adjuntan a las propuestas 
salariales.  Ampliando este punto debemos recordar que la Municipalidad de Belén, en el tema de 
inversión salarial, es una, sino la más eficiente, como en efecto se puede comprobar de la relación 
del ingreso presupuestario per cápita por funcionario, que precisamente es una de las variables que 
utiliza la Contraloría General de la República, para ubicarnos a lo largo de los últimos tres años como 
la Municipalidad No. 1 del ranking municipal.  Esta situación fácilmente puede ser verificada por el 
señor Murillo, a partir de la lectura y estudio de los informes emitidos por el Ente Contralor. 
 
3. Con respecto a lo que los funcionarios le estamos debiendo a la comunidad 
 

Si bien los funcionarios (as) nos debemos a la comunidad debido a la naturaleza misma de la 
función pública, nos sentimos muy orgullosos de los esfuerzos que hemos realizado a lo largo de los 
años, a costa inclusive, de nuestra salud, compromisos familiares y las mismas condiciones 
adversas que se nos presentan, como sucede con el edificio insalubre y enfermo que tenemos y, las 
trabas en el desarrollo lógico y esperado de nuestra gestión, producto de los mecanismos decisorios.  
Este arrojo es el que precisamente nos ha permitido ser considerados como la mejor municipalidad 
del país, según lo ratifica la Contraloría General de la República y es reconocido abiertamente, por 
las demás instituciones públicas y el mismo sector privado.  Con tal aseveración no estoy afirmando 
que estamos muy bien porque en efecto, falta mucho por hacer, como es el caso de los asuntos 
pendientes en el tema de control interno señalado por el señor Murillo, sin embargo y producto del 
compromiso que tenemos los funcionarios (as) con la mejora continua de la Institución, podemos 
enumerar  muchas y más serias deficiencias, sin embargo este aspecto pierde importancia ante la 
realidad imperante, en medio de la cual dudo que estemos en condiciones de seguir avanzando a 
paso firme según los requerimientos de la comunidad belemita, entre tanto no aceptemos y 
funcionemos como un solo equipo (Concejo Municipal y administración), que entendamos que no 
podemos ser efectivos si estamos distanciados, y que el reconocimiento que nos hace el Ente 
Contralor de ser los mejores, es una declaración que todos deberíamos celebrar, sin embargo, no 
tengo conocimiento de que el Concejo Municipal haya reconocido apropiadamente a los funcionarios 
este importante logro. 
 
El Presidente Municipal Hermes Zumbado, opina que este Concejo Municipal nunca le pidió un 
informe en este sentido a la Unidad de Recursos Humanos, sino que el Oficio es porque no le 
parecieron los comentarios que se dieron durante la Sesión.   
 
El Regidor Propietario Juan Carlos Murillo, considera que le parece que se ocupa tiempo de muchas 
de las acciones que se deberían estar realizando, para corregir las deficiencias del proceso.  Deja el 
siguiente documento:  Se establece en el Manual de Organización vigente de la Municipalidad de 
Belén la existencia de un NIVEL DE ASESORIA Y FISCALIZACION, cuyo Objetivo General lo es 
“Brindar el soporte de asesoría profesional requerido por los diferentes órganos de la municipalidad, 
así como garantizar el cumplimiento del proceso  de fiscalización general de la institución.” 
 



En ese nivel de asesoría y fiscalización se encuentra el de Recursos Humanos, que al igual que los 
otros procesos de este nivel, tiene como función asesorar oportunamente a las demás instancias de 
la municipalidad, en materia de su competencia, ofreciendo el soporte profesional, técnico y 
administrativo requerido por la organización a las diferentes áreas genéricas.  Se estipula además 
que el PROCESO DE RECURSOS HUMANOS tiene como Objetivo garantizar la dotación y 
desarrollo del recurso humano, con el fin de contribuir de manera significativa al logro de las 
estrategias y objetivos, así como en la calidad en la prestación de los servicios y productos que 
brinda la municipalidad y cuya pertenencia jerárquica lo Alcaldía Municipal.  En la DESCRIPCION 
GENERAL del Proceso y derivado de los insumos y las actividades generales, se encuentran una 
serie de productos propios del Proceso de recursos humanos, de los cuales, en su gran mayoría han 
sido señalados en diversos informes por la Auditoria Interna por sus debilidades, carencias o 
incumplimientos, entre los que destaco, los siguientes:  
 

» Objetivos institucionales debidamente planteados 
» Estructura funcional básica de la organización ajustada y actualizada. 
» Manuales de clase de puesto,  y de cargos actualizados. 
» Sistema de control interno actualizado y en funcionamiento. 
» Estudios sobre efectividad, creación y eliminación de incentivos y beneficios 
» Estudios  organizacionales concretados 
» Perfiles de cargos actualizados. 
» Sistema de evaluación del desempeño de la Institución en funcionamiento y ajustada. 
» Necesidades de capacitación debidamente identificadas. 
» Programa de entrenamiento y desarrollo de personal en funcionamiento. 
» Prioridades de capacitación definidas. 
» Convenios de capacitación debidamente formalizados con diferentes instituciones de 

educación formal y no formal. 
» Convenios con instituciones públicas y privadas en materia de capacitación de personal 
 

Al estarse discutiendo por parte del Concejo Municipal el Oficio OF-RH-022-2010 de fecha 9 de 
febrero del 2010 que remite el señor Víctor Sánchez al señor Alcalde Municipal referente a los 
comentarios externados en la Sesión Ordinaria No. 03-2010, en relación al oficio OF-RH-254-2009, 
respecto de las inquietudes presentadas por parte de los funcionarios de esta Municipalidad y en 
vista de que el oficio del señor Sánchez, se refiere expresamente a los comentarios expresados por 
mi persona, me obliga a señalar lo siguiente:  Esta en lo cierto el señor coordinador de Recursos 
Humanos cuando manifiesta que la responsabilidad de evaluar al personal, no le corresponde al 
Proceso de Recursos Humanos y aunque el artículo 139 del Código Municipal, no lo expresa 
abiertamente, estoy de acuerdo que la evaluación, le corresponde a cada jefatura. Pero evade, su 
responsabilidad directa, en cuanto a la no existencia en la Municipalidad de Belén de un sistema de 
evaluación del desempeño  (ver artículo 135 del Código Municipal) y es precisamente a lo cual me 
he referido durante mi gestión, sin obviar que también ha sido parte de los informes del señor Auditor 
Interno.   
 

Siendo la evaluación del desempeño, uno de los productos del Proceso de Recursos Humanos, así 
establecido en el Manual de Organización, que indica los siguiente: “Sistema de evaluación del 
desempeño de la Institución en funcionamiento y ajustada”., pero que además forma parte de las 
actividades de la Agenda Cantonal, me obliga como regidor municipal al control político y señalar las 



carencias o incumplimientos de lo estipulado en dicha Agenda, suscrita entre los regidores 
municipales, el alcalde Municipal y los funcionarios de la administración.  Totalmente de acuerdo, 
con el hecho de que el Alcalde Municipal sea el responsable directo de ordenar la organización, una 
responsabilidad, que es una obligación inherente a su investidura, por su condición de administrador 
general y jefe de las dependencias municipales. (17 inciso a) del Código Municipal), pero que 
además comparte el Proceso de Recursos Humanos en su condición de asesor, por cuanto algunos 
de los productos de proceso, son: “Estructura funcional básica de la organización ajustada y 
actualizada y Estudios  organizacionales concretados”.  
 

Y alude además a los artículos 2 y 8 de la Ley General de Control Interno, cuando precisamente, se 
carece aún del Sistema de Control Interno, otro de los productos del Proceso de Recursos Humanos 
que a la fecha no se ha implementado y que por su característica debe formar parte de las variables 
a ser objeto de evaluación en el sistema de evaluación del desempeño.   No obstante, en cuanto a la 
responsabilidad que le achaca al Concejo, concuerdo solamente en el hecho de no haber exigido y 
denunciado con mayor rigurosidad, el cumplimiento y la ejecución de lo estipulado en la Agenda 
Cantonal, entre los que me incluyo, pese a reiteradas advertencias de mi parte sobre estos temas.   
Concuerdo en un todo, al aceptar su responsabilidad en no haber logrado la implementación de un 
sistema de evaluación individual del desempeño, pero a ello, se suma, el no contarse con un sistema 
de capacitación, sistema de control interno y las observaciones que la misma Auditoria Interna ha 
presentado en sus informes, en cuanto a actualización de manuales, expedientes, etc.  
 

El Código Municipal y sus reformas, fue aprobado en 1998. El Proceso de Recursos Humanos se 
establece en la Municipalidad de Belén, desde el año 2000 y a diez años, según informes de 
auditoría y ejercicios de cumplimiento de metas y presupuesto de años anteriores, en lo que 
respecta a los Sistemas de evaluación del desempeño y capacitación del personal, se continua 
deficitario.  Concuerdo con el señor Sánchez, que los temas en discusión no deben ser simples 
procedimientos, solamente para cumplir con la ley, por que la reputación de esta Municipalidad, le 
obliga a contar con buenos y mejores instrumentos, para una administración eficiente y eficaz y por 
lo tanto, en vista de que aparentemente tiene bien claro los errores que se han cometido en otras 
instituciones, debe velar porque no se repitan en la Municipalidad de Belén y no ponerlo como una 
justificación para que no se hagan.   A lo largo de nuestra gestión y aún años antes, he conocido la 
justificación de la insuficiencia de personal en el Proceso de Recursos Humanos, como un motivo 
por el cual, no se han puesto en práctica muchos de los productos del proceso y que año con año 
vemos incumplidos en los Planes Anuales y que al igual que para otros procesos, no se les puede 
aplicar el articulo 141 del Código Municipal, por la ausencia del mencionado sistema. Nuevamente, 
otra responsabilidad que comparte el Proceso de Recurso Humanos con el jerarca de la institución.   
 

El señor Víctor Sánchez, recientemente presentó un dictamen justificando la necesidad de mayor 
recurso humano en su dependencia y lo ha manifestado en muchas oportunidades, aseveración que 
no es nueva. Sin embargo, en la mejora continua que se predica, no la he visto manifiesta, para 
subsanar el problema de su dependencia.  Lo anterior, por cuanto, la municipalidad cuenta con 
funcionarios con formación en recursos humanos, ocupando funciones administrativas, no 
necesariamente de su formación en otros procesos, que de acuerdo, a un proceso de revisión y de 
mejora continúa, podrían estar incorporados en la solución de las actividades requeridas por el 
proceso, tal es el caso, de los licenciados Lorena Vàsquez y Oscar Villegas Murillo.   Reconozco, la 



excelente labor que realiza la Licda. Lorena Vásquez, a cargo del proceso del Cementerio, pero tal y 
como se ha indicado en dos oportunidades, cuando se ha rechazado el estudio tarifario para dicho 
proceso, que resulta muy oneroso para las y los usuarios del servicio, al incluir una profesional, con 
mayor formación, clase de puesto y salario, en la estructura de costos de dicha gestión.  
 

Y para nadie es un secreto, que el proceso de cultura, en los dos últimos años, ha experimentado 
una variación importante en su funcionalidad, pasando a una gestión descentralizada promovida por 
la Alcaldía Municipal, que conlleva la contratación de múltiples servicios de gestión, tanto de la Casa 
de la Cultura y los cursos, mismos. Que sin ser profesional en recursos humanos y con mí humilde 
conocimiento, ya no se requieren dos personas para dicho proceso.  Entonces, lo que conlleva, es la 
aplicación de la mejora continua en cada uno de los procesos mencionados y reubicar a los dos 
funcionarios en el proceso de recursos humanos, a fin de que contribuyan a subsanar las 
deficiencias y las carencias comentadas y reconocidas por el propio don Víctor.   Importante dejar 
claro, que cuando puse de ejemplo al Banco Nacional, fue con el absoluto conocimiento de cómo 
esta conformada la Dirección de Recursos Humanos y los diferentes departamentos, y de la 
cantidad de funcionarios que la conforman o Sucursales y Agencias y demás servicios que brinda, 
porque al igual que don Víctor,  por 30 años, me honre en ser funcionario de tan prestigiosa 
institución.  
 

Mi ejemplo, lo era, en cuanto, a que conocía muy bien, que el Banco experimento una severa crisis 
en cuanto a la eficacia y eficiencia, a tal punto, que el Gobierno de la Republica, analizó la 
posibilidad de cerrarlo, Y fui testigo, de como un incentivo que teníamos los funcionarios, que se 
recibía a cambio de nada, fue transformado, en un excelente medio de motivación y superación, 
por medio de la implementación del sistema de evaluación del desempeño y hoy por hoy, el Banco 
Nacional, volvió a los lugares de privilegio, tanto en Costa Rica como en América. Si eso se logró 
con tal cantidad de funcionarios, cuanto se podría lograr con los 130 que cuenta la Municipalidad de 
Belén?.  Es por ello, que cuando he hecho mención al sistema salarial de esta Municipalidad, en 
ningún momento es en oposición al legítimo derecho que tienen los funcionarios de contar con sus 
incrementos que la ley le da. No obstante, y estoy seguro, don Víctor no concordará con mi 
pensamiento, lo es en cuanto a la política salarial, sin ningún ligamen a una política de evaluación 
del desempeño, aún, cuando año con año, existen evidentes resultados de ineficiencia e ineficacia 
en el cumplimiento del metas y presupuestos por parte de funcionarios no precisamente en los 
estratos o rangos menores, creando una distorsión y una desmotivación lógica en el personal, por 
cuanto, se dan cuenta, que también se premia a todos y todas por parejo.   
 

Por otra, parte, la administración pública en general, sin distingo de institución es compleja y de gran 
responsabilidad, por lo que necesariamente conlleva conocimiento y formación para cumplir de mejor 
forma, para lo cual, es necesario, una política de capacitación e incentivos de estudio al personal. 
Los Incentivos existen con las becas, la política de capacitación es otra de los incumplimientos 
señalados por la auditoria y le corresponde al Proceso de Recursos Humanos.  No comparto el 
criterio de que el tema de la rotación de personal en puestos claves, es un factor que este incidiendo 
en la fuga de funcionarios, en vista de que por lo menos en nuestra gestión, conozco tres casos, que 
no necesariamente se fueron por el tema salarial, por lo que se manifiesta un alto grado de 
satisfacción del resto del personal en dicho tema.  Nunca lo he dicho, ni desconozco el esfuerzo que 
una gran mayoría de funcionarios realiza y por supuesto, que son el principal activo de esta 



Municipalidad, ni tampoco ignoró los éxitos que se han logrado, sin embargo. No podemos olvidar 
que el objetivo de la Municipalidad, es mejorar la calidad de vida de las y los ciudadanos belemitas y 
cuando, me refiero, a que le estamos debiendo a la comunidad, no lo digo por los funcionarios 
eficientes y eficaces, lo manifiesto basado en los informes de liquidación presupuestaria, que reflejan 
con claridad que aproximadamente una tercera parte del presupuesto, pasa a superávit por no 
ejecución, una constante de por lo menos los últimos ocho presupuestos, aspecto, que lleva a 
reafirmar, que somos muy eficientes en la gestión de cobro, pero deficitarios en la ejecución, motivo 
por el cual, me parece que la comunidad, no vería con buenos ojos, una celebración o un incentivo 
adicional, cuando los montos de superávit oscilan entre los 1.500 millones y 1900 millones.  
 
Nosotros, estamos de salida, pero estoy seguro que vendrán nuevos regidores, que le pondrán 
atención a los temas pendientes, en procura de que cada día la Municipalidad de Belén, sea más 
eficiente y eficaz en su gestión y se logre devolver a la ciudadanía, más y mejores servicios, que 
coadyuven a mejorar la calidad de vida de las y los belemitas.  
 

SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Hermes Zumbado, Ana 
Betty Valenciano, Flor Trejos, Francisco Villegas Y UNO EN CONTRA DEL REGIDOR Juan 
Carlos Murillo:  Tomar nota y archivar. 
 
ARTICULO 17.  Se somete a votación el Oficio AMA-96-2010 del Ing. Horacio Alvarado.  Adjunto 
oficio OF-RH-036-2010, de la Unidad de Recursos Humanos el cual ofrece un derecho de respuesta 
relacionado a lo esbozado en el Concejo Municipal de la sesión ordinaria del 05-2010, en lo que 
corresponde a la creación de la Contraloría de Servicios. 
 
Hemos recibido el acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria No. 05-2010, del 21 de enero del 2010, en 
la cual se analiza la respuesta de creación de la Contraloría de Servicios, presentada por el 
compañero Jorge González y este servidor.  Producto de las aseveraciones realizadas por el 
Presidente Municipal, señor Hermes Zumbado, considero oportuno expresar lo siguiente: 
 
¯ Los requisitos académicos y de experiencia específica señalados en el informe INF-RH-015-

2009, para el cargo de Contralor Municipal, no son antojadizos sino los establecidos en el 
Decreto Ejecutivo No. 34587-PLAN del 20 de mayo del 2008, referente a la creación, 
organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Contralorías de Servicio. 

 

¯ Estos requisitos académicos y de experiencia, como factores de discriminación establecidos 
para ocupar el cargo, se encuentran dados por una regulación de alcance nacional, que todos 
debemos observar y constituyen las condiciones mínimas para que funcionarios municipales y 
gente externa participen en el correspondiente proceso de selección, es decir, no estamos en 
presencia de desigualdades. 

 
¯ No existen confusiones en los procesos de selección de personal de esta Municipalidad.  

Desde el año 2000 se ha seguido el mismo procedimiento técnico en todos los concursos, 
situación que se puede comprobar mediante la verificación de todos los informes técnicos de 
este proceso de trabajo, en que se han sustentado los diferentes concursos.  

 



¯ En este caso no se puede realizar un concurso público externo como el que se propone, si 
primero no se crea el puesto de trabajo, para lo cual se generó el informe técnico INF-RH-015-
2009, en concordancia con los requerimientos mínimos del acto administrativo. 

 
¯ No es competencia del Concejo Municipal velar porque se nombren las personas idóneas, 

sino responsabilidad del señor Alcalde, asesorado por el Proceso de Recursos Humanos y las 
mismas instancias técnicas de la Institución, en concordancia con lo dispuesto en los artículos 
13, 17, 124 y siguientes del Código Municipal. 

 
El Presidente Municipal Hermes Zumbado, piensa que son comentarios que realizaron cuando se 
analizaba el tema de Contraloría de Servicios, pero bajo informes de la Dirección Jurídica, decía que 
era necesario un concurso publico al abrir una plaza eso lo hace en base a Informes del Auditor, 
hasta el mismo funcionario de la Unidad de Cultura le ha dicho que le gustaría estar en la Unidad de 
Recursos Humanos porque se gradúo en una Licenciatura en Recursos Humanos gracias a esta 
Municipalidad, este Concejo Municipal se debería a dictar políticas. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Tomar nota y archivar. 
 
ARTICULO 18.  Se somete a votación el Informe del Asesor Legal:  Conforme fuera requerido por el 
Concejo Municipal en el acuerdo adoptado en el artículo 7 de la sesión ordinaria 72-2009, procede 
este despacho legal a brindar respuesta al oficio Ref. 7207/2009 mediante el cual se traslada el 
trámite 4905 de la Sra. Hazel Rodríguez Vega, representante de los vecinos de Calle Don Pepe, en 
el cual solicitan al Concejo Municipal analizar o determinar si existen derechos adquiridos, dado a 
que desde los años 2002, 2005 y 2006 fueron aprobados lineamientos de la finca, la disponibilidad 
de agua potable, la autorización para disponer del agua pluvial y la certificación de la no existencia 
de red de alcantarillado sanitario, en el sector donde se ubica el proyecto. 
 
Conforme fuera requerido por el Concejo Municipal en el acuerdo adoptado en el artículo 7 de la 
sesión ordinaria 72-2009, procede este despacho legal a brindar respuesta al oficio Ref. 7207/2009 
mediante el cual se traslada el trámite 4905 de la Sra. Hazel Rodríguez Vega, representante de los 
vecinos de Calle Don Pepe, en el cual solicitan al Concejo Municipal analizar o determinar si existen 
derechos adquiridos, dado a que desde los años 2002, 2005 y 2006 fueron aprobados lineamientos 
de la finca, la disponibilidad de agua potable, la autorización para disponer del agua pluvial y la 
certificación de la no existencia de red de alcantarillado sanitario, en el sector donde se ubica el 
proyecto, lo que se analiza en las siguientes líneas.  De previo a emitir criterio jurídico, ésta Asesoría 
Jurídica aclara que los alcances del presente pronunciamiento constituyen una mera opinión jurídica 
sin que involucre un pronunciamiento de carácter obligatorio y vinculante, el cual puede ser 
adicionado o aclarado por éste órgano asesor, indicando además que se basa en los aspectos 
consultados y limitado al estudio de los documentos que constan en el expediente administrativo que 
se ha remitido a estudio. 
 
PRIMERO: DE LA DIRECTRIZ GENERAL EMITIDA POR EL INVU EN MATERIA DE APERTURA 
DE CALLES PÚBLICAS.  En el presente caso se ha solicitado por parte de los vecinos de calle Don 
Pepe, actuaciones municipales tendientes a que el INVU apruebe los planos para su respectivo 
visado, consultando a su vez sobre la existencia de derechos adquiridos por los vecinos.  Con el fin 



de brindar respuesta a estas interrogantes, conviene hacer referencia a la Directriz General 
recientemente aprobada por dicho instituto. La misma fue acordada en Sesión Ordinaria número 
5779 del 18 de noviembre del 2009 y tiene como fin esclarecer las consecuencias de las aperturas 
de calles públicas, señalando:  “Que en virtud de la recepción en la Dirección de Urbanismo que 
versan sobre declaratorias de nuevas calles y servidumbres como “públicas”, se indica que no 
existen en toda la legislación vigente ninguna referencia de actos de declaratorias de calles públicas; 
a la vez les recordamos que como funcionarios públicos solo estamos autorizados para hacer 
aquello que por mandato legal se nos ha delegado.  

 
La Dirección Urbana ha determinado que toda apertura de nueva calle pública debe ser considerada 
como una urbanización, situación que está deducida de lo establecido al efecto en el artículo 1ero. 
de la Ley de Planificación Urbana No. 4240 el cual define a la letra que: “Urbanización: es el 
fraccionamiento y habilitación de un tercero para fines urbanos, mediante apertura de calles y 
provisión de servicios.” (subrayado no es del original).  Adicionalmente se recuerda que en el inciso 
2) del artículo 10 de la supracitada Ley se destaca que la Dirección de Urbanismo le compete dentro 
de sus funciones de control el ejercicio de “examinar y visar en forma ineludible los planes 
correspondientes a proyectos de urbanización o de fraccionamiento para efectos de urbanización 
previamente a su aprobación municipal”, situación que es reafirmada en el inciso a) del artículo 38 al 
indicarse que las municipalidades no darán permiso para urbanizar terrenos “cuando el proyecto no 
satisfaga las normas mínimas reglamentarias, o los interesados no hayan cumplido los trámites 
pertinentes, entre los que está la aprobación indispensable de los planos por la dirección de 
Urbanismo y el Servicio Nacional de Acueductos y Alcantarillado”. 
 
De lo anterior se desprende claramente la necesidad de visar ante el INVU los planos presentados, 
como requisito previo para que el municipio valore la aprobación del proyecto y visado de planos. En 
relación con esto último, en sus líneas finales la Directriz General apuntada señala que en 
correspondencia con el Decreto Ejecutivo No. 130 del día 6 de julio de 1999 se deben seguir los 
siguientes pasos:  
 
“ 1. Colegio Federado de Ingenieros y Arquitéctos,  
2. INVU en donde se tramitan también los planos de AyA y   Ministerio de Salud y los del 
propio INVU y 
3. Municipalidad.” 
 
Así las cosas, tal y como lo ha solicitado el INVU, lo procedente es que los vecinos procedan con los 
trámites de visado ante el INVU de previo a la presentación ante el municipio de su solicitud.  
 
SEGUNDO: DEL CRITERIO DE LA DIRECCIÓN JURÍDICA DE LA MUNICIPALIDAD DE BELÉN.  
En el caso que nos ocupa, la Dirección Jurídica del Municipio ha brindado ya su criterio mediante el 
oficio DJ-102-2009 dirigido al Concejo Municipal. Mediante el mismo, se realiza un completo análisis 
del cual se desprenden básicamente las mismas conclusiones contenidas en la Directriz apuntada, 
en ese orden de ideas señala el documento en mención:  “En suma, la Dirección de Urbanismo del 
INVU, tiene la atribución de  examinar y visar los planes correspondientes a proyectos de 
urbanización o de fraccionamiento para efectos de urbanización, previamente a su aprobación por 
parte de las municipalidades correspondientes.  En el caso que nos ocupa, por tratarse de un 



fraccionamiento con fines urbanísticos, se requiere del pronunciamiento de la Dirección de 
Urbanismo y del cumplimiento de  las disposiciones legales que anteriormente se han transcrito y los 
requisitos que sobre el particular establezca el INVU.” 
 
TERCERO: SOBRE LA CONSULTA PLANTEADA EN RELACION CON LA EXISTENCIA DE 
DERECHOS ADQUIRIDOS.  En la consulta realizada por los vecinos del cantón ante el municipio se 
requiere al concejo municipal que se analice la existencia de derechos adquiridos.  Para ello, 
señalan los vecinos que desde años atrás se ha otorgado alineamientos de la finca, disponibilidad de 
agua potable, autorización para disponer de aguas pluviales, entre otros trámites. De estos, es 
prudente aclarar que los mismos no consisten en autorizaciones de visado, sino únicamente trámites 
previos que no implican la aprobación de proyecto alguno.  Los derechos adquiridos, según lo ha 
indicado reiterada jurisprudencia, consiste en derechos otorgados a un sujeto, en virtud de un 
reconocimiento legal del mismo, por lo que una normativa posterior no puede variar los ya 
concedidos, por ser contrario al artículo 34 de la Constitución Política.  Por otro lado, también se 
consideran derechos adquiridos aquellos actos autorizados a un particular por parte de la 
administración, por lo que en caso de variarse, se requiere de la correspondiente indemnización.   
 
En relación con los derechos adquiridos, en la resolución 2003-13300 de las diecisiete horas con 
nueve minutos del dieciocho de noviembre del dos mil tres, emitida la Sala Constitucional de la Corte 
Suprema de Justicia, se indicó:  “Lo cierto del caso, y en lo que interesa a la Sala, es que se tiene 
por acreditado que sí se otorgó un beneficio a las accionantes, lo cual implica que adquirieron un 
derecho a su favor, de manera que éste no puede ser suspendido o aplazado en su perjuicio, 
argumentando falta de recursos. Los desórdenes administrativos, y la mala administración de los 
recursos públicos, no pueden constituir motivo suficiente para menoscabar derechos adquiridos de 
los ciudadanos. Aceptar la tesis ahora dada por las autoridades recurridas, sería autorizar al Estado 
para que aprovechándose de su propia negligencia, perjudique los derechos ya determinados a 
favor de un administrado. En el caso particular, el otorgamiento del beneficio sin la disposición de los 
recursos pertinentes, no es su responsabilidad, y es una situación que la Administración debe 
soportar. Por otra parte, la negligencia de la Administración ha ocasionado que la fecha no se hayan 
podido liquidar las deudas de las amparadas, y existe el riesgo de que en razón de esta deficiencia 
administrativa, las casas de habitación de las recurrentes puedan ser rematadas. Así las cosas, de 
conformidad con los motivos ofrecidos anteriormente, procede declarar con lugar el recurso 
ordenándose al Estado hacer frente a la compensación de la deuda aprobada a favor de las 
amparadas, según acta N°8-2000 de la Junta Liquidadora del Programa de Compensación Social.” 

Lo anterior, claramente consiste en un derecho a favor del administrado desde el momento que se 
les otorgó el beneficio para el pago de su deuda sin que se ejecutaran las medidas concedidas. 
Contrario a ello, en la resolución 2001-02008 de la Sala Constitucional, se trata el caso contrario, 
donde no existe el derecho adquirido por parte del administrado:  “El recurrente recurrió en amparo 
porque desde hace cuatro años participa en la Feria del Agricultor que organiza la Municipalidad de 
La Unión, vendiendo tiliches, pero ahora funcionarios del Departamento de Patentes lo han 
desalojado de la feria en varias oportunidades, en una actividad abiertamente persecutoria en su 
contra, del informe rendido se tiene que el recurrente está vendiendo artículos que no están 
permitidos por el Reglamento, la Municipalidad lo conminó para vender únicamente los artículos para 
los que sí tiene carnet, no así los artículos que se estipulan como prohibidos en el artículo 85 inciso 



g) del Reglamento. El recurrente argumentó que ya tiene un derecho adquirido a vender esos 
artículos, y que si otras personas también venden artículos importados, que él puede entonces 
hacerlo también. Se informó que igual que con el recurrente, en todas las demás ventas sin permiso 
se ha actuado de forma similar. El argumento del recurrente no es de recibo para esta Sala, no 
aportó junto con su recurso elementos que permitan tener por demostrado que se está realizando 
una discriminación en su perjuicio y en beneficio de otros vendedores en su misma circunstancia, en 
todo caso, el que haya logrado vender fuera de los límites establecidos artículos no permitidos, no le 
genera ningún derecho a hacerlo.” 

De las citas jurisprudenciales anteriormente transcritas, fácilmente se logra concluir que para la 
existencia de derechos adquiridos se requiere de un acto administrativo o una ley que así los 
conceda previamente.  Sobre este tema de los derechos subjetivos, conviene aclarar que existen 
dos tipos de actos administrativos: los constitutivos que son a partir de los cuales se crean 
situaciones jurídicas consolidadas a favor de los administrados, como por ejemplo visados para 
fraccionamiento, licencias de construcción o patentes para explotar una actividad lucrativa; y los 
declarativos, que no generan ningún tipo de derecho, como lo son los certificados de uso de suelo, 
e incluso los certificados de la no existencia de red de alcantarillado sanitario.  La Procuraduría 
General de la República mediante el Dictamen C-183-2008 de fecha 30 de mayo del 2008 se ha 
pronunciado al respecto y en lo que interesa dispuso:  “Por medio de la certificación de uso del suelo 
no se decide cuál es el uso permitido, simplemente se acredita cuál es el uso debido según lo 
establecido reglamentariamente, además de hacer constar si el uso que se le está dando a un 
determinado terreno es o no conforme con dicha reglamentación. Como acto administrativo, el 
certificado de uso del suelo es meramente declarativo, en el sentido de que se limita a 
acreditar un hecho o situación jurídica sin crearla, modificarla o extinguirla, como sí ocurre 
con los actos administrativos constitutivos (En tal sentido, vid., GARCÍA DE ENTERRÍA, 
Eduardo, Curso de Derecho Administrativo, T.I, 1978, p.481, así como PAREJO ALFONSO, Luciano, 
JIMÉNEZ-BLANCO, A.y ORTEGA ÁLVAREZ, L., Manual de Derecho Administrativo, Vol 1, 1998, 
p.721.).  

 
En el sentido anterior, el certificado de uso del suelo, como acto administrativo declarativo, acredita 
hechos o situaciones jurídicas que sirven de base para la adopción de actos administrativos por 
medio de los cuales sí se crean, modifican o extinguen situaciones jurídicas. Tal es el caso, por 
ejemplo, de las autorizaciones para construir o las patentes municipales para ejercer determinadas 
actividades, cuya adopción requiere de un certificado de uso del suelo.”  Ahora bien, analizando el 
caso particular que se consulta, es criterio de esta asesoría legal que no es posible concluir que de 
modo cierto existen derechos adquiridos que deriven en la obligación del Municipio de otorgar un 
visado. En este sentido debe considerarse que los alineamientos no son de ningún modo licencias y 
mucho menos autorizaciones; por su parte las disponibilidades de agua potable y las autorizaciones 
para disponer de agua pluvial son actos administrativos que en sí mismos no generan un derecho 
adquirido destinados a que se declare una calle pública, sino que solo acreditan la existencia de 
servicios públicos, y eventualmente solo generarían el derecho del administrado a que se le 
presente el servicio en caso de que haya llegado a edificar con permiso de construcción. Lo anterior 
significa que si esas disponibilidades de agua están vencidas conforme a las regulaciones 
especiales dispuestas en el Reglamento Municipal adoptado, no podría hablarse de un derecho 
subjetivo. 



 
Finalmente con las certificaciones que acreditan la no existencia de alcantarillado sanitario en el 
sector, estamos en presencia de actos meramente declarativos que solo acreditan una determinada 
circunstancia en un momento dado, pero que por su propia definición no constituyen ningún derecho; 
es el mismo caso de lo que ocurre con los usos de suelo.  Un caso que merecería algún análisis 
especial, sería aquella situación en que la Municipalidad haya concedido permisos de construcción, 
dado que dichos actos podrían implicar el reconocimiento de derechos relacionados con el ius 
edificandi de los propietarios, sin que necesariamente ello implique que tales derechos obliguen a 
reconocer la calle como pública.  En tal sentido, tal como se dijo en el acápite anterior, para que se 
reconozca una calle pública, se requiere previamente gestionar los trámites de aprobación ante el 
MOPT, AyA, INVU, por lo que no es posible reconocer ningún derecho administrativo a favor del 
visado de planos si no han sido siquiera completados los requisitos previos. 
 
CUARTO: CONCLUSIONES.  Teniendo en cuenta lo anteriormente expuesto, este despacho legal 
concluye: 
 
Primero: Que no existen derechos adquiridos para exigir la apertura de una calle pública cuando se 
han otorgado actos meramente declarativos, como es el caso de usos de suelo o certificados de no 
existencia de alcantarillado sanitario; o bien en caso de que se hayan otorgado solo disponibilidades 
de agua potable o de disposición de agua pluvial, dado a que se trata de requisitos previos al 
otorgamiento de licencias. 
 
Segundo: Siendo las licencias actos constitutivos de derechos habría que valorar de modo 
concreto cada uno de los casos en los que se hayan otorgado las mismas para ponderar los 
alcances de dichas autorizaciones sobre la eventual calle proyectada, siendo que en todo caso esa 
valoración es responsabilidad de los funcionarios administrativos competentes, y no del Concejo 
Municipal. 
 
Tercero: Que adicionalmente a lo indicado por la Dirección Jurídica en el oficio DJ-102-2009, debe 
considerarse lo dispuesto en la Directriz General recientemente aprobada por la Junta Directiva del 
INVU en Sesión Ordinaria número 5779 del 18 de noviembre del 2009, en cuyo caso debe ratificarse 
a los vecinos interesados que de previo al visado municipal de los planos, se requiere el visado del 
INVU y los restantes requisitos apuntados, y que en última instancia será esa institución quien 
determine la existencia de la calle conforme las condiciones actuales existentes. 
 
La Vicepresidenta Municipal Ana Betty Valenciano, menciona que en el Informe del Asesor Legal, las 
conclusiones son bastante concretas, se debe avalar y notificar a los interesados.   
 
El Regidor Propietario Francisco Villegas, manifiesta que el Informe le parece que el segundo punto 
deja muchas dudas, por lo tanto no estaría de acuerdo con el Informe. 
 
SE ACUERDA EN FORMA DEFINITIVA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES 
Hermes Zumbado, Ana Betty Valenciano, Flor Trejos, Juan Carlos Murillo Y UNO EN CONTRA 
DEL REGIDOR Francisco Villegas:  PRIMERO:  Avalar el Informe del Asesor Legal.  SEGUNDO:  



Notificar a Hazel Rodríguez Vega, Representante de Vecinos Calle Don Pepe, en respuesta al 
tramite 4905. 
 

CAPITULO V 
 

INFORME  DEL ALCALDE. 
 

El Alcalde Municipal Horacio Alvarado Bogantes, plantea los siguientes asuntos: 
 

INFORME DEL ALCALDE. 
 
ARTICULO 19.  Se conoce el Oficio AMA-100-2010 del Lic. Carlos Lanzas.  Adjuntamos el 
Memorando AC-09-10, de la Unidad de Servicios Públicos, el cual conlleva una solicitud de cuatro 
disponibilidades a nombre de Mercedes Ulibarri, para la lectura, estudio y aval por parte de este 
Organo Colegiado. 
 
El Regidor Propietario Francisco Villegas, interroga estas pajas de agua donde están ubicadas, 
porque esto va a la Comisión de Obras pero no hacen ningún análisis profundo y en ese sector hay 
una zona de protección. 
 
SE ACUERDA EN FORMA DEFINITIVA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES 
Hermes Zumbado, Ana Betty Valenciano, Flor Trejos, Juan Carlos Murillo Y UNO EN CONTRA 
DEL REGIDOR Francisco Villegas:  Remitir a la Comisión de Obras para análisis y recomendación. 
 
ARTICULO 20.  Se conoce el Oficio AMA-111-2010 del Lic. Carlos Lanzas.  ASUNTO DE 
APARTAMENTOS SAN VICENTE Y ABASTECIMIENTO DE AGUA A DICHO PROYECTO.  Se 
adjunta Oficio No.MA-AEX-089-2010, de la Municipalidad de Alajuela, por parte de la Alcaldesa 
Municipal Dra. Joyce Zurcher Blen, en respuesta al Oficio AMA-51-2010, suscrito por esta Alcaldía 
en cuanto a la duda no confirmada, si esta Organización Administrativa proveía de tan preciado 
liquido a esta desarrolladora.  Como se deduce del Informe de marras dicha Municipalidad no 
abastece de agua a esta constructora.  Ahora bien se le comunica por medio de este oficio que 
mañana miércoles 24 del mes que corre, a las 10:30 a.m., tendremos una audiencia en las 
instalaciones del AyA con el Gerente General  Ing. Eduardo Lezama Fernández y el Director Jurídico 
de la institución Lic. Rodolfo Lizano Rojas, esperemos contar con la presencia de por lo menos dos 
concejales, para tratar dicho tema de auge e importancia para el cantón y así aclarar las dudas 
acaecidas. 
 
El Regidor Propietario Francisco Villegas, ratifica que es importante que algún compañero asista, 
igual el Asesor Legal, porque es un tema importante de mucho impacto, propone que se tome un 
acuerdo al respecto.   
 
La Vicepresidenta Municipal Ana Betty Valenciano, consulta de la Administración quien asistirá.   
 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado, señala que de la Administración ira Luis Bogantes, Ennio 
Rodríguez, su persona y se le hizo la invitación a Luis Alvarez. 



 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Hermes Zumbado, Flor 
Trejos, Francisco Villegas Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Juan Carlos Murillo, Ana 
Betty Valenciano:  Incorporar al expediente administrativo. 
 
ARTICULO 21.  Se conoce el Oficio AMA-110-2010 del Lic. Carlos Lanzas.  Se le adjunta Convenio 
de Hermandad entre el Municipio de Caguas Puerto Rico y la Municipalidad de Belén, para su 
lectura, estudio y aval. 
 
El Vice Alcalde Francisco Zumbado, presenta que históricamente desde hace 15 o 16 años se viene 
realizando intercambios deportivos con Puerto Rico, a través de Colegios y le solicitaron la 
posibilidad de realizar el Convenio. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a estudio del Concejo Municipal. 
 
ARTICULO 22.  Se conoce el Oficio AMA-106-2010 En aras de que sea le de el aval de inicio al 
cartel de la Licitación Abreviada 2010LA-000008-01, Mantenimientos de Sistemas Municipales Pro 5. 
 
El Presidente Municipal Hermes Zumbado, estipula que la Licitación es importante porque la 
Empresa que se contrato vario mucho el personal, durante el tiempo de contratación, eso dificulta a 
la Unidad de Informática. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a estudio del Concejo Municipal. 
 
ARTICULO 23.  Se conoce el Oficio AM-M-082-2010 del Alcalde Horacio Alvarado.  Hemos recibido 
en este despacho el día martes 10 de febrero de 2010 el expediente No09-001047-1027-CA que es 
Jerarquía Impropia (Municipal) promovido por Condominio La Ribera Belemita, S.A., contra la 
MUNICIPALIDAD de BELÉN y que consta de ciento diecisiete folios útiles.  Al respecto, esta Alcaldía 
procede a hacer entrega de los documentos mencionados y solicitamos se sirva coordinar las 
gestiones necesarias para proceder con la debida custodia del mismo, de conformidad con lo 
establecido según corresponda en este caso. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Tomar nota y archivar. 
 
ARTICULO 24.  Se conoce el Oficio AMA-113-2010 del Ing. Horacio Alvarado.  Se adjunta la 
Resolución No.AM-R-014-2010, en la cual se rechaza de plano el Recurso Extraordinario de 
Revisión interpuesto por Condominio La Ribera Belemita Cincuenta, S.A., en contra del Oficio DU-
013-2009, bajo los argumentos de derecho, en lo que respecta a las formalidades sobre 
admisibilidad del mismo, ya que el recurrente había utilizado remedios recursivos anteriores a este, 
entiéndase Recurso de Revocatoria y Apelación; contrario a lo estipulado en el Artículo 163 del 
Código Municipal; el cual establece que en materia no cabra Recurso Extraordinario cuando no se 
haya echado mano oportunamente los recursos antes mencionados.  Es importante mencionar que 
dicha resolución ya fue debidamente notificada a los personeros de la sociedad vía fax; por lo que se 
remite dicha documentación a este Organo Colegiado cumpliendo con lo ordenado por el Tribunal 
Contencioso Administrativo en resoluciones de las 10:41 horas del 13 de enero y de las 10:12 del 20 



de enero, ambas del año que corre, según Proceso de Amparo de Legalidad tramitado bajo el 
expediente 09-002531-CA. 
 
Municipalidad de Belén.  Alcaldía Municipal.  San Antonio de Belén. Al ser las quince horas del 
veintidós de febrero del año dos diez.  Se procede a resolver el recurso extraordinario de revisión 
presentado por el señor Richard Ch. Godfrey en su condición de representante legal de Condominio 
La Ribera Belemita Cincuenta SA contra el oficio DU-013-2009 de fecha 13 de marzo del 2009, 
emitido por el Arquitecto Luis Bogantes Miranda de la Dirección de Desarrollo Urbano, y  
 

RESULTANDO:  
 
1. Que mediante oficio DU-060-2007 de fecha 21 de diciembre de 2007, suscrito por el Arq. Luis 
Bogantes Miranda coordinador de la Unidad de Desarrollo Urbano de la Municipalidad de Belén se 
indica que “En relación con el Expediente de Solicitud de Permiso de Construcción N°114-2007, 
como aclaración al oficio UA-207-2007 de la Unidad Ambiental, en donde evidencia la divergencia de 
criterios, y por ende de competencia de que existe en relación con la Zona de Protección del Pozo 
AB-1571, entre MINAE, Oficio IMN-DO-2932-05 y el SENARA, Oficio ASUB-452-2007, esta Unidad 
ha recibido hoy copia del oficio GE-738-07 de fecha 20 de diciembre de 2007, suscrito por el Ing. 
Bernal Soto Zúñiga, Gerente General de SENARA, el cual respalda el criterio del MINAE, por 
tratarse de ser una opinión emitida por el Rector en la materia. Lo anterior completa la parte 
documental del Expediente N°114-2007. (…)” 

 
2. Que mediante oficio DU-03-2008 de fecha 22 de enero de 2008, suscrito por el Arquitecto Luis A. 
Bogantes Miranda se remite al Concejo Municipal el informe técnico y el expediente administrativo 
correspondiente a la Solicitud de Permiso de Construcción N°114-2007, correspondiente al Proyecto 
Apartamentos San Vicente, a construir en la finca de Heredia matrícula 50916 ubicada en San 
Antonio de Belén, Barrio San Vicente frente al Salón Comunal, propiedad de Condominio La Ribera 
Belemita Cincuenta S.A., e indicando que se remite el informe técnico y el expediente para su 
consideración; y que esta remisión se hace para cumplir con el artículo 21 del Reglamento de 
Otorgamiento de Permisos de Construcción. 

 
Que el Concejo Municipal recibió el día Martes de 22 de enero de 2008 a la 1:20 pm el referido oficio 
DU-03-2008 de fecha 22 de enero de 2008, sin embargo, no fue conocido en la sesión del martes 22 
de enero de 2008, por cuanto para esa sesión la correspondencia a conocer por el Concejo se había 
ordenado según la ingresada antes de las 12 horas de ese día, dado que así lo ha dispuesto el 
Concejo Municipal, por el conocimiento y deliberación que previamente debe tener el órgano 
colegiado de los asuntos a tratar. 

 
3. Que el Concejo Municipal mediante acuerdo adoptado en el artículo 41 del Acta de la Sesión 07-
2008 del 29 de enero de 2008, conoció y el resolvió el citado oficio DU-03-2008 del Arq. Luis 
Bogantes Miranda, Unidad de Desarrollo Urbano, acuerdo en lo que  interesa dispuso:  SE 
ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  PRIMERO: Avalar la Moción que 
presenta el Presidente Municipal Francisco Villegas Villalobos, la cual es acogida por los Regidores 
Juan Carlos Murillo Sánchez, Ana Betty Valenciano Moscoso, Flor Trejos Villalobos, Hermes 
Zumbado Alfaro.  SEGUNDO: Que ante los cuestionamientos de procedimiento expuestos 



ampliamente en los puntos precedentes, se devuelve el conocimiento de la Solicitud del Permiso de 
Construcción N°114-2007 a la Alcaldía Municipal para que los funcionarios competentes resuelvan lo 
que esté dentro del ámbito de sus competencias y en estricto apego al bloque de legalidad y a las 
normas de orden público y ambientales.  TERCERO: Resulta indispensable que de previo al dictado 
de cualquier acto de aprobación se realicen todas las aclaraciones a los cuestionamientos técnicos 
expuestos en los considerandos Sexto y Sétimo antes expuestos y que además se cuente con los 
informes técnicos de las Unidades de Servicios Públicos, Obras y Ambiente que sean necesarios 
para valorar todos los elementos técnicos antes cuestionados y concretamente los Oficios de 
SENARA recientemente conocidos, que puedan implicar la afectación de Normas de Orden Público, 
ambientales o bien que afecten derechos fundamentales de los Munícipes  de Belén.  CUARTO: El 
Concejo Municipal aclara que exigirá en caso contrario que se asienten todas las responsabilidades 
que se desprendan de actos u omisiones de los funcionarios administrativos competentes; siendo el 
Alcalde, como órgano ejecutivo del Municipio y Administrador General, el responsable de velar por el 
fiel cumplimiento de dichas normas por parte de los funcionarios jerárquicamente dependientes.  
QUINTO: Dispensar de trámite de Comisión.” 
 
Este acuerdo fue notificado al recurrente el día primero de febrero de 2008 a las 16:15 horas, 
expedida por la Secretaria Municipal. 
 
4. Que el día 29 de enero de 2008 el Concejo Municipal de Belén tuvo conocimiento de la existencia 
del oficio GE-049-08 de fecha 28 de enero de 2008 suscrito por el Gerente General de SENARA.  A 
partir de este oficio el Concejo Municipal de Belén consideró que habiendo ingresado el mismo a la 
corriente administrativa, y valorando que en él se dejaba sin efecto el memorial oficio GE-738-07 con 
el cual la Unidad de Desarrollo Urbano emitió el oficio DU-060-2007 de fecha 21 de diciembre de 
2007, suscrito por el Arq. Luis Bogantes Miranda (ver punto Primero de este informe) y a partir del 
cual el desarrollador consideró que se generaba un el silencio positivo, es evidente que dicho oficio 
DU-060-2007 queda igualmente sin efecto, puesto que SENARA al ratificar el criterio técnico legal 
emitido por la Asesoría Legal Institucional mediante oficio No. SL-232-2007 de 19 de diciembre del 
2007 expresamente estableció que se deben respetar los radios de protección del pozo a partir del 
cual se tomará el agua potable que abastecerá el proyecto en cuestión. Se analiza además que este 
radio de protección evidentemente afecta las áreas a construir que pretendía el desarrollador, de 
manera que no era posible aprobar el proyecto en la forma que se había presentado, porque al no 
respetarse ese radio de protección, no solo no se completaban los requisitos exigidos para la 
aprobación, sino que además se violentaban directamente disposiciones de orden público 
relacionadas con la de un pozo de extracción de agua destinado a consumo humano. 
 
Como se puede apreciar esto generó un cambio significativo en el análisis técnico jurídico del fondo 
de este permiso, ante el cual la Municipalidad de Belén no pudo obviar la valoración de las 
disposiciones ambientales que están de por medio, considerando que el instituto del Silencio 
Positivo no tenía operatividad en relación con la materia ambiental, en atención a la materia de que 
se trata, todo ello respaldado en el artículo 4 de la Ley Forestal, número 7575, de trece de febrero de 
mil novecientos noventa y seis, que en lo que interesa dispone textualmente: "En materia de 
recursos naturales no operará el silencio positivo, contemplado en los artículos 330 y 331 de la Ley 
General de la Administración Pública."  En concreto la Sala Constitucional, ha establecido que 
existen materias en que la figura del silencio positivo no es de aplicación, tal es el caso de la materia 



ambiental, urbanística y de domino público, entre otras (Ver Votos Nº2233 - 93 y Nº6836-93, entre 
otros).  Que habiéndose aprobado por el Concejo Municipal el acuerdo tomado en el artículo 41 del 
Acta de la Sesión 07-2008 del 29 de enero de 2008, donde se conoció y resolvió el varias veces 
citado oficio DU-03-2008 del Arq. Luis Bogantes Miranda, Coordinador de la Unidad de Desarrollo 
Urbano, dicho trámite fue remitido al Alcalde Municipal el primero de febrero de 2008 a las 14:40 
horas, con el fin de que se analizara en estricto apego a las normas de orden público los efectos que 
el oficio GE-049-08 de SENARA tendrían sobre la propuesta para desarrollar y construir el proyecto 
en cuestión por parte del recurrente, y ese mismo día el Alcalde Municipal se lo remite a todas las 
Unidades Técnicas encargadas de pronunciarse sobre el asunto, por lo que los temas ambientales y 
de derechos fundamentales, en concreto el derecho a la vida, a la salud, y a un ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado deberán ser observados en los análisis técnicos necesarios que desde el 
día 29 de enero de 2008 son indispensables con el ingreso del referido oficio GE-049-2008. 
 
5. Que conociendo este oficio GE-049-08 de fecha 28 de enero de 2008, mediante revisión 
presentada en sesión ordinaria 08-2008 del 5 de febrero de 2008, el Concejo Municipal, según lo 
dispuesto por artículos 153 en relación con el artículo 48 del Código Municipal, modifica el acuerdo 
(no firme) tomado en el Artículo 48 de la Sesión Ordinaria 07-2008 del día 29 de enero de 2008 y 
respondió la gestión del interesado, acuerdo que conforme a lo dispuesto por el artículo 53 inciso b) 
del Código Municipal, en relación con el artículo 262 inciso b) de la Ley General de la Administración 
Pública, fue notificado por la Secretaria Municipal en los siguientes tres días hábiles (8 de febrero de 
2008 a las 15:31 horas) una vez que se consideró acuerdo definitivamente aprobado. 
 
6. La Alcaldía Municipal, mediante Memorandos AM-A-029-2008, 01 de febrero del 2008, y AM-A-
031-2008, les comunicó a los Directores del Área Técnica Operativa y Desarrollo Urbano, Servicios 
Públicos, la Unidad Ambiental y la Unidad de Desarrollo Urbano, con el fin de que cada uno de los 
citados repartos administrativos se refirieran de nuevo al fondo del permiso, según los 
requerimientos hechos por el Concejo y SENARA. 
 
7. En virtud de toda la información generada en el expediente administrativo y una vez revisada todo 
la documentación incorporada, la Unidad de Desarrollo Urbano, procedió  emitir el Memorando DU-
019-2008, de 17 de marzo del 2008, que se adjunta, concluye que: “Habiendo cumplido con los 
requisitos solicitados por esta Municipalidad en el trámite de permiso de construcción 114-2007, se 
aprueba el Proyecto Apartamentos San Vicente a construir en la finca 50916, ubicada en San 
Antonio de Belén, Barrio San Vicente frente al Salón Comunal, propiedad de Condominio La Ribera 
Belemita Cincuenta  S. A. por lo que se genera oficialmente el permiso de construcción 7604-2008 y 
se procede a comunicar a su representante legal para que se cancele del Impuesto de Construcción 
correspondiente.”  De esta manera se extendió el permiso de construcción 7604, según 
correspondía. 
 
8. Tal y como se indicara al inicio de este informe, mediante sentencia No. 2008-15657, aclarada por 
sentencia Nº2008-18934, esa honorable Sala Constitucional dispuso:  “…Se aclara la sentencia 
#2008-15657 de las 11:45 horas del 17 de octubre del 2008, para que su parte dispositiva se lea 
como sigue y no como se transcribió inicialmente en ella: “Se declara con lugar el recurso.  Se 
ordena a Roberto Dobles Mora, Ministro del Ambiente y Energía, a Horacio Alvarado Bogantes, 
Alcalde Municipal, y a Francisco Villegas Villalobos, Presidente Municipal, ambos de la Municipalidad 



de Belén, o a quienes ocupen esos cargos, disponer lo necesario para se respete la distancia de 
cuarenta metros de protección entre el pozo AB-1571 y el proyecto constructivo que aquí ocupa 
indicada en los oficios GE-049-08 y ASUB-452-07, todos del Servicio Nacional de Aguas 
Subterráneas, Riego y Avenamiento.  Se condena al Estado y a la Municipalidad de Belén al pago 
de las costas, daños y perjuicios ocasionados, los cuales se liquidarán en ejecución de sentencia de 
lo contencioso administrativo.  Se advierte a Roberto Dobles Mora, Ministro de Ambiente y energía, a 
Horacio Alvarado Bogantes, Alcalde Municipal, y a Francisco Villegas Villalobos, Presidente 
Municipal, ambos de la Municipalidad de Belén, o a quienes ocupen esos cargos, que, de 
conformidad con el artículo 71 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres 
meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quienes recibiere una orden que deba cumplir 
o hacer cumplir, dictada en un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre 
que el delito no esté más gravemente penado. Notifíquese a los recurridos la presente resolución en 
forma personal.  Comuníquese. “ 
9. Que en cumplimiento del Voto  N°2008-15657 de esta honorable Sala Constitucional, en fecha 10 
de noviembre del 2008 la Alcaldía Municipal mediante Oficio AM-A-362-2008 solicita a la Dirección 
Operativa girar instrucciones a efectos de que se lleve a cabo levantamientos topográficos para 
determinar la zona de protección del pozo AB-1571, según los términos resueltos ese alto tribunal. 
 
10. En fecha 10 de noviembre del 2008 la Alcaldía Municipal mediante Oficio AM-A-362-2008 solicita 
a diferentes Unidades Técnicas y Legales hacerse presentes a inspección en el proyecto 
Apartamentos San Vicente, a raíz de la convocatoria realizada por funcionarios del MINAET 
mediante oficio IMN-DA-3889-2008 según tramite Nº5236, y el día 13 de noviembre del 2008 se lleva 
a cabo visita de campo e inspección ocular en el sitio de interés, en la cual participan Funcionarios 
de la Municipalidad de Belén, el Ministerio de Ambiente Energía y Telecomunicaciones, el SENARA 
y representantes del proyecto  Apartamentos San Vicente.  En el mismo acto la Unidad de topografía 
de la Municipalidad procede con el levantamiento topográfico de las obras colindantes con el pozo 
AB-1571. 
 
11. Que el día 18 de noviembre de 2008, la Unidad de Topografía del Área Operativa en función de 
lo solicitado por la Dirección Operativa en el Oficio DO.0273-2008 emite el informe técnico TO-14-
2008, acompañado del plano de ubicación topográfico solicitado en el punto anterior. En fecha  18 
de noviembre de 2008, la Dirección Operativa remite el informe técnico TO-14-2008, a la Alcaldía, 
mediante Oficio DO.0282-2008. 
 
12. En fecha  9 de diciembre del 2008 la Dirección Operativa recibe por parte de la Alcaldía el Oficio 
AM-A-416-2008 donde se solicita girar instrucciones a la Unidad de Desarrollo Urbano, a efectos de 
que se realicen las acciones útiles y necesarias, a fin de garantizar la zona de protección del Pozo 
AB-1571 y así dar cumplimiento a lo establecido por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de 
Justicia. 
 
13. En fecha  9 de diciembre del 2008 el Representante Legal de Condominio la Ribera Belemita 
Cincuenta S.A. propietaria del proyecto de interés, informa a la Municipalidad de Belén mediante 
tramite 5640 que se ha gestionado por parte de su representada ante el Departamento de Aguas del 
Ministerio de Ambiente Energía y Telecomunicaciones la  clausura temporal del pozo AB 1571 de 
acuerdo al Artículo 26 de la Ley de Aguas. 



 
14. En fecha 11 de diciembre del 2008 la Dirección Operativa emite el Oficio DO.0291-2008, donde 
se le solicita a la Unidad de Desarrollo Urbano proceder de acuerdo a la Normativa Vigente y en 
aplicación al principio precautorio garantizar la zona de protección del Pozo AB-1571, ante la duda 
de posible contaminación de la fuente de agua de interés. 
 
15. En fecha 12 de diciembre del 2008 el Representante Legal de Condominio la Ribera Belemita 
Cincuenta S.A.  propietaria del proyecto de interés, informa a la Municipalidad de Belén mediante 
tramite N°5693 que  el señor José Miguel Zeledón Calderón, Jefe del Departamento de Aguas del  
Ministerio de Ambiente Energía y Telecomunicaciones mediante oficio IMN-DA 4315-08 de fecha 11 
de diciembre de 2008 comunica que se han iniciado las acciones pertinentes para confeccionar la 
resolución de suspensión temporal del Pozo AB 1571 de conformidad con el plazo que establece el 
Articulo 26, inciso I, referente al tiempo de no uso y aprovechamiento de la concesión de agua 
otorgada  
 
16. En fecha 15 de diciembre del 2008 el Representante Legal de Condominio la Ribera Belemita 
Cincuenta S.A.  propietaria del proyecto de interés, informa a la Municipalidad de Belén mediante 
trámite N°5718 que el miércoles 17 de diciembre de 2008 a las 10:00 am se procederá con la 
clausura del Pozo AB-1571, cruzando  invitación oficial a los funcionarios de la Municipalidad a 
hacerse presentes  en ese acto, y así cumplir con lo ordenado por la Sala Constitucional de Corte 
Suprema de Justicia mediante Voto N°2008-15657. 
 
17. En fecha 17 de diciembre del 2008 la administración municipal lleva a cabo visita de campo en el  
proyecto Apartamentos San Vicente, en el cual participan funcionarios de la Municipalidad de Belén 
y representantes del proyecto de interés y donde  se procede con el cierre temporal del  pozo AB 
1571, lo cual es levantado por los Notarios Públicos presentes, y consignado en las respectivas 
actas notariales. 
 
18. Que en virtud de la vigencia del permiso de construcción 7604-2008 correspondiente al Proyecto 
Apartamentos San Vicente, lo resuelto por la Sala Constitucional, y los alcances del artículo 26 de la 
Ley de Aguas, la Unidad de Desarrollo Urbano, mediante oficio DU-01-2009, de fecha 6 de enero del 
2009, se requirió al recurrente, para que en el plazo de 10 días hábiles presentara:  “1- La 
aprobación del Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente y Energía y 
Telecomunicaciones…de la resolución final de la suspensión temporal del Pozo AB 1571.   2- 
La autorización de la institución que se hará responsable del suministro de agua potable para 
el proyecto de interés, de conformidad con el oficio UNSD-GAM2262-2008-01628 del Instituto 
Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, correspondiente al trámite 5640-2008, debido 
al proceso de la suspensión del Pozo AB1571, indicado en el punto 1 anterior, de manera que 
se cumpla con todos los requisitos establecidos por Ley, para garantizar la continuidad del 
citado Permiso de Construcción PC-7604-2008 correspondiente al Proyecto Apartamentos 
San Vicente.” 
 
19. Mediante resolución IMN-DA-0077-2009 de las nueve horas del nueve de enero del dos mil 
nueve el Jefe del Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente y Energía, dispuso: mantener 
cerrado el pozo 1571 del proyecto constructivo del recurrente, en virtud de lo dispuesto por el 



artículo 26 de la Ley de Aguas.  El plazo indicado en el punto anterior fue prorrogado a 20 días 
hábiles, mediante oficio DU-05-2009 de 10 de febrero del 2009, con ocasión de la solicitud hecha por 
el recurrente, mediante trámite 101, dirigido a la Alcaldía, de un informe técnico sobre la existencia 
de agua e infraestructura actual o necesaria para la zona donde se desea realizar el proyecto 
constructivo. 
 
20. Para el 11 de marzo del 2009 el recurrente, mediante trámite 935,  informa que en respuesta al 
oficio DU-05-2009 citado en el hecho anterior, ha presentado al Concejo Municipal relacionado con 
el abastecimiento del agua potable de su proyecto urbanístico, ya sea autorizando que sea el 
Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados quien brinde tal servicio público o que el 
abastecimiento sea local. 
 
21. Que según consta en el expediente administrativo, la Unidad de Desarrollo Urbano mediante 
oficio DU-013-2009 de fecha 13 de marzo del 2009, notificado el 26 del mismo mes y año procedió a 
clausurar la construcción del proyecto de apartamentos, del recurrente y para tal fin se determinó por 
parte de esa Unidad lo siguiente:  “1. Que el proyecto de apartamentos San Vicente cuenta con el 
permiso de construcción Nº7604-08, el cual se otorgó al cumplir con los requisitos que solicita esta 
Municipalidad, el cual se abastecería de agua del pozo AB-1571.  2. Que en el oficio, trámite No. 463 
usted informa del cierre temporal del pozo AB-1571, según resolución oficio IMN-DA-0077-2009 
suscrito por el Jefe del Departamento de Aguas del MINAET.  3. Que ya venció el plazo por usted 
solicitado para resolver el abastecimiento de agua del proyecto (oficio trámite 101-2009).  4. Que no 
existe certeza sobre el abastecimiento de agua del proyecto de apartamentos que albergaría a 
familias que vivirán en ese lugar (oficio trámite 935).  5. Que el oficio DJ-477-2008 y el oficio DJ-450-
2008 en adición al oficio anterior se dan recomendaciones sobre este caso a la Alcaldía.  Por tanto 
Considerando el cierre temporal y preventivo del pozo AB-1571 para evitar la posible contaminación, 
aunado al radio de protección y a la ausencia en este momento del abastecimiento del agua del 
proyecto de apartamentos que albergaría familias que vivirían en ese lugar, se el solicita la 
paralización de las obras, al amparo del artículo 11.1 Criterio precautorio, de la Ley de Biodiversidad, 
del Reglamento para el Otorgamiento de Permisos de la Municipalidad de Belén y voto número 
2008-015657 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, a partir de el recibimiento de 
la presente resolución.” 
 
22. En el momento de la notificación del anterior oficio, oficio DU-013-2009 de fecha 13 de marzo del 
presente año, el inspector de construcción determina que se ha edificado en la finca del proyecto 
una estructura metálica en el sector oeste del mismo, que no estaba contemplado en el permiso de 
construcción, lo cual se acredita con las fotografías, que constan en el folio 87 del expediente 
administrativo.  
 
23. El día 01 de abril del 2009, mediante trámite 1309 el recurrente formuló recurso de revocatoria 
(sin interponer apelación) contra el oficio DU-013-2009, alegando perjuicio y solicitando dejar sin 
efecto la clausura decretada en contra el proyecto, además de la orden girada por la Municipalidad 
se refiere única y exclusivamente a las obras que se realizan dentro de un radio de 40 metros 
alrededor del pozo 1571 clausurado temporal y preventivamente.  
 



24. Mediante oficio ODU-022-2009 11 de mayo del 2009, la Unidad de Desarrollo Urbano, da 
respuesta al recurso de revocatoria formulado, donde se reiteran los criterios del oficio DU-013-2009, 
y se resuelve:  “Considerando el cierre temporal y preventivo del pozo AB-1571 para evitar la posible 
contaminación, aunado al radio de protección y a la ausencia en este momento del abastecimiento 
de agua del proyecto de apartamentos que albergaría familias que vivirían en ese lugar y al amparo 
del artículo 11.1 Criterio precautorio, de la Ley de Biodiversidad, del Reglamento para el 
Otorgamiento de Permisos de Construcción de la Municipalidad de Belén y voto número 2008-
015657 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, se rechaza el Recurso de 
Revocatoria, trámite Nº1309, contra el oficio DU-013-2009 de la Unidad de Desarrollo Urbano que se 
solicita paralizar las obras. Contra esta Resolución cabe recurso de apelación conforme lo indica el 
artículo 162 del Código Municipal.” 
 
25. Que mediante trámite 2135, presentado ante la Unidad de Servicio de la Municipalidad de Belén, 
el señor Godfrey en la condición dicha presentó recurso de apelación en contra del oficio ODU-024-
2009 el cual en concreto indica:  “En atención a su oficio , tramite Número 1839 el 13 de Mayo del 
2009; le informo que debido a que el Voto 2008-15657 involucra la protección al Ambiente y no 
existe pronunciamiento de la Sala Constitucional en contrario; el oficio IMN-DA-1425-2009 del 13 de 
Mayo de 2009 del Departamento de Aguas del MINAET debe:  1) Ser evaluado y dictaminado por la 
Unidad Ambiental de esta Municipalidad en aspectos de su especialidad.- 
 
2)Ser evaluado y dictaminado por la Dirección Jurídica de esta Municipalidad en cuanto a la eficacia 
legal de los documentos y el procedimiento que se debe seguir para informar a la Sala 
Constitucional sobre acciones posteriores relacionadas con el Voto 2008-15657; con liderando que 
el Proyecto Apartamento San Vicente se encuentra paralizado.-  Para lo anterior su solicitud se 
remite a la Alcaldía Municipal para que sea trasladado a las unidades antes indicadas las cuales 
dependen de esta.” 
 
26. Que el oficio ODU-024-2009, no es un acto que este resolviendo de modo final y definitivo la 
gestión ingresada con el trámite 1839 del 13 de mayo de 2009 presentada por el señor Godfrey; sino 
que por el contrario el mismo es una mera remisión de tal gestión hacia la Alcaldía Municipal, para 
que esta la solicite el estudio a la Unidad Ambiental en aspectos de su especialidad, y a la Dirección 
Jurídica en lo referente al procedimiento que se debe seguir para informar a la Sala  de todo lo 
actuado. 
 
27. Que el recurso de apelación presentado en contra del ODU-024-2009, fue resuelto y rechazado 
de plano por el Concejo Municipal  de conformidad con lo dispuesto por el artículo 154 inciso b) del 
Código Municipal, en Sesión Ordinaria No 40-2009 del 7 de julio del 2009 y notificado al interesado 
el 17 del mismo mes y año; acuerdo que se sustenta en el hecho de que el referido oficio ODU-024-
2009 no resuelve por el fondo el asunto presentado por el administrado; y de hecho ni siquiera 
resuelve; sino que por el contrario se limita a subir el asunto al superior para que este remita a 
estudio de dos Unidades técnicas. 
 

CONSIDERANDOS 

 



PRIMERO: CONSIDERACIONES GENERALES Y DE PROCEDIMIENTO DEL RECURSO 
EXTRAODINARIO DE REVISION.  Cuando en el Derecho Municipal se habla de los recursos a 
oponer contra las resoluciones o acuerdos municipales, se parte de que existen dos tipos de 
recursos: los ordinarios: revocatoria y de apelación, y por otro lado el recurso extraordinario de 
revisión.  Sobre el tema conviene mencionar el criterio de la Procuraduría General de la República 
sobre los recursos en materia municipal, plasmado en el dictamen C-143-2000 del 28 de junio de 
2000, que al efecto indica:  “Los recursos de revocatoria y apelación pueden ser planteados 
contra cualquier acuerdo municipal, con las excepciones previstas en el artículo 154 (32). Por 
tratarse de un recurso externo, los legitimados para plantearlos son los particulares interesados, no 
así los regidores, salvo que no se les haya permitido votar en el asunto, o cuando tengan un interés 
directo y personal en él (33).  Tanto el recurso de revocatoria como el de apelación deben plantearse 
dentro de los cinco días posteriores a su comunicación. En el caso de la revocatoria - sea que se 
plantee o no junto con la apelación- debe ser conocida por el Concejo en la sesión ordinaria 
siguiente a su presentación (artículo 156). La Sala Constitucional ha resuelto, que en caso de no 
conocerse la revocatoria en esa oportunidad, se viola el derecho de petición y pronta respuesta (34). 
Los motivos en que puede fundamentarse el recurso varían tratándose de revocatoria o apelación: 
En el primero de los casos, pueden alegarse razones de legalidad o de oportunidad; mientras que en 
el segundo, sólo son admisibles razones de legalidad, lo cual es razonable si se toma en cuenta que 
el recurso de apelación lo conoce un contralor jerárquico impropio, que sólo puede pronunciarse 
sobre la legalidad del acto. (35)  
 
Finalmente, contra los acuerdos del Concejo Municipal es posible plantear un recurso 
extraordinario de revisión, siempre que se cumplan los siguientes requisitos: 1) Que contra el 
acuerdo hubiere procedido el recurso de apelación; 2) Que no hayan transcurrido más de 10 años 
desde su emisión; 3) Que se encuentre surtiendo efectos, y ; 4) Que su revisión se funde en la 
existencia de nulidad absoluta (artículo 157). Igualmente, contra todo acto no emanado del Concejo 
cabe ese mismo recurso, siempre que: 1) no se hubiere hecho uso de los recursos ordinarios; 2) no 
hubiere transcurrido más de cinco años después de dictado el acto; 3) no se hubieren agotado 
totalmente sus efectos, y ; 4) adoleciere de nulidad absoluta (artículo 163).”  De momento es 
necesario hacer hincapié a que no todas las resoluciones emitidas por los diferentes órganos 
municipales son impugnables. En ese sentido podemos apreciar que el Código Municipal en su 
artículo 154 indica los acuerdos municipales contra los que no proceden los recursos de apelación y 
revocatoria:  
 
“ARTÍCULO 154.- Cualquier acuerdo municipal estará sujeto a los recursos de revocatoria y de 
apelación, excepto:  
a) Los que no hayan sido aprobados definitivamente. 
b) Los de mero trámite de ejecución, confirmación o ratificación de otros anteriores y los 
consentidos expresa o implícitamente. (negrita es propio). 
c) Los reglamentarios. 
d) Los que aprueben presupuestos, sus modificaciones y adiciones. 
e) Los sometidos a los procedimientos especiales dispuestos en los artículos 82, 83, 89 y 90 de la 
Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, No. 3667, de 12 de marzo de 1966.” 
  

http://www.pgr.go.cr/scij/index_pgr.asp?url=busqueda/normativa/normas/nrm_articulo.asp?nBaseDato=1&nNorma=40197&nVersion=4&nRecopilada=-1&nArticulo=176741&strFechaVersion=30/04/1998


Señalado lo anterior, es necesario analizar de previo las regulaciones legales del Recurso 
Extraordinario de Revisión: 
 

A. LA REGULACIÓN NORMATIVA 
 
El recurso extraordinario de Revisión contra los acuerdos del Concejo Municipal actualmente está 
regulado en el artículo 157 del Código Municipal; mientras que el que procede contra actos no 
emanados del órgano colegiado se regula en el artículo 163 del Código Municipal, el cual habiendo 
sido reformado por la Ley N°   8773 publicada en La Gaceta 195 del 7 de octubre de 2009, 
literalmente dispone: 
 
“Artículo 163.- 
Contra todo acto no emanado del concejo y de materia no laboral cabrá recurso extraordinario de 
revisión cuando no se hayan establecido, oportunamente, los recursos facultados por los artículos 
precedentes de este capítulo, siempre que no hayan transcurrido cinco años después de dictado el 
acto y este no haya agotado totalmente sus efectos, a fin de que no surta ni sigan surtiendo efectos.  
El recurso se interpondrá ante la Alcaldía municipal, que lo acogerá si el acto es absolutamente nulo. 
Contra lo resuelto por la Alcaldía municipal cabrá recurso de apelación para ante el Tribunal 
Contencioso-Administrativo, en las condiciones y los plazos señalados en el artículo 162 de este 
Código.”  Dicho artículo lo que establece, es la posibilidad que tiene un munícipe interesado, de 
impugnar, dentro del plazo de cinco años, un acuerdo Municipal que encontrándose firme y contra el 
cual no se hubieran interpuesto los recursos ordinarios, esté viciado de  Nulidad Absoluta, siendo 
que es el vicio de nulidad absoluta el que debe argumentarse y ser objeto de cuestionamiento, de 
manera tal de que de no existir el mismo o de no argumentarse la existencia de tal vicio el recurso 
sería improcedente. 
 

B. FASE DE ADMISIÓN DEL RECURSO.  
 
A partir de la actual regulación normativa, la competencia para resolver el recurso extraordinario de 
Revisión presentado por el señor Richard Ch. Godfrey en su condición de representante legal de 
Condominio La Ribera Belemita  Cincuenta SA contra el oficio ODU-013-2009, corresponde al 
Alcalde Municipal, quien de previo debe verificar el cumplimiento de los requisitos establecidos por 
ley, para  admitir el mismo. Estos requisitos de admisibilidad, de acuerdo con el referido artículo 
163 del Código Municipal son: 
 
a) Que el acto no sea emanado del Concejo Municipal y no sea de materia laboral. 
b) Que contra el acto impugnado, no hayan sido interpuestos en tiempo los recursos ordinarios, 

sea revocatoria y/o apelación. 
c) Que no hayan transcurrido cinco años desde que se emitió el respectivo acto administrativo. 
d) Que el acto no haya agotado todos sus efectos, es decir que siga surtiendo  efectos. 
e) Que sea interpuesto por persona legitimada, ya sea que esté de por medio sus derechos 

subjetivos o interés legítimos;  
f) Que se argumente una nulidad absoluta respecto al acto impugnado.  
 



C.  FASE RESOLUTIVA  DEL RECURSO. 
 
Una vez, verificados por parte del Alcalde Municipal, el cumpliendo de los requisitos de Admisibilidad 
del Recurso, o fase de Admisibilidad; se entra a conocer el Fondo del asunto, a efecto de determinar 
si existen los motivos de nulidad absoluta alegados por la parte Recurrente; con el fin de emitir un 
pronunciamiento.  El procedimiento administrativo de este recurso -y que al menos deberá observar 
el Municipio recurrido- implica que en virtud de que tanto el recurso extraordinario de Revisión, como 
la anulación Administrativa de un acto de oficio por parte del Concejo Municipal, tienen la misma 
finalidad: Cual es la Declaratoria de Nulidad Absoluta de los Actos impugnados; deberá resguardar 
siempre el Debido Proceso, siendo que el objeto principal del procedimiento es la valoración de las 
circunstancias fácticas y jurídicas que pueden implicar la declaratoria de nulidad de actos firmes.  
Ese pronunciamiento, sea rechazando o acogiendo el recurso puede ser impugnando, mediante los 
recursos ordinarios. Dicho acuerdo  puede ir en dos sentidos: A) declarar con lugar el recurso, en 
cuyo caso el acuerdo o acuerdos  impugnados, en caso de adquirir firmeza, tendrá efecto declarativo 
y retroactivo a la fecha de emisión del acto, por lo que desaparece del ordenamiento jurídico; y B) 
Declarar sin lugar el recurso,  en cuyo caso en principio, el acuerdo impugnado mantiene su validez 
y eficacia. 
SEGUNDO: DE LA ADMISIBILIDAD DEL RECURSO PLANTEADO POR CONDOMINIO LA 
RIBERA BELEMITA  CINCUENTA SA CONTRA EL OFICIO ODU-013-2009.  De conformidad con 
las anteriores consideraciones procedimentales, procede en primer término revisar los requisitos de 
admisibilidad en relación con el recurso extraordinario de revisión en estudio para lo cual se constata 
lo siguiente: 
 
1) Primer requisito de admisibilidad: Que el acto impugnado no sea emanado del Concejo 

Municipal y no sea de materia laboral. 
 
En el caso en estudio el acto concreto impugnado es el oficio DU-013-2009 de fecha 13 de marzo 
del 2009, notificado el 26 del mismo mes y año suscrito por el Arq. Luis Bogantes Miranda Director 
de Desarrollo Urbano de la Municipalidad de Belén, en el cual se procedió a clausurar la 
construcción del proyecto de apartamentos, del recurrente y para tal fin se determinó por parte de 
esa Unidad lo siguiente:  “1. Que el proyecto de apartamentos San Vicente cuenta con el permiso de 
construcción No. 7604-08, el cual se otorgó al cumplir con los requisitos que solicita esta 
Municipalidad, el cual se abastecería de agua del pozo AB-1571.  2. Que en el oficio, trámite No. 463 
usted informa del cierre temporal del pozo AB-1571, según resolución oficio IMN-DA-0077-2009 
suscrito por el Jefe del Departamento de Aguas del MINAET.  3. Que ya venció el plazo por usted 
solicitado para resolver el abastecimiento de agua del proyecto (oficio trámite 101-2009).  4. Que no 
existe certeza sobre el abastecimiento de agua del proyecto de apartamentos que albergaría a 
familias que vivirán en ese lugar (oficio trámite 935).  5. Que el oficio DJ-477-2008 y el oficio DJ-450-
2008 en adición al oficio anterior se dan recomendaciones sobre este caso a la Alcaldía.  
 
Por tanto.  Considerando el cierre temporal y preventivo del pozo AB-1571 para evitar la posible 
contaminación, aunado al radio de protección y a la ausencia en este momento del abastecimiento 
del agua del proyecto de apartamentos que albergaría familias que vivirían en ese lugar, se el 
solicita la paralización de las obras, al amparo del artículo 11.1 Criterio precautorio, de la Ley de 
Biodiversidad, del Reglamento para el Otorgamiento de Permisos de la Municipalidad de Belén y 



voto número 2008-015657 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, a partir de el 
recibimiento de la presente resolución.”  Se verifica que el acto impugnado es dictado por un 
funcionario administrativo que depende directamente del Alcalde Municipal, y que además el mismo 
no es de naturaleza laboral. 
 
2) Segundo requisito de admisibilidad: Que contra el acuerdo Municipal, no haya sido 

interpuesto en tiempo los recursos ordinarios de apelación: 
 
En el caso en estudio es posible verificar de las actuaciones acreditadas en el expediente 
administrativo que el día 01 de abril del 2009, mediante trámite 1309-2009 el recurrente formuló 
recurso de revocatoria (sin interponer apelación) contra el oficio DU-013-2009, alegando perjuicio y 
solicitando dejar sin efecto la clausura decretada en contra el proyecto, además de la orden girada 
por la Municipalidad se refiere única y exclusivamente a las obras que se realizan dentro de un radio 
de 40 metros alrededor del pozo 1571 clausurado temporal y preventivamente. Dicho recurso fue 
resuelto mediante oficio ODU-022-2009 11 de mayo del 2009, dictado por la Unidad de Desarrollo 
Urbano.  Bajo estas consideraciones la primera conclusión de este asunto es que el acto 
cuestionado ya fue impugnado mediante recurso ordinario, siendo que al interponerse únicamente el 
recurso de revocatoria el recurrente prescindió del recurso de apelación; siendo así el recurso 
extraordinario de revisión resulta improcedente contra el oficio DU-013-2009 conforme a lo dispuesto 
por el artículo 163 del Código Municipal. 
 
3) Tercer requisito de admisibilidad: Que no hayan transcurrido cinco, desde la adopción 

del respectivo acto cuestionado. 
 
Respecto de este requisito es fácilmente comprobable que respecto al acto administrativo objeto de 
impugnación –según se indicó anteriormente- sea el oficio DU-013-2009 de fecha 13 de marzo del 
2009, notificado el 26 del mismo mes y año, no han transcurrido cinco años y en consecuencia se 
cumple este requisito. 
 
4) Cuarto requisito de admisibilidad: Que el acto no haya agotado todos sus efectos, es 

decir que siga surtiendo efectos. 
 
Se verifica del expediente administrativo que el oficio DU-013-2009 continúa al día de hoy surtiendo 
efectos. 
 
5) Quinto requisito de admisibilidad: Que sea interpuesto por persona legitimada, ya sea 

que esté de por medio sus derechos subjetivos o interés legítimos:  
 
Siendo la sociedad Condominio La Ribera Belemita Cincuenta SA la entidad que ha gestionado el 
proyecto denominado Apartamentos San Vicente, resulta claro que ostentan la legitimación 
requerida para la interposición del recurso objeto de este análisis. 
 
6) Sexto requisito de admisibilidad: Que se argumente una nulidad absoluta respecto al 

acto impugnado.  
 



Respecto de esta situación de análisis previo, de los argumentos expuestos por el recurrente se 
verifica que ciertamente se argumenta en el recurso interpuesto la existencia de una nulidad 
absoluta respecto al acto impugnado, sin embargo esas alegaciones se tenían que formular en el 
recurso de revocatoria que oportunamente interpuso dicho recurrente en contra del citado oficio DU-
013-2009.  
 
TERCERO: ALGUNAS CONSIDERACIONES SOBRE EL FONDO DEL ASUNTO: ACTUACION 
MUNICIPAL APEGADA AL EJERCICIO LAS POTESTADES MUNICIPALES EN CONTROL 
CONSTRUCTIVO.  A pesar de lo anteriormente expuesto en relación a la improcedencia del recurso 
interpuesto por cumplir requisitos de admisibilidad, es importante aclarar que por el fondo del asunto, 
la actuación municipal cuestionada se encuentra apegada a derecho, básicamente a partir de de dos 
presupuestos:  Por un lado la sentencia debidamente notificada que declara con lugar el recuso 
amparo tramitado bajo el expediente 08-005315-0007-CO interpuesto por la señora Rosemile 
Ramsbotton Valverde, a fin de que el Ministro de Ambiente, el Alcalde Municipal y el Presidente 
Municipal, dispusieran lo necesario para que se respetara la distancia de cuarenta metros de 
protección entre el pozo AB-1571 en el proyecto constructivo del aquí recurrente, durante estos 
meses se ha dado cabal cumplimiento a lo ahí ordenado.  Habiéndose notificado el voto de dicho 
recurso, el órgano o servidor responsable está obligado a cumplirlo sin demora, bajo pena de 
responsabilidad administrativa, según los términos del artículo 53 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional y sin perjuicio de la responsabilidad penal del servidor que recibe una orden de la 
Sala Constitucional. Lo anterior se dio en ese contexto, en vista de que para el año 2008, en 
aplicación del principio precautorio, ante la duda sobre si podía  o no resultar contaminada la fuente 
de agua potable del mencionado pozo, esa Sala ordenó que debía preferirse la posición técnica la 
protege más amplitud, ordenando respetar la distancia de protección indicada en los oficios GE-049-
08 y SL-232-2007 y ASUB-452-07 todos del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y 
Avenamiento. 
 
Así las cosas,  la resolución de la Sala se origina producto de la confrontación de los criterios 
técnicos del Ministro de Ambiente y el  Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y 
Avenamiento, donde se prefiere en resguardo de las normas constitucionales, la posición más 
proteccionista del ambiente; y en consecuencia es criterio de este Despacho que la actuación 
administrativa recurrida se ajusta a derecho, en el tanto debe considerarse los efectos técnicos y 
jurídicos de la gestión del recurrente, frente al referido voto de la Sala Constitucional; de tal manera 
que hasta tanto el presente asunto no sea resuelto como en derecho corresponde se debe respetar 
el criterio de los cuarenta metros, hasta tanto esa Sala en aplicación del artículo 13 de la Ley de 
Jurisdicción Constitucional, con un nuevo voto, avale la regularidad constitucional de los 15 metros 
para mayor certeza jurídica.  En segundo término debe considerarse también por el fondo, que el 
acto impugnado se ajusta a la tutela estatal del espacio urbano sustentada en los artículos 50 y 89 
de la Constitución Política, para lo cual la Sala Constitucional ha establecido que generan una 
obligación para el Estado de proteger el entorno en el que se desarrollar la vida de la población de la 
nación en el ámbito natural y urbano. (Voto 2003-03656 del 7 de mayo del 2003). Se ha establecido 
en nuestro medio que existen dos tipos de acciones para alcanzar el objetivo: la tutela preventiva 
(acciones para garantizar y preservar el medio ambiente, utilizando instrumentos jurídicos de 
fomento, planificación y económicos) y la tutela represiva (a acción de defensa relacionada con la 
potestad sancionatoria de la administración pública o la potestad jurisdiccional). 



Adicionalmente debemos considerar que el permiso o licencia de construcción es una autorización 
administrativa de carácter municipal, por medio de la cual se ejerce un control preventivo en relación 
con el ejercicio del derecho de edificar que tiene todo propietario.  Por medio de la referida licencia 
se comprueba la conformidad de la obra o construcción con el ordenamiento jurídico ambiental-
urbanístico. Con su otorgamiento se remueven los obstáculos para convertir al mismo en un ejercicio 
lícito de dicho derecho, y en consecuencia, se posibilita la realización de obras de construcción en 
una determinada localidad.  A la par de las autorizaciones administrativas (licencias y permisos de 
construcción), se encuentra la potestad de control constructivo, entendida como un deber que la 
administración impone en forma generalizada a los administrados,  y su principal objetivo es 
corroborar el cumplimiento de las regulaciones urbanísticas, específicas o generales, por medio de 
la actividad de inspección. Esta potestad se regula en el artículo 87 de la Ley de Construcciones y 
debe ser entendida como una actividad de investigación que sirve para verificar el cumplimiento de 
las disposiciones jurídicas y técnicas en materia urbanística y ambiental y sirve como medio de 
prueba, especialmente para resolver procedimientos administrativos sancionatorios o 
impugnaciones. 

 
En relación  con el tema de inspección, la Sala Constitucional ha sostenido:  “…así como este deber 
de vigilancia y fiscalización debe también ejercerse con respecto a las edificaciones ya construidas 
sin que se hubiese cumplido con el procedimiento legalmente establecido para hacerlo. En estas 
circunstancias, la Municipalidad correspondiente deberá levantar una información fijándole al 
propietario un plazo de treinta días para que de cumplimiento a lo estatuido en esta Ley…”. (Voto No 
1582-93 del 31 de marzo de 1993).  La inspección se ejerce por una serie de medios a cargo de un 
grupo de funcionarios públicos denominados inspectores municipales. Sobre los medios o técnicas 
de inspección o vigilancia, las municipalidades pueden desplegar todos aquellos que sean 
razonablemente necesarios para asegurar el cumplimiento de las disposiciones urbanísticas. 
Algunas de estas medidas son: la visita al sitio o visita de inspección, la supervisión de normas de 
calidad, estudio de informes, consideración de auditorías, verificación de actividades de autocontrol 
(a través de bitácoras constructivas) control de equipos y registros, entre otros.  

Las visitas, al igual que el resto de medidas de inspección, pueden ser previas a la actividad, de 
seguimiento o ante incumplimiento probable, y a su vez pueden ser rutinarias (como parte de un 
programa de inspecciones previsto), o no rutinarias (realizadas fuera de una planificación, en 
respuesta generalmente a una reclamación o una investigación de accidentes, incidentes o 
incumplimientos).  En ejercicio de esta potestad de inspección o vigilancia, los inspectores 
municipales deben ingresar a predios o edificaciones privadas, con el único y exclusivo fin de 
constatar si las obras que se construyen se ajustan o no al ordenamiento jurídico urbanístico. Para 
tal efecto, se encuentran sujetos a límites objetivos y subjetivos. En cuanto a los límites objetivos 
tenemos, la razonabilidad y proporcionalidad de la medida de inspección, la inviolabilidad del 
domicilio, el respeto a la intimidad de los particulares, la imposibilidad de registrar o secuestrar 
información o documentos privados, el levantamiento del acta de inspección. En relación con los 
límites subjetivos destacan, la debida investidura del funcionario que practica la inspección, así 
como la acreditación como inspector municipal, el sometimiento al principio de legalidad, rendición 
de cuentas y transparencia en su gestión, entre otros. 



Los funcionarios municipales pueden ser investidos como inspectores, y así contar con la autoridad 
de vigilar y determinar,  si el ejercicio del derecho de propiedad privada se ajusta o no al 
ordenamiento urbanístico, de tal forma que una vez detectado el incumplimiento, con la mera 
constatación en el caso de verificar la existencia de obras realizadas sin contar con permiso de 
construcción, se pone en marcha la potestad sancionatoria, de conformidad con el procedimiento 
previsto en los artículos 88, 90, 91, 93, 94, 95, 96 de la Ley de Construcciones.  En el presente caso 
lo que ha hecho la Municipalidad de Belén, es ejercer fielmente los deberes como depositarios de la 
función pública y particularmente lo regulado en el tema del control constructivo en su jurisdicción 
territorial.  Acertadamente la misma Sala Constitucional, respecto a la regularidad constitucional de 
las actuaciones municipalidades en esta materia ha dicho categóricamente:  “IV.- Ahora bien, es 
menester que esta Sala se pronuncie sobre el actuar de la Municipalidad de Desamparados, toda 
vez que el artículo 169 de la Constitución Política establece que la administración de los intereses y 
servicios locales en cada cantón estará a cargo del Gobierno Municipal, norma que encuentra 
desarrollo legal –entre otras– en la Ley de Construcciones, la cual en su artículo 1 dispone que la 
Municipalidad ejercerá vigilancia sobre las obras que se ejecuten en su jurisdicción así como sobre 
el uso que se les esté dando; asimismo, que los inspectores municipales son sus agentes, que 
tienen por misión vigilar la observancia de los preceptos de esa Ley. Lo anterior, sin perjuicio de las 
facultades que las leyes conceden en estas materias a otros entes y órganos administrativos.  De 
igual forma, la ley de cita establece en su artículo 88 la facultades de las municipalidades, entre las 
que señala la de imponer sanciones por las infracciones a las reglas de este Ordenamiento, 
especificando que son las dispuestas en el cuerpo de esa ley y su reglamento (multas, clausuras, 
desocupación, destrucción de la obra, etc.)” (Voto 015328-2008 de las 15:12 horas del 10 de octubre 
del 2008) 

 
En el mismo sentido y en abono a lo anterior esa Sala IV, ha expresado:  “Asimismo, el artículo 1 de 
la Ley de Construcciones Nº833, establece que las Municipalidades de la República son las 
encargadas de que las ciudades y demás poblaciones reúnan las condiciones necesarias de 
seguridad, salubridad, comodidad y belleza en sus vías públicas y en los edificios y construcciones 
que en terrenos de las mismas se levanten, sin perjuicio de las facultades que las leyes conceden en 
estas materias a otros órganos administrativos.  El numeral 74 del mismo cuerpo normativo señala 
que toda obra relacionada con la construcción, que se ejecute en las poblaciones de la República, 
sea de carácter permanente o provisional, deberá ejecutarse con licencia de la Municipalidad 
correspondiente. Adicionalmente, el artículo 87 ídem otorga a los gobiernos locales la potestad de 
ejercer vigilancia sobre las obras que se ejecuten en su jurisdicción, así como sobre el uso que se 
les esté dando; señala además que los inspectores municipales son sus agentes, que tienen por 
misión vigilar la observancia de los preceptos del Reglamento a dicha Ley. Por último, el numeral 88 
ibídem indica que las corporaciones municipales pueden imponer sanciones por las infracciones a 
las reglas de estas disposiciones, de acuerdo con lo especificado en el cuerpo de esta ley y su 
reglamento (multas, clausuras, desocupación, destrucción de la obra, etc.)  Desde esta perspectiva, 
la intervención municipal clausurando la construcción del edificio de la recurrente, al constatar los 
inspectores municipales que la edificación se había efectuado en demasía hasta el lindero frontal, 
violando el plano de construcción, no constituye lesión alguna a los derechos fundamentales del 
recurrente, como lo reclama en el presente asunto. Aún cuando la Municipalidad de Siquirres 
reconoce que otorgó permiso de construcción a la promovente, inspectores municipales detectaron 



que la ejecución de la obra incumplió las dimensiones de los planos autorizados, ordenando la 
clausura de las obras, todo de conformidad con las disposiciones normativas supra citadas. 
Posteriormente, como los sellos municipales fueron irrespetados y violados, se finalizó la obra a 
pesar de que encontraba clausurada, no se cumplió con las prevenciones hechas, y la recurrente 
intentó abrir su negocio introduciendo mercadería, sin contar con patente para ello, el 22 de 
noviembre del 2007 funcionarios de la entidad municipal accionada debieron intervenir nuevamente, 
realizando una nueva clausura. En virtud de ello, el proceder Municipal tendente a poner a derecho 
las irregularidades apuntadas no lesiona derecho fundamental alguno, particularmente si se toma en 
consideración que la actuación impugnada obedece al incumplimiento por parte de la amparada de 
varias disposiciones normativas y reglamentarias, anteriormente indicadas. Por los motivos 
expuestos el amparo resulta improcedente en cuanto a este extremo.” (Voto 1156-2008 de las 11:01 
horas del 25 de enero del 2008)  

POR TANTO LA ALCALDÍA MUNICIPAL DE BELEN RESUELVE:  A partir de las anteriores 
consideraciones de hecho y de derecho es posible determinar que el recurso extraordinario de 
revisión presentado por el señor Richard Ch. Godfrey en su condición de representante legal de 
Condominio La Ribera Belemita Cincuenta SA contra el oficio DU-013-2009 de fecha 13 de marzo 
del 2009, emitido por el Arquitecto Luis Bogantes Miranda de la Dirección de Desarrollo Urbano debe 
ser RECHAZADO DE PLANO por improcedente al no cumplir con un requisito esencial de 
admisibilidad, a saber que contra el acto impugnado mediante el recurso extraordinario de revisión 
no se hayan interpuesto los recursos ordinarios (revocatoria y/o apelación), de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 163 del Código Municipal que al efecto dispone: “Contra todo acto no 
emanado del concejo y de materia no laboral cabrá recurso extraordinario de revisión cuando no se 
hayan establecido, oportunamente, los recursos facultados por los artículos precedentes de este 
capítulo (…)”.  Notifíquese al medio señalado por el recurrente, que es el fax 2290-9039. 

 
Horacio Alvarado Bogantes AALLCCAALLDDEE 
 
FUS 
 
C: Archivo 
 
El Lic. Francisco Ugarte, confirma que el tema tiene que ver con un Recurso Extraordinario de 
Revisión, donde pretenden que se entre a analizar el Oficio de Luis Bogantes, referente al cierre del 
proyecto, es uno de los temas pendientes en el Amparo de Legalidad, la Resolución son alrededor 
de 20 paginas, la Empresa tuvo la oportunidad de presentar el Recurso de Revocatoria, ahora el 
Recurso Extraordinario es improcedente, porque en su momento no hicieron valer sus derechos, por 
algunos motivos se rechaza y se debe remitir al Tribunal dentro del plazo conferido. 
 
El Regidor Propietario Francisco Villegas, considera entonces que el Recurso se resuelve por 
procedimiento y no por el fondo. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA: Incorporar al Expediente 
Administrativo. 
 



ARTICULO 25.  Se conoce el Oficio AMA-112-2010 del Lic. Carlos Lanzas.  AVAL DE COMUBE 
SOBRE LAS ACTUACIONES DE ESTA ADMINISTRACION EN LA CONSTRUCCION DE NUEVO 
ACCESO DE LA URBANIZACION MALINCHE DEL RIO.  Se adjunta el Memorando UCAT-004-
2010, de la Unidad de Catastro, acompañados por los Oficios DJ-44-2010 de la Dirección Jurídica y 
el DO-D-41-2009 del Area Técnica Operativa los cuales los sustentan y le dan visto bueno técnico – 
legal, sobre las actuaciones de esta administración en lo concerniente a la construcción de nuevo 
acceso de la Urbanización Malinche del Río.  Se solicita el aval a este órgano colegiado como en 
derecho corresponde.  
 
El Regidor Propietario Juan Carlos Murillo, pronuncia que se podría sufrir una demanda por la 
variación de uso del espacio publico, aunque todos conocemos las circunstancias del porque se 
dieron. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD:  Someter a estudio del Concejo Municipal. 
 
CONSULTAS AL ALCALDE MUNICIPAL. 
 
ARTICULO 26.  El Regidor Propietario Juan Carlos Murillo, consulta que en la Urbanización 
Malinche del Río, se concluyo la calle y se realiza un muro, pero la calle sigue en tierra, falta el 
asfaltado. 
 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado, advierte que todo esta quieto hasta ponernos a derecho. 
 
ARTICULO 27.  El Regidor Suplente Manuel Ortiz, puntualiza que:   
 
° Los semáforos del Residencial Belén son solo de color amarillo y rojo, debe llegar la Policía 

Municipal parando el transito, arriesgando su vida.   
° Estaba en tramite el tema de la Estación del Ferrocarril, pregunta si siguen los vecinos 

viviendo o no, porque la Estación merece algo.   
° Cual es el paso a seguir para reparar aceras en el Residencial Belén, porque entonces nunca 

se podrán realizar aceras.   
° El Proyecto de Municipalidades del Oeste si esta avanzando o no, el objetivo es buscar 

realizar un relleno sanitario en ese sector, que son zonas afectadas por la basura. 
 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado, determina que: 
 
° El semáforo ya se reporto.   
° En la Estación ya no vive la familia, pero falta la Carta de Intenciones con INCOFER, para que 

la Municipalidad construya.   
° El año pasado se realizaron muchas aceras, ahora se sigue con el mismo proceso de 

notificación, pero hacer la acera es responsabilidad del dueño de la propiedad.   
 
ARTICULO 28.  La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, avisa que: 
 



° No ha visto nada de la Unidad Ambiental del Plan de Arborización, porque del año pasado 
algunos árboles se perdieron, para el área del Río Quebrada Seca poder reforestar.   

° Insiste en los rótulos en las áreas publicas, imponiendo las multas, a las personas que dejen 
desechos, porque se  siguen dejando escombros en las orillas del río.   

° En Santa Ana hay un vivero forestal de la Universidad a precios muy cómodos. 
 
El Presidente Municipal Hermes Zumbado, siente que es importante la arborización, algunos árboles 
fueron quebrados y otros se dañaron, en el Río por la propiedad de Esteban Murillo se siguen 
dejando basura y escombros en la zona de protección, eso se ve desagradable. 
 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado,  
 
° Cree que ya se cuenta con rótulos y se instalaran.   
° De la arborización  se inicia con La Asunción y parte de San Antonio. 
 
ARTICULO 29.  El Regidor Propietario Francisco Villegas,  
 
° Afirma que seria conveniente en el proyecto de arborización darle mantenimiento, en un lapso 

de 2 años.   
° Que ha pasado con el informe de la casa 50 metros sur de la entrada al Balneario, es un caso 

importante, se debe rendir un informe y no hay una respuesta. 
 

CAPITULO VI 
 

ASUNTOS DE TRAMITE DE LA ASESORIA LEGAL. 
 

El Lic. Luis Antonio Alvarez Chaves, plantea los siguientes asuntos: 
 
ARTICULO 30.  Se conoce el Informe MB-013-2010.  En respuesta al requerimiento de este Concejo 
Municipal realizado mediante acuerdo adoptado en el artículo 8 del acta de la Sesión Ordinaria 09-
2010, procede esta asesoría legal a pronunciarse en relación con la resolución de las 10:12 horas 
del 20 de enero de 2010, notificada a este Municipio el pasado 5 de febrero, que corresponde a una 
ampliación de objeto del Amparo de Legalidad presentado por el señor Richard Ch. Godfrey contra 
la Municipalidad de Belén, tramitado en el Tribunal Contencioso Administrativo bajo el expediente 
09-002531-1027-CA, respecto al cual se hacen las siguientes aclaraciones: 
 
PRIMERO: NATURALEZA Y CONTENIDO DE LA RESOLUCION JUDICIAL EN ESTUDIO.  Tal y 
como esta asesoría expuso en el informe MB-007-2010, la gestión presentada por el señor Godfrey 
ante el Tribunal Contencioso Administrativo es un proceso de Trámite Preferente, comúnmente 
denominado Amparo de Legalidad, el cual tiene como fin primordial el requerir a la administración el 
cumplimiento de una conducta debida, que supuestamente no se ha realizado.  Esta nueva 
resolución lo que hace es ampliar los oficios que deben ser respondidos al recurrente y que son: 
 
1) Solicitud de visto bueno de disponibilidad hídrica (trámite 3149-2009) presentada el 11 de 

agosto del 2009. 



 
2) Solicitud de criterio jurídico mediante oficio ODU-024-2009 (trámite 3764-2009), presentado el 

24 de setiembre del 2009. 
 
3) Recurso de revisión contra oficio DU-013-2009 (trámite 5001-2009) presentado el 22 de 

diciembre del 2009; y 
 
4) Gestión número 5001, presentado el 15 de diciembre del 2009 donde solicita se explique el 

motivo para desconocer los criterios técnicos y jurídicos de SENARA, MINAET y la Unidad 
Ambiental de la Municipalidad de Belén. 

 
Con fundamento en el artículo 35.2 del CPCA, el Tribunal ha concedido al CONCEJO MUNICIPAL 
DE BELÉN en su condición órgano al que se le atribuye la inactividad, un plazo de QUINCE DÍAS 
HÁBILES, cesen la inactividad acusada, Dado que la resolución se notificó el viernes 5 de febrero, el 
plazo de quince días hábiles vence el viernes 26 de febrero próximo, siendo que en estas 
condiciones procede dar respuesta a las gestiones del interesado, sin que esto necesariamente 
implique declarar con lugar dichas gestiones. 
 
SEGUNDO: ALTERNATIVAS PARA DAR RESPUESTA A LAS GESTIONES PENDIENTES DE 
RESOLUCIÓN 
 
1) Solicitud de visto bueno de disponibilidad hídrica (trámite 3149-2009) presentada el 11 

de agosto del 2009. 
 
Conforme se analizó en el informe MB-007-2010, el representante de la sociedad recurrente acusa 
que al día de hoy no se ha dado respuesta a la gestión 3149-2009.  Sobre este trámite, el mismo fue 
conocido y transcrito en el artículo 5 de la sesión 47-2009 celebrada el 11 de agosto de 2009, 
acuerdo que transcribe la gestión presentada en los siguientes términos:  “ARTICULO 5.  Se conoce 

el trámite 3149 del Señor Richard Godfrey, Representante Legal Condominio La Ribera Belemita Cincuenta, 

S.A.  Notificaciones al fax 2589-2045.  Quien suscribe, Richard Ch. Godfrey, mayor, soltero, empresario, de 

único apellido en razón a mi nacionalidad estadounidense, portador de la cédula de residencia número uno 

ocho cuatro cero cero cero uno siete tres siete cero cuatro y vecino de San Rafael de Escazú, en mi condición 

de apoderado generalísimo sin límite de suma de Condominio La Ribera Belemita Cincuenta, Sociedad 

Anónima, con cédula de persona jurídica número 3-101-345237, con el debido respeto les extiendo un 

cordial saludo y a la vez, me sirvo de la presente para presentarles, nuevamente, una solicitud de 

abastecimiento de agua potable con la finalidad de que la misma sea analizada y ponderada por este Concejo 

Municipal.  Así las cosas, en aras de garantizar el derecho humano al abastecimiento de agua potable a los 

futuros propietarios y/o beneficiarios del Eco-residencial San Vicente exponemos para su consideración las 

siguientes alternativas; a saber:  

 

Aprobar que el AyA nos brinde el servicio de abastecimiento de agua potable, ya que técnica y jurídicamente 

se ha demostrado que el viable y que la opción más sostenible y lógica para existir un tubo de abastecimiento 

de 40 cm de diámetro y solo faltaría instalar los tubos que se requieren en el proyecto.  Para estos efectos, se 

adjunta el oficio número SUB-G-AID-UEN-EyP-URB-UEP-CE-31-2009, con fecha 23 de abril del año en 

curso, donde el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados verifica y aprueba la realización de 

las obras y el diseño presentado en los planos que también se adjuntan para la extensión de ramal de agua 

potable, ya que cumplen con las disposiciones normativas y técnicas aplicables.  Que el acueducto municipal 

nos brinde el servicio de abastecimiento de agua potable en calidad, cantidad y continuidad suficiente para 



abastecer este proyecto habitacional.  Para ello, lo único que requerimos es que las pajas de agua existentes 

sean cambiadas de uso con la finalidad de cumplir con las disposiciones normativas correspondientes. Para 

esos efectos, aportamos como prueba adjunta, un estudio técnico que demuestre que esta opción es 

técnicamente viable, ya que el proyecto cuenta con la infraestructura pertinente y necesaria (tanques de 

almacenamiento, redes internas, bombas hidráulicas) para utilizar de forma racional y sostenible el recurso 

hídrico por lo que, de aceptarse, no implicaría ningún tipo de perjuicio a los usuarios existentes.  

 

Finalmente al tenor de lo expuesto y con fundamente en el derecho humano al acceso de agua potable, les 

solicitamos de manera formal y respetuosa que nos den su visto bueno o aprobación para proceder-según su 

criterio- con cualquiera de las 2 alternativas expuestas en esta carta.  A estas alturas y en aras de evitar 

cualquier tipo de confusión, hemos indicar de manera expresa, directa, firme y concreta que lo solicitado 

mediante este documento es únicamente una solicitud de servicio público de acceso al agua potable, la cual 

no puede ni debe ser confundida con ningún otro tema.  Sin otro particular me despide, no sin antes 

agradecer su pronta atención a la presente.   

 

La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton Valverde, describe que como carga urbanística se hablo en 

algún momento de que mejorara o ampliación la red del acueducto municipal, eran como ¢125.0 millones, 

para que las familias de San Vicente no se vean afectadas. 

 

El Regidor Propietario Francisco Villegas Villalobos, estipula que la solicitud ya había ingresado, este 

Concejo Municipal no ha dado ningún permiso a esta obra, además se encuentra en estrados judiciales, no 

podemos pronunciarnos, el documento debe quedar en estudio hasta que se resuelva en estrados judiciales. 

 

El Regidor Suplente Manuel Ortiz Arce, confirma que la Administración fue quien tomo decisiones sobre el 

proyecto, entonces no debemos tomar ningún acuerdo. 

 

El Presidente Municipal Hermes Zumbado Alfaro, alega que ya existe un informe del Asesor Legal y de la 

Unidad de Acueducto sobre el tema, la solicitud debe quedar en estudio. 

 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: Someter a estudio del Concejo Municipal.”  

 
Así analizado el contenido de dicha gestión es posible verificar que ya este Concejo Municipal se ha 
pronunciado con anterioridad sobre este tema de la solicitud de disponibilidad hídrica, precisamente 
ante el requerimiento que el mismo Tribunal Contencioso Administrativo hiciera con ocasión del 
Procedimiento de Medida Cautelar Anticipada tramitado bajo el expediente número 09-001541-1027-
CA, cuya resolución determinó la obligación de resolver el trámite número 579-2009 presentado por 
el señor Richard C. Godfrey, representante de Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A.  Esta 
gestión fue resuelta mediante el acuerdo tomado en artículo 29 de la  Sesión Ordinaria No. 53-
2009, celebrada el ocho de setiembre del dos mil nueve, acuerdo que incluso fue apelado por el 
señor Godfrey, representante de Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A. y remitido al 
Tribunal Contencioso Administrativo –donde actualmente se encuentra en estudio-  por acuerdo 
tomado en artículo 3 de la Sesión Extraordinaria N° 61-2009 celebrada el 15 de octubre del 2009, 
acuerdo que al efecto dispone: 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  PRIMERO:  Avalar el dictamen del 
Asesor Legal.  SEGUNDO:  A partir de las anteriores consideraciones, no habiéndose interpuesto 
Recurso de Revocatoria y de no existiendo razones para revocar el acuerdo impugnado, se admite 
el Recurso de Apelación presentado por el señor Richard Ch. Godfrey actuando en su condición de 
representante legal de Condominio La Ribera Belemita  Cincuenta SA contra lo resuelto por este 
Concejo Municipal en el acuerdo adoptado en el Artículo 29 de la Sesión Ordinaria 53-2009, para lo 



cual se admite dicho Recurso ante el Tribunal SUPERIOR Contencioso Administrativo y se cita y 
emplaza al recurrente para que en el plazo de CINCO DÍAS hábiles contados a partir de la 
notificación de lo resuelto, se apersone ante el Tribunal Superior Contencioso Administrativo a hacer 
valer sus derechos.  Igualmente se le previene que debe señalar medio para atender notificaciones 
conforme a los dispuesto por la Ley de Notificaciones, bajo el apercibimiento de que mientras no lo 
haga las resoluciones posteriores que se dicten se le tendrán por notificadas con el solo transcurso 
de veinticuatro horas después de dictadas, igual consecuencia se producirá si el medio escogido 
imposibilitare la notificación por causas ajenas al Despacho, o bien si el lugar señalado 
permaneciere cerrado, fuere impreciso, incierto, o inexistente.  TERCERO:  Notificar al recurrente al 
Fax señalado: 2290-9030. 
 
A partir de lo anterior este Concejo Municipal debe resolver la gestión 3149-2009, para lo cual 
tendría las mismas posibilidades indicadas en el informe MB-063-2009 rendido al momento de 
analizar la gestión 579-2009, y que en concreto eran: Aprobar o Denegar la gestión, o bien remitirla 
a la administración; pero además dado que el tema ya está resuelto mediante un acuerdo anterior, 
podría valorar este Concejo Municipal la posibilidad de ratificar y confirmar el acuerdo tomado en 
artículo 29 de la  Sesión Ordinaria No. 53-2009, celebrada el 8 de setiembre de 2009, siendo que 
en el mismo los señores regidores expusieron de un modo muy amplio las consideraciones y 
justificaciones de la decisión adoptada en ese momento. 
 
2) Solicitud de criterio jurídico mediante oficio ODU-024-2009 (trámite 3764-2009), 

presentado el 24 de setiembre del 2009. 
 
Esta gestión conocida en el artículo 4 de la sesión ordinaria 57-2009, evidentemente carece de todo 
sustente normativo, y no existen hechos nuevos ni relevante que merezcan analizar la posibilidad de 
revocar los acuerdos tomados en relación al oficio ODU-024-2009.  Tal y como esta asesoría legal 
expuso en el informe MB-007-2010, es de extrañar que el recurrente afirmara ante el Tribunal 
Contencioso Administrativo que este Concejo Municipal no haya resuelto gestiones recursivas, 
siendo que este órgano colegiado ya se ha pronunciado contundentemente sobre este tema, según 
acuerdo tomado en el artículo 25 de la sesión ordinaria 40-2009 celebrada el 7 de julio de 2009 y 
ratificada el 14 de julio de ese mismo año; acuerdo que además fue debidamente notificado el día 17 
de julio de 2009 al recurrente Richard C. Godfrey como representante de Condominio La Ribera 
Belemita Cincuenta S.A. al fax 2589-2045. 
 
Dicho acuerdo dispone lo siguiente: 
 
ARTICULO 25.  Se somete a votación el dictamen del Asesor Legal. En respuesta al requerimiento de este Concejo 

Municipal realizado mediante acuerdo adoptado en el artículo 8 del acta de la Sesión Ordinaria 32-2009 celebrada el 2 

de junio de 2009, y habiéndose entregado el expediente administrativo requerido a la administración el pasado 19 de 

junio, procede esta asesoría legal a pronunciarse en relación con el recurso de revocatoria con apelación en subsidio 

presentado por el señor Richard Ch. Godfrey en su condición de representante legal de Condominio La Ribera Belemita  

Cincuenta SA contra el oficio ODU-024-2009 de 20 de de mayo de 2009. 

 

PRIMERO: ANTECEDENTES ACREDITADOS EN EL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO DE RELEVANCIA 

PARA LA RESOLUCIÓN DE ESTE RECURSO 

 

1. Que mediante oficio DU-060-2007 de fecha 21 de diciembre de 2007, suscrito por el Arq. Luis Bogantes Miranda 

coordinador de la Unidad de Desarrollo Urbano de la Municipalidad de Belén se indica que “En relación con el 



Expediente de Solicitud de Permiso de Construcción N° 114-2007, como aclaración al oficio UA-207-2007 de la Unidad 

Ambiental, en donde evidencia la divergencia de criterios, y por ende de competencia de que existe en relación con la 

Zona de Protección del Pozo AB-1571, entre MINAE, Oficio IMN-DO-2932-05 y el senara, Oficio ASUB-452-2007, esta 

Unidad ha recibido hoy copia del oficio GE-738-07 de fecha 20 de diciembre de 2007, suscrito por el Ing. Bernal Soto 

Zuñiga, Gerente General de SENARA, el cual respalda el criterio del MINAE, por tratarse de ser una opinión emitida por 

el Rector en la materia. Lo anterior completa la parte documental del Expediente N° 114-2007.(…)” 

 

2. Que mediante oficio DU-03-2008 de fecha 22 de enero de 2008, suscrito por el Arquitecto Luis A. Bogantes Miranda 

se remite al Concejo Municipal el informe técnico y el expediente administrativo correspondiente a la Solicitud de 

Permiso de Construcción N° 114-2007, correspondiente al Proyecto Apartamentos San Vicente, a construir en la finca de 

Heredia matrícula 50916 ubicada en San Antonio de Belén, Barrio San Vicente frente al Salón Comunal, propiedad de 

Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A., e indicando que se remite el informe técnico y el expediente para su 

consideración; y que esta remisión se hace para cumplir con el artículo 21 del Reglamento de Otorgamiento de Permisos 

de Construcción. 

 

Que el Concejo Municipal recibió el día Martes de 22 de enero de 2008 a la 1:20 p.m. el referido oficio DU-03-2008 de 

fecha 22 de enero de 2008, sin embargo, no fue conocido en la sesión del martes 22 de enero de 2008, por cuanto para 

esa sesión la correspondencia a conocer por el Concejo se había ordenado según la ingresada antes de las 12 horas de 

ese día, dado que así lo ha dispuesto el Concejo Municipal, por el conocimiento y deliberación que previamente debe 

tener el órgano colegiado de los asuntos a tratar. 

 

3. Que el Concejo Municipal mediante acuerdo adoptado en el artículo 41 del Acta de la Sesión 07-2008 del 29 de enero 

de 2008, conoció y el resolvió el citado oficio DU-03-2008 del Arq. Luis Bogantes Miranda, Unidad de Desarrollo 

Urbano, acuerdo en lo que  interesa dispuso: 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  PRIMERO:  Avalar la Moción que presenta el 

Presidente Municipal Francisco Villegas Villalobos, la cual es acogida por los Regidores Juan Carlos Murillo 

Sánchez, Ana Betty Valenciano Moscoso, Flor Trejos Villalobos, Hermes Zumbado Alfaro.  SEGUNDO: Que ante los 

cuestionamientos de procedimiento expuestos ampliamente en los puntos precedentes, se devuelve el conocimiento de 

la Solicitud del Permiso de Construcción N° 114-2007 a la Alcaldía Municipal para que los funcionarios competentes 

resuelvan lo que esté dentro del ámbito de sus competencias y en estricto apego al bloque de legalidad y a las normas 

de orden público y ambientales.  TERCERO:  Resulta indispensable que de previo al dictado de cualquier acto de 

aprobación se realicen todas las aclaraciones a los cuestionamientos técnicos expuestos en los considerandos Sexto y 

Sétimo antes expuestos y que además se cuente con los informes técnicos de las Unidades de Servicios Públicos, Obras 

y Ambiente que sean necesarios para valorar todos los elementos técnicos antes cuestionados y concretamente los 

Oficios de SENARA recientemente conocidos, que puedan implicar la afectación de Normas de Orden Público, 

ambientales o bien que afecten derechos fundamentales de los Munícipes  de Belén.  CUARTO:  El Concejo Municipal 

aclara que exigirá en caso contrario que se asienten todas las responsabilidades que se desprendan de actos u 

omisiones de los funcionarios administrativos competentes; siendo el Alcalde, como órgano ejecutivo del Municipio y 

Administrador General, el responsable de velar por el fiel cumplimiento de dichas normas por parte de los 

funcionarios jerárquicamente dependientes.  QUINTO:  Dispensar de tramite de Comisión.” 

 

Este acuerdo fue notificado al recurrente el día primero de febrero de 2008 a las 16:15 horas, expedida por la Secretaria 

Municipal. 

 

4. Que el día 29 de enero de 2008 el Concejo Municipal de Belén tuvo conocimiento de la existencia del oficio GE-049-08 

de fecha 28 de enero de 2008 suscrito por el Gerente General de SENARA, el cual indica lo siguiente: 

 

“GE-049-08 

28 de enero del 2008. 

Señor: 

Lic. Francisco Villegas Villalobos 

Presidente 

CONCEJO MUNICIPAL 

MUNICIPALIDAD DE BELÉN 

Estimados Señores. 

Por este medio el suscrito BERNAL  SOTO  ZUÑIGA,  GERENTE GENERAL CON  FACULTADES DE APODERADO 

GENERALISIMO SIN LIMITE DE SUMA, del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas Riego y Avenamiento, SENARA, 

cédula de persona jurídica número tres- cero cero siete-cero cuatro dos cero cuatro uno,  me permito manifestar a ese 

Concejo  lo siguiente: 



Por un error de apreciación y por no contar en ese momento con suficientes elementos de juicio que me permitieran 

emitir un criterio técnicamente fundamentado, en torno al tema consultado por los interesados en el desarrollo de El 

Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A, que se desarrolla en esa jurisdicción y con el afán de rectificar  el 

criterio emitido mediante oficio GE 738-07 de fecha 20 de diciembre del 2007, en torno al tema consultado a esta 

Gerencia mediante carta suscrita por el señor Richard Godfrey en su condición de Representante de la compañía 

referida,  el  6 de noviembre del año recién finalizado, me permito dejar sin efecto el oficio supraindicado y en su  lugar 

enviar a ese Concejo el criterio técnico legal emitido por la Asesoría Legal Institucional mediante oficio No. SL-232-2007 

de 19 de diciembre del 2007, sobre el tema consultado, el cual esta Gerencia avala, mismo en el cual se clarifica a nivel 

de competencias  a quien corresponde dirimir y definir el tema consultado y los alcances del ASUB-452-07, emitido por 

el área de Aguas Subterráneas de esta Institución. 

No omito manifestar, la disponibilidad de la Institución que represento de colaborar con esa Municipalidad en el apoyo 

técnico para llevar a cabo los estudios procedentes, que permitan concluir la inocuidad de la actividad que se pretende 

desarrollar, sobre el bien demanial que merece ser tutelado, para lo cual estamos adicionalmente en la mejor disposición 

de revisar y valorar las propuestas técnicas que presenten los interesados tendientes a mitigar cualquier impacto 

negativo que pudiera eventualmente detectarse en el proyecto constructivo. 

Adjunto para su conocimiento, y a lo que a bien proceda, el oficio SL-232-007, suscrito por la Licda. Patricia Leandro 

Tabasch, Asesora Legal de esta Institución. 

Sin más y atento a cualquier aclaración procedente, suscribe de Usted con toda consideración, 

Lic. Bernal Soto Zúñiga 

GERENTE GENERAL 

 
C Concejo Municipal 

Ing. Carlos Romero F. Area de Aguas Subterráneas 

Ing. Horacio Alvarado Bogantes. ALCALDE Municipalidad de Belén 

Consecutivo/Archivo” 

 

A partir de este oficio el Concejo Municipal de Belén consideró que habiendo ingresado el mismo a la corriente 

administrativa, y valorando que en él se dejaba sin efecto el memorial oficio GE-738-07 con el cual la Unidad de 

Desarrollo Urbano emitió el oficio DU-060-2007 de fecha 21 de diciembre de 2007, suscrito por el Arq. Luis Bogantes 

Miranda (ver punto Primero de este informe) y a partir del cual el desarrollador consideró que se generaba un el silencio 

positivo, es evidente que dicho oficio DU-060-2007 queda igualmente sin efecto, puesto que SENARA al ratificar el 

criterio técnico legal emitido por la Asesoría Legal Institucional mediante oficio No. SL-232-2007 de 19 de diciembre del 

2007 expresamente estableció que se deben respetar los radios de protección del pozo a partir del cual se tomará el agua 

potable que abastecerá el proyecto en cuestión. Se analiza además que este radio de protección evidentemente afecta las 

áreas a construir que pretendía el desarrollador, de manera que no era posible aprobar el proyecto en la forma que se 

había presentado, porque al no respetarse ese radio de protección, no solo no se completaban los requisitos exigidos 

para la aprobación, sino que además se violentaban directamente disposiciones de orden público relacionadas con la de 

un pozo de extracción de agua destinado a consumo humano. 

 

Como se puede apreciar esto generó un cambio significativo en el análisis técnico jurídico del fondo de este permiso, ante 

el cual la Municipalidad de Belén no pudo obviar la valoración de las disposiciones ambientales que están de por medio, 

considerando que el instituto del Silencio Positivo no tenía operatividad en relación con la materia ambiental, en 

atención a la materia de que se trata, todo ello respaldado en el artículo 4 de la Ley Forestal, número 7575, de trece de 

febrero de mil novecientos noventa y seis, que en lo que interesa dispone textualmente: "En materia de recursos naturales 

no operará el silencio positivo, contemplado en los artículos 330 y 331 de la Ley General de la Administración Pública." 

  

En concreto la Sala Constitucional, ha establecido que existen materias en que la figura del silencio positivo no es de 

aplicación, tal es el caso de la materia ambiental, urbanística y de domino público, entre otras (Ver Votos Nº 2233 - 93 y 

Nº 6836-93, entre otros).  

 

Que habiéndose aprobado por el Concejo Municipal el acuerdo tomado en el artículo 41 del Acta de la Sesión 07-2008 

del 29 de enero de 2008, donde se conoció y el resolvió el varias veces citado oficio DU-03-2008 del Arq. Luis Bogantes 

Miranda, Coordinador de la Unidad de Desarrollo Urbano, dicho trámite fue remitido al Alcalde Municipal el primero 

de febrero de 2008 a las 14:40 horas, con el fin de que se analizara en estricto apego a las normas de orden público los 

efectos que el oficio GE-049-08 de SENARA tendrían sobre la propuesta para desarrollar y construir el proyecto en 

cuestión por parte del recurrente, y ese mismo día el Alcalde Municipal se lo remite a todas las Unidades Técnicas 

encargadas de pronunciarse sobre el asunto, por lo que los temas ambientales y de derechos fundamentales, en concreto 

el derecho a la vida, a la salud, y a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado deberán ser observados en los 



análisis técnicos necesarios que desde el día 29 de enero de 2008 son indispensables con el ingreso del referido oficio 

GE-049-2008. 

 

5. Que conociendo este oficio GE-049-08 de fecha 28 de enero de 2008, mediante revisión presentada en sesión ordinaria 

08-2008 del 5 de febrero de 2008, el Concejo Municipal, según lo dispuesto por artículos 153 en relación con el artículo 

48 del Código Municipal, modifica el acuerdo (no firme) tomado en el Artículo 48 de la Sesión Ordinaria 07-2008 del día 

29 de enero de 2008, a efecto de que el mismo se leyera así: 

 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: PRIMERO: Avalar el Recurso de Revisión presentado por el Presidente 

Municipal Francisco Villegas Villalobos, Juan Carlos Murillo Sánchez, Hermes Zumbado Alfaro, Flor Trejos 

Villalobos, Ana Betty Valenciano Moscoso.  SEGUNDO:  Denegar por improcedente ante las consideraciones de 

hecho y de derecho expuestas, la Solicitud de Silencio Positivo presentada por Richard Charles Godfrey y conocida por 

este Concejo Municipal el día martes de 29 de enero de 2008 según trámite con número 303, sobre todo considerando 

que a partir del oficio GE-049-08 de fecha 28 de enero de 2008 suscrito por el gerente general de SENARA, en el cual 

se deja sin efecto el memorial oficio GE-738-07, no es posible aprobar el Proyecto es estudio en la forma que se ha 

presentado, porque no se respeta el radio de protección del pozo y siendo así, no solo no se completan los requisitos 

exigidos para la aprobación, sino que además se violentan directamente disposiciones de orden público relacionadas 

con el radio de protección de un pozo de extracción de agua destinado a consumo humano y se afectan derechos 

fundamentales y disposiciones ambientales consagradas en el Artículo 50 de la Constitución Política.  TERCERO:  

Requerir a la Alcaldía Municipal que gire las instrucciones necesarias a efecto de que se realicen todos los estudios y 

aclaraciones por parte de las Unidades de Ambiente y Servicios Públicos necesarios para valorar los alcances y efectos 

del Oficio GE-049-08 de fecha 28 de enero de 2008 suscrito por el Gerente General de SENARA, sobre el Proyecto 

relacionado con la Solicitud del Permiso de Construcción 114-2007 para el Proyecto Apartamentos San Vicente, a 

construir en la Finca de Heredia Matrícula 50916 ubicada en San Antonio de Belén, Barrio San Vicente frente al 

Salón Comunal, propiedad de Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A.  CUARTO:  El Concejo Municipal 

aclara que exigirá en caso contrario que se asienten todas las responsabilidades que se desprendan de actos u 

omisiones de los funcionarios administrativos competentes; siendo el Alcalde, como Organo Ejecutivo del Municipio y 

Administrador General, el responsable de velar por el fiel cumplimiento de dichas normas por parte de los 

funcionarios jerárquicamente dependientes.  QUINTO: Se dispensa del trámite de Comisión.  SEXTO: Aprobar el Acta 

N°07-2008 de la Sesión Ordinaria N°07-2008, celebrada el veintinueve de enero del año dos mil ocho.” 

 

Este acuerdo fue notificado al desarrollador del proyecto Apartamentos San Vicente, el día 8 de febrero de 2008 a las 

15:31 horas. 

 

6. Que el Concejo Municipal mediante acuerdo tomado al acoger la revisión presentada en sesión ordinaria 08-2008 del 

5 de febrero de 2008, con fundamento en el artículo 48 del Código Municipal, modificó el acuerdo tomado en el Artículo 

48 de la Sesión Ordinaria 07-2008 del día 29 de enero de 2008 y respondió la gestión del interesado, acuerdo que 

conforme a lo dispuesto por el artículo 53 inciso b) del Código Municipal, en relación con el artículo 262 inciso b) de la 

Ley General de la Administración Pública, fue notificado por la Secretaria Municipal en los siguientes tres días hábiles 

(8 de febrero de 2008 a las 15:31 horas) una vez que se consideró acuerdo definitivamente aprobado. 

 

7. La Alcaldía Municipal, mediante Memorandos AM-A-029-2008, 01 de febrero del 2008, y AM-A-031-2008, les 

comunicó a los Directores del Área Técnica Operativa y Desarrollo Urbano, Servicios Públicos, la Unidad Ambiental y 

la Unidad de Desarrollo Urbano, con el fin de que cada una de citados repartos administrativos se refirieran de nuevo al 

fondo del permiso, según los requerimientos hechos por el Concejo y SENARA. 

 

En virtud de lo anterior el primer Memorando que se genera es el UO-040-2008, de 21 de febrero del 2008, el que dice: 

“...es criterio de esta Unidad concluir que el Desarrollador cumple con las exigencias u obligaciones que por 

normativa puede la Municipalidad exigir en materia de mejoramiento a la infraestructura pública (mejoras a media 

vía a lo largo de toda la longitud o frente del proyecto), y que adicionalmente propone colaborar en las mejoras de la 

infraestructura ajenas al proyecto, de acuerdo con los lineamientos y compromisos que se deriven de un proceso de 

negociación entre las partes” 

 

Por su parte el Director de Servicios Públicos de la Municipalidad, de Belén, que tiene a cargo la administración del 

acueducto local, remitió su informe a la Unidad de Desarrollo Urbano, según lo solicitado y así en MEMORANDO ASP-

068-2008 de 25 de febrero del 2008, afirmó en lo que interesa: “...Que el tanque de abastecimiento propuesto para el 

desarrollador cumple con los criterios de diseño de Acueductos y Alcantarillados con un volumen de 75 m3 para la 

población total del desarrollo...Que de acuerdo con la lámina M-1.2 y 1.7 del proyecto, las tuberías de distribución y 



conducción cumple con lo requerido en la normativa vigente ya que no se ubica en el proyecto diámetros menores al 

100 mm. (4”) y que las acometidas a los edificios se encuentran en 75 mm. (3/4).” 

 

Igualmente, mediante trámite 1192 de fecha 12 de marzo del 2008, el interesado del proyecto urbanístico, aporta a la 

Municipalidad, copia fotostática del oficio DM-248-2008 de 03 de marzo del 2008, del Ministro de Ambiente y Energía 

en el que resuelve con criterio legal, el conflicto relacionado con la delimitación de la zona de protección del pozo, cuyo 

aprovechamiento y explotación está autorizado por ese ministerio, se trata del pozo AB-1571, en tal documento, se pone 

en evidencia los criterios contrapuestos entre el Departamento de Aguas del MINAE y el SENARA y sobre el particular 

afirma categóricamente el señor Ministro: 

 

“Con respecto a las dos posiciones expuestas por las mencionadas instituciones, es conveniente comenzar por citar el 

artículo 8 de la Ley de Aguas, el cual indica: “Artículo 8. Las labores de que trata el artículo anterior para 

alumbramientos, no podrán ejecutarse a menor distancia de cuarenta metros de edificios ajenos, de un ferrocarril o 

carretera, ni a menos de cien de otro alumbramiento o fuente, río, canal, acequia o abrevadero público, sin la licencia 

correspondiente del Ministerio de Ambienten y Energía. Tampoco podrán ejecutarse estas labores dentro de una 

pertenencia minera, sin previa estipulación para al resarcimiento de perjuicios. (Así reformado por el Transitorio V de 

la Ley No. 7593, del 9 de agosto de 1996)  

 

La Unidad Ambiental de la Municipalidad rindió el informe UAA-032-2008 de 17 de marzo del 2008, el que establece en 

lo que interesa lo siguiente: “...Una vez revisado el expediente administrativo que se refiere al caso en cuestión, desde el 

punto de vista ambiental, no se encuentra aspectos que deban ser aclarados o ampliados en forma adicional, ya que 

cuando se calificó el proyecto en su oportunidad, únicamente se le solicitó al interesado un estudio hidrogeológico, el 

cual es debidamente analizado y resuelto en el punto 4 anterior ...Por lo todo lo antes descrito la Unidad Ambiental de 

la Municipalidad de Belén no encuentra objeción para continuar con el trámite de permiso de construcción Número 

114-2007 correspondiente al proyecto Apartamentos San Vicente y así cumplir con lo establecido por el concejo 

municipal de Belén en acuerdo 0741-2008.” 

 

8. En virtud de toda la información generada en el expediente administrativo y una vez revisada todo la documentación 

incorporada, la Unidad de Desarrollo Urbano, procedió  emitir el Memorando DU-019-2008, de 17 de marzo del 2008, 

que se adjunta, concluye que: “Habiendo cumplido con los requisitos solicitados por esta Municipalidad en el trámite de 

permiso de construcción 114-2007, se aprueba el Proyecto Apartamentos San Vicente a construir en la finca 50916, 

ubicada en San Antonio de Belén, Barrio San Vicente frente al Salón Comunal, propiedad de Condominio La Ribera 

Belemita Cincuenta  S. A. por lo que se genera oficialmente el permiso de construcción 7604-2008 y se procede a 

comunicar a su representante legal para que se cancele del Impuesto de Construcción correspondiente.”  De esta manera 

se extendió el permiso de construcción 7604, según correspondía. 

 

9. Tal y como se indicara al inicio de este informe, mediante sentencia No. 2008-15657, aclarada por sentencia No. 2008-

18934, esa honorable Sala Constitucional dispuso:  

“…Se aclara la sentencia #2008-15657 de las 11:45 horas del 17 de octubre del 2008, para que su parte dispositiva se 

lea como sigue y no como se transcribió inicialmente en ella: “Se declara con lugar el recurso.  Se ordena a Roberto 

Dobles Mora, Ministro del Ambiente y Energía, a Horacio Alvarado Bogantes, Alcalde Municipal, y a Francisco 

Villegas Villalobos, Presidente Municipal, ambos de la Municipalidad de Belén, o a quienes ocupen esos cargos, 

disponer lo necesario para se respete la distancia de cuarenta metros de protección entre el pozo AB-1571 y el proyecto 

constructivo que aquí ocupa indicada en los oficios GE-049-08 y ASUB-452-07, todos del Servicio Nacional de Aguas 

Subterráneas, Riego y Avenamiento.  Se condena al Estado y a la Municipalidad de Belén al pago de las costas, daños 

y perjuicios ocasionados, los cuales se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.  Se 

advierte a Roberto Dobles Mora, Ministro de Ambiente y energía, a Horacio Alvarado Bogantes, Alcalde Municipal, y 

a Francisco Villegas Villalobos, Presidente Municipal, ambos de la Municipalidad de Belén, o a quienes ocupen esos 

cargos, que, de conformidad con el artículo 71 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres 

meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quienes recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, 

dictada en un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más 

gravemente penado. Notifíquese a los recurridos la presente resolución en forma personal.  Comuníquese. “ 

 

SEGUNDO: HECHOS REFERIDOS A LAS ULTIMAS ACTUACIONES DE LA ADMINISTRACION MUNICIPAL 

 

1. Una vez conocida la primera sentencia de esa Sala Constitucional, sea el Voto  N°  2008-15657 en fecha 10 de 

noviembre del 2008 la Alcaldía Municipal mediante Oficio AM-A-362-2008 solicita a la Dirección Operativa girar 

instrucciones a efectos de que se lleve a cabo levantamientos topográficos para determinar la zona de protección del pozo 

AB-1571, según los términos resueltos ese alto tribunal. 

 



2. En fecha 10 de noviembre del 2008 la Alcaldía Municipal mediante Oficio AM-A-362-2008 solicita a diferentes 

Unidades Técnicas y Legales hacerse presentes a inspección en el proyecto Apartamentos San Vicente, a raíz de la 

convocatoria realizada por funcionarios del MINAET mediante oficio IMN-DA-3889-2008 según tramite No. 5236, y el 

día 13 de noviembre del 2008 se lleva a cabo visita de campo e inspección ocular en el sitio de interés, en la cual 

participan Funcionarios de la Municipalidad de Belén, el Ministerio de Ambiente Energía y Telecomunicaciones, el 

SENARA y representantes del proyecto  Apartamentos San Vicente. En el mismo acto la Unidad de topografía de la 

Municipalidad procede con el levantamiento topográfico de las obras colindantes con el pozo AB-1571. 

 

3. Que en cumplimiento del Voto  N°  2008-15657 de esta honorable Sala Constitucional, el Concejo en acuerdo tomado 

en artículo 26 de la sesión ordinaria número 68-2008 del 11 de noviembre de 2008, resolvió:  

 

“SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  PRIMERO:  Avalar el Oficio del Asesor Legal.  

SEGUNDO:  En cumplimiento de lo ordenado por la Sala Constitucional en el voto número 2008-015657 ordenar al 

Alcalde Municipal, que proceda a dictar conforme a las competencias que le corresponden como funcionario ejecutivo 

(artículo 169 de la Constitución Política) y conforme a sus competencias inherentes a la condición de administrador 

general y jefe de las dependencias municipales, (Artículo 17, a del Código Municipal), que se procedan a dictar por parte 

de los funcionarios competentes los actos administrativos necesarios y suficientes para hacer valer lo resuelto por la Sala 

Constitucional en el voto número 2008-015657,  donde se ha declarado con lugar el recurso de amparo número 08-

005315-2007.” 

 
Este acuerdo fue notificado al Alcalde Municipal por parte de la Secretaria del Concejo el día 14 de noviembre de 2008, tal y como 
consta en la certificación adjunta; y además se envió copia a esta Sala Constitucional el Apia 21 de noviembre de 2008. 
 
4. Que con posterioridad al anterior acuerdo, el Concejo Municipal en adoptó el acuerdo tomado en artículo 28 de la sesión ordinaria 
78-2008 del 22 de diciembre de 2008, en el cual se solicita al Alcalde que presente un informe detallado de las actuaciones que a esa 
fecha había realizado la administración municipal en cumplimiento, tanto del voto como del acuerdo indicado en el punto 12 anterior 
tomado por el Concejo.  
5. Que el día 18 de noviembre de 2008, la Unidad de Topografía del Área Operativa en función de lo solicitado por la 

Dirección Operativa en el Oficio DO.0273-2008 emite el informe técnico TO-14-2008, acompañado del plano de 

ubicación topográfico solicitado en el punto anterior. En fecha  18 de noviembre de 2008, la Dirección Operativa remite 

el informe técnico TO-14-2008, a la Alcaldía, mediante Oficio DO.0282-2008. 

 

6. En fecha  9 de diciembre del 2008 la Dirección Operativa recibe por parte de la Alcaldía  el Oficio AM-A-416-2008 

donde se  solicita girar instrucciones a la Unidad de Desarrollo Urbano, a efectos de que se realicen las acciones útiles y 

necesarias, a fin de garantizar la zona de protección del Pozo AB-1571 y así dar cumplimiento a lo establecido por la 

Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 

 

7. En fecha  9 de diciembre del 2008 el Representante Legal de Condominio la Ribera Belemita Cincuenta S.A  

propietaria del proyecto de interés, informa a la Municipalidad de Belén mediante tramite 5640 que se ha gestionado por 

parte de su representada ante el Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente Energía  y Telecomunicaciones la  

clausura temporal del pozo AB 1571 de acuerdo al Artículo  26 de la Ley de Aguas. 

 

8. En fecha 11 de diciembre del 2008 la Dirección Operativa emite el Oficio DO.0291-2008, donde se le solicita a la 

Unidad de Desarrollo Urbano proceder de acuerdo a la Normativa Vigente y en aplicación al principio precautorio 

garantizar  la zona de protección del Pozo AB-1571, ante la duda de posible contaminación de la fuente de agua de 

interés.  

 

9. En fecha 12 de diciembre del 2008 el Representante Legal de Condominio la Ribera Belemita Cincuenta S.A  

propietaria del proyecto de interés, informa a la Municipalidad de Belén mediante tramite N°.5693 que  el señor José 

Miguel Zeledón Calderón, Jefe del Departamento de Aguas del  Ministerio de Ambiente Energía y Telecomunicaciones 

mediante oficio IMN-DA 4315-08 de fecha 11 de diciembre de 2008 comunica que se han iniciado las acciones 

pertinentes para confeccionar la resolución de suspensión temporal del Pozo AB 1571 de conformidad con el plazo que 

establece el Articulo 26, inciso I, referente al tiempo de no uso y aprovechamiento de la concesión de agua otorgada  

 

10. En fecha 15 de diciembre del 2008 el Representante Legal de Condominio la Ribera Belemita Cincuenta S.A  

propietaria del proyecto de interés, informa a la Municipalidad de Belén mediante trámite N°.5718  que el miércoles 17 

de diciembre de 2008 a las 10:00 am se procederá con la clausura del Pozo AB-1571, cruzando  invitación oficial a los 

funcionarios de la Municipalidad a hacerse presentes  en ese acto, y así cumplir con lo ordenado por la Sala 

Constitucional de Corte Suprema de Justicia mediante Voto N°:2008-15657. 

 



11. En fecha 17 de diciembre del 2008 la administración municipal lleva a cabo visita de campo en el  proyecto 

Apartamentos San Vicente, en el cual participan funcionarios de la Municipalidad de Belén y representantes del proyecto 

de interés y donde  se procede con el cierre temporal del  pozo AB 1571, lo cual es levantado por los Notarios Públicos 

presentes, y consignado en las respectivas actas notariales. 

 

12. Que en virtud de la vigencia del permiso de construcción 7604-2008 correspondiente al Proyecto Apartamentos San 

Vicente, lo resuelto por esa honorable Sala Constitucional, y los alcances del artículo 26 de la Ley de Aguas, la Unidad 

de Desarrollo Urbano, mediante oficio DU-01-2009, de fecha 6 de enero del 2009, se requirió al recurrente, para que en 

el plazo de 10 días hábiles presentara: 

“1- La aprobación del Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente y Energía y Telecomunicaciones…de la 

resolución final de la suspensión temporal del Pozo AB 1571. 

 2- La autorización de la institución que se hará responsable del suministro de agua potable para el proyecto de interés, 

de conformidad con el oficio UNSD-GAM2262-2008-01628 del Instituto Costarricense de Acueductos y 

Alcantarillados, correspondiente al trámite 5640-2008, debido al proceso de la suspensión del Pozo AB1571, indicado 

en el punto 1 anterior, de manera que se cumpla con todos los requisitos establecidos por Ley, para garantizar la 

continuidad del citado Permiso de Construcción PC-7604-2008 correspondiente al Proyecto Apartamentos San 

Vicente.” 

 

13. Mediante resolución IMN-DA-0077-2009 de las nueve horas del nueve de enero del dos mil nueve el Jefe del 

Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente y Energía, dispuso: mantener cerrado el pozo 1571 del proyecto 

constructivo del recurrente, en virtud de lo dispuesto por el artículo 26 de la Ley de Aguas. El plazo indicado en el punto 

anterior fue prorrogado a 20 días hábiles, mediante oficio DU-05-2009 de 10 de febrero del 2009, con ocasión de la 

solicitud hecha por el recurrente, mediante trámite 101, dirigido a la Alcaldía, de un informe técnico sobre la existencia 

de agua e infraestructura actual o necesaria para la zona donde se desea realizar el proyecto constructivo. 

 

14. Para el 11 de marzo del 2009 el recurrente, mediante trámite 935,  informa que en respuesta al oficio DU-05-2009 

citado en el hecho anterior, ha presentado al Concejo Municipal relacionado con el abastecimiento del agua potable de 

su proyecto urbanístico, ya sea autorizando que sea el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados quien 

brinde tal servicio público o que el abastecimiento sea local. 

 

15. Que según consta en el expediente administrativo, la Unidad de Desarrollo Urbano mediante oficio DU-013-2009 de 

fecha 13 de marzo del presente año, notificado el 26 del mismo mes y año procedió a clausurar la construcción del 

proyecto de apartamentos, del recurrente y para tal fin se determinó por parte de esa Unidad lo siguiente. 

 

“1. Que el proyecto de apartamentos San Vicente cuenta con el permiso de construcción No. 7604-08, el cual se otorgó 

al cumplir con los requisitos que solicita esta Municipalidad, el cual se abastecería de agua del pozo AB-1571. 

2. Que en el oficio, trámite No. 463 usted informa del cierre temporal del pozo AB-1571, según resolución oficio IMN-

DA-0077-2009 suscrito por el Jefe del Departamento de Aguas del MINAET. 

3. Que ya venció el plazo por usted solicitado para resolver el abastecimiento de agua del proyecto (oficio trámite 101-

2009). 

4. Que no existe certeza sobre el abastecimiento de agua del proyecto de apartamentos que albergaría a familias que 

vivirán en ese lugar (oficio trámite 935). 

5. Que el oficio DJ-477-2008 y el oficio DJ-450-2008 en adición al oficio anterior se dan recomendaciones sobre este 

caso a la Alcaldía.  

Por tanto 

Considerando el cierre temporal y preventivo del pozo AB-1571 para evitar la posible contaminación, aunado al radio 

de protección y a la ausencia en este momento del abastecimiento del agua del proyecto de apartamentos que 

albergaría familias que vivirían en ese lugar, se el solicita la paralización de las obras, al amparo del artículo 11.1 

Criterio precautorio, de la Ley de Biodiversidad, del Reglamento para el Otorgamiento de Permisos de la 

Municipalidad de Belén y voto número 2008-015657 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, a 

partir de el recibimiento de la presente resolución.” 

 

16. En el momento de la notificación del anterior oficio, oficio DU-013-2009 de fecha 13 de marzo del presente año, el 

inspector de construcción determina que se ha edificado en la finca del proyecto una estructura metálica en el sector 

oeste del mismo, que no estaba contemplado en el permiso de construcción, lo cual se acredita con las fotografías, que 

constan en el folio 87 del expediente administrativo.  

 

17. Que el Concejo Municipal mediante acuerdo tomado en el artículo 19 de la sesión ordinaria 18-2009, estableció en lo 

que interesa lo siguiente:  

“ (…) 



SEGUNDO: DE LA OBLIGACIÓN DEL ALCALDE MUNICIPAL DE CUMPLIR LA ORDEN DEL CONCEJO MUNICIPAL Y LA 
IMPOSIBILIDAD DEL CONCEJO DE ASUMIR POTESTADES ADMINISTRATIVAS.  Con el fin de comprender como el Concejo 
Municipal, ha actuado dentro del marco de sus competencias según lo ordenado por la Sala Constitucional en el voto antes referido, 
es importante analizar lo que al respecto ha dicho la Procuraduría General de la República en relación a las diferentes funciones de 
los órganos que integran el gobierno municipal. Al respecto se dicho en el dictamen C-261-2005 lo siguiente:  “Al Concejo le compete, 
entre otras, la fijación de las políticas y prioridades de desarrollo del municipio conforme al programa de gobierno inscrito por el alcalde 
municipal para el período por el cual fue elegido, acordar los presupuestos y aprobar las contribuciones, tasas y precios de los 
servicios municipales, proponer a la Asamblea Legislativa los proyectos de tributos municipales, dictar los reglamentos para la 
prestación de los servicios municipales, nombrar y remover al auditor o contador y al secretario del Concejo y comunicar al Tribunal 
Supremo de Elecciones las faltas que justifiquen la remoción automática del cargo de regidor o alcalde municipal (artículo 13).  Por su 
parte, al Alcalde le compete ejercer las funciones inherentes a la condición de administrador general y jefe de las dependencia 
municipales, vigilando la organización, el funcionamiento, la coordinación y el fiel cumplimiento de los acuerdos municipales, las leyes 
y los reglamentos en general, sancionar y promulgar las resoluciones y los acuerdos aprobados por el Concejo Municipal y ejercer el 
derecho al veto, rendir cuentas a los vecinos del cantón, mediante un informe de labores ante el Concejo Municipal, nombrar, 
promover y remover al personal de la municipalidad, así como concederle licencias e imponerle sanciones y ostentar la representación 
legal de la municipalidad, entre otros (artículo 17).  
Tal y como lo ha manifestado la Sala Constitucional, el Concejo Municipal y el Alcalde son dos órganos diferenciados, 

con funciones y relaciones entre ellos definidas (sentencia N.° 5445-99 del 14 de julio de 1999).  Esta diferenciación de 

funciones tiene base constitucional en tanto el artículo 169 de la Carta Fundamental establece que “La administración de 

los intereses y servicios locales en cada cantón, estará a cargo del Gobierno Municipal, formado por un cuerpo 

deliberante, integrado por regidores municipales de elección popular, y de un funcionario ejecutivo que designará la 

ley”.  Existe, por ende, una clara división de funciones entre el Concejo y el Alcalde, basada en el juego de pesos y 

contrapesos propio del sistema democrático consagrado en la Carta Fundamental.  Sobre el Alcalde Municipal ya esta 

Procuraduría ha señalado que es el jerarca unipersonal de la Municipalidad “…sin que pueda hablarse de una relación 

de subordinación jerárquica respecto de los miembros del Concejo Municipal…”.  Al respecto se ha indicado:  “…cabe 

recordar que el artículo 17 del Código Municipal le atribuye (al Alcalde) la condición de "administrador general y jefe 

de las dependencias municipales" y administrar no es sino ejercer actividades de Administración activa.  También le 

atribuye funciones de decisión como son el sancionar o vetar los acuerdos municipales, el autorizar los gastos de la 

municipalidad.  Por demás, el Código Municipal asigna al Alcalde funciones en materia de personal, incluyendo el poder 

de nombrar, otorgar permisos y sancionar. Así como funcionales claramente ejecutivas: la ejecución de los acuerdos 

municipales y la vigilancia del desarrollo de la política municipal y la correcta ejecución de los presupuestos 

municipales, entre otras.”  (C-048-2004 del 2 de febrero del 2004).  Lo anterior, claro está, en el entendido de que el 

Alcalde debe ajustar su actuar al principio de legalidad y, por ende, ejercer las atribuciones que le han sido atribuidas 

por el ordenamiento jurídico tales como dar cumplimiento a los acuerdos municipales, sancionar y promulgar las 

resoluciones y acuerdos aprobados por el Concejo Municipal y ejercer el derecho al veto, así como rendir cuentas a los 

vecinos del cantón (artículo 17 y artículo 159 del Código Municipal). 

 

Debido a la división de funciones que existe entre el Concejo Municipal y el Alcalde, en virtud de los principios que 

inspiran al gobierno municipal como entidad representativa y administrativa de los intereses y servicios locales, debe 

responderse de forma negativa a las interrogantes planteadas por el señor auditor de la Municipalidad de Tibás.  En 

efecto, el Concejo Municipal no se encuentra facultado para asumir las funciones propias del Alcalde Municipal.  De allí 

que ese órgano colegiado no puede ejecutar sus propios acuerdos, como girar las órdenes al Departamento de Patentes 

para que notifique o clausure los locales de los parqueos que funcionan sin licencia municipal, o solicitar a los 

arrendatarios de puestos en la Multiferia que se apersonen a poner en orden su patente comercial (artículo 31 inciso c 

del Código Municipal).  Lo anterior en el entendido, claro está, que el Alcalde tiene la obligación legal de ejecutar los 

acuerdos del Concejo, por disposición expresa del artículo 17, inciso a), del Código Municipal.  

 

Ahora bien, ante la negativa del Alcalde Municipal de obedecer los acuerdos del Concejo Municipal, tal y como lo 

plantea el señor auditor, se generaría un incumplimiento de deberes que, en todo caso, puede ser perseguido por las vías 

legales correspondientes (Ver dictámenes C-161-2004 del 26 de mayo del 2004 y C-201-2005 del 23 de mayo del 2005).  

Recuérdese, además, que el inciso e) del artículo 18 del Código Municipal establece como una de las causas automáticas 

de pérdida de la credencial de Alcalde Municipal el “cometer cualquier acción sancionada por la ley con la pérdida del 

cargo para funcionarios de elección popular”, y que la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la 

Función Pública, Ley N.° 8422 del 6 de octubre del 2004, dispuso lo siguiente:  “Artículo 3º-Deber de probidad. El 

funcionario público estará obligado a orientar su gestión a la satisfacción del interés público.  Este deber se manifestará, 

fundamentalmente, al identificar y atender las necesidades colectivas prioritarias, de manera planificada, regular, 

eficiente, continua y en condiciones de igualdad para los habitantes de la República; asimismo, al demostrar rectitud y 

buena fe en el ejercicio de las potestades que le confiere la ley; asegurarse de que las decisiones que adopte en 

cumplimiento de sus atribuciones se ajustan a la imparcialidad y a los objetivos propios de la institución en la que se 



desempeña y, finalmente, al administrar los recursos públicos con apego a los principios de legalidad, eficacia, economía 

y eficiencia, rindiendo cuentas satisfactoriamente.  

 

Artículo 4º-Violación al deber de probidad. Sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que procedan, la 

infracción del deber de probidad, debidamente comprobada y previa defensa, constituirá justa causa para la separación 

del cargo público sin responsabilidad patronal.” (el subrayado no es del original).  

 

TERCERO: DE LA NECESARIA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO PRECAUTORIO EN MATERIA AMBIENTAL Y SU 

TUTELA CONSTITUCIONAL Y ADMINISTRATIVA.   Sobre la protección del medio ambiente, y en amparo a las 

políticas protectoras del mismo, el Principio de Precaución, aparece consagrado en el Principio 15 de la Declaración de 

Ambiente y Desarrollo (Río, 1992), al establecer que para proteger el ambiente los Estados deberán aplicar el criterio de 

precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica 

absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para 

impedir la degradación del ambiente.  Estos principios han sido considerados y reconocidos por la Sala Constitucional 

en algunos votos entre los cuales se encuentran los siguientes:  “Asimismo, en la Declaración de Río sobre Medio 

Ambiente y el Desarrollo, entre otras cosas, quedó establecido el derecho soberano de los estados a definir sus políticas 

de desarrollo. Se enuncia también, el principio precautorio (principio 15 de la Declaración de Río), según el cual "con el 

fin de proteger el ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente el criterio de precaución conforme a sus 

capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá 

utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la 

degradación del ambiente." De modo que, en la protección de nuestros recursos naturales, debe existir una actitud 

preventiva, es decir, si la degradación y el deterioro deben ser minimizados es necesario que la precaución y la 

prevención sean los principios dominantes, lo cual nos lleva a la necesidad de plantear el principio "in dubio pro natura" 

que puede extraerse, analógicamente, de otras ramas del Derecho y que es, en un todo, acorde con la naturaleza. No 

obstante, la tarea de protección al ambiente, se dificulta toda vez que arrastramos un concepción rígida con respecto al 

derecho de propiedad, que impide avanzar en pro del ambiente, sin el cual no podría existir el derecho a la vida, al 

trabajo, a la propiedad o a la salud. No se debe perder de vista el hecho de que estamos en un terreno del derecho, en el 

que las normas más importantes son las que puedan prevenir todo tipo de daño al ambiente, porque no hay norma alguna 

que repare, a posteriori, el daño ya hecho; necesidad de prevención que resulta más urgente cuando de países en vías de 

desarrollo se trata. En este sentido, la Declaración de Estocolmo afirmó "...que en los países en desarrollo la mayoría de 

los problemas ambientales son causados por el mismo subdesarrollo. Millones continúan viviendo por debajo de los 

estándares mínimos de salud y salubridad. Por lo tanto los países en desarrollo deben dirigir todos sus esfuerzos hacia el 

desarrollo, teniendo en mente las prioridades y necesidades para salvaguardar y mejorar el ambiente. Por la misma 

razón los países industrializados deberían hacer esfuerzos para reducir la brecha entre ellos y los países en desarrollo." 

(Sala Constitucional, Voto N° 5893-95, el resaltado no es del original). 

 

Así las cosas no resulta ni arbitrario ni ilegal, que el Concejo Municipal invoque estos principios ante los documentos 

técnicos que lo llevan a la conclusión de que debe existir una actitud preventiva de su parte, con el fin último de que la 

degradación y el deterioro de los recursos naturales que administra la Municipalidad sean minimizados e implicando que 

la precaución y la prevención sean los principios dominantes con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales de 

los habitantes del cantón y que se desprenden del artículo 50 de la Constitución Política, ya que es un principio básico 

que se desprende de esta norma constitucional el deber de proteger el ambiente, que es de todos y cada uno de los 

habitantes, y en el caso que nos ocupa concretamente de los munícipes del Cantón de Flores.  En este sentido la Sala 

Constitucional ha afirmado que “(…) La prevención pretende anticiparse a los efecto negativos, y asegurar la protección, 

conservación y adecuada gestión de los recursos. Consecuentemente, el principio rector de prevención se fundamenta en 

la necesidad de tomar y asumir todas las medidas precautorias para evitar contener la posible afectación del ambiente o 

la salud de las personas.  De esta forma, en caso de que exista un riesgo de daño grave o irreversible- o una duda al 

respecto, se debe adoptar una medida de precaución e inclusive posponer la actividad de que se trate. Lo anterior debido 

a que en materia ambiental, la coacción a posteriori resulta ineficaz, por cuanto de haberse producido ya las 

consecuencias biológicas socialmente nocivas, la represión podrá tener una trascendencia  moral, pero difícilmente 

compensará los daños ocasionados en el ambiente”, (Voto de la Sala Constitucional No. 1250-99 de las 11:24  horas del 

19 de febrero de  1999, reiterado en los votos Nos. 9773-00 de las 9:44 horas del 3 de noviembre del 2000, 1711-01 de 

las 16:32 horas del 27 de febrero del 2001 y 632-03 de las 14:14 horas del 03 de julio del 2003. Posteriormente, en el 

Voto No. 3480-03 de las 14:02 horas del 2 de mayo del 2003, este Tribunal indicó que “Bien entendido el Principio 

Precautorio, el mismo se refiere a la adopción de medidas no ante el desconocimiento de hechos generadores de riesgo, 

sino ante la carencia de certeza respecto de que tales hechos efectivamente producirán efectos nocivos e el ambiente”.  

 

Para el caso de las Aguas subterráneas y contenidas en los mantos acuíferos  y áreas de carga y descarga, el principio 

precautorio o de in dubio pro natura, supone que cuando no existan estudios o informes efectuados conforme a la reglas 

unívocas y de aplicación exacta de la ciencia  y de la técnica que permitan arribar a un estado de certeza absoluta acerca 



de la inocuidad de la actividad que se pretende desarrollar sobre el medio ambiente o estos sean contradictorios entre sí, 

los entes y órganos de la administración central y descentralizada deben abstenerse de autorizar, aprobar o permitir todo 

solicitud nueva o de modificación, suspender las que estén en curso hasta que se despeje el estado dubitativo y, 

paralelamente, adoptar todas las medidas tendientes a su protección y preservación con el objeto de garantizar el 

derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado.  En esencia una gestión ambiental segura de las aguas 

subterráneas pasa por proteger el recurso antes de su contaminación o degradación”. (Sala Constitucional Voto 2004-

01923). 

 

CUARTO: CONCLUSIONES DEL CASO 

 

1. De la relación de hechos establecida en el Punto Primero de este informe, se verifica que Concejo Municipal, no 

es quien ha tramitado el permiso de Construcción N° 114-2007. 

 

2. Que este permiso de construcción fue otorgado por la administración a partir de la existencia del pozo AB-1571, 

y no con disponibilidad de agua del acueducto de la Municipalidad de Belén. 

 

3. Que al día de hoy, al realizarse un cierre del referido pozo no está claro si este “cierre temporal” es suficiente 

para dar cumplimiento al Voto número 2008-015657 de la Sala Constitucional,  donde se ha declarado con lugar el 

recurso de amparo número 08-005315-2007. 

 

4. Que al día de hoy la Sala Constitucional no se ha pronunciado en relación con el escrito presentado por la 

señora Rosemile Ramsbottom Valverde en el cual se acusa desobediencia por parte de los funcionarios de la 

administración municipal a lo ordenado por la Sala Constitucional en el voto número 2008-15657, y existen dudas más 

que razonables sobre los alcances de lo actuado por la administración en relación al cumplimiento de dicha sentencia. 

 

5. Que el Concejo Municipal debe emitir algún acuerdo en relación con la gestión ingresada con número 579-2009 

presentado por el señor Richard C. Godfrey, representante de Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A. en cual se 

solicita disponibilidad de para el Proyecto Condominios San Vicente, lo cual no implica que deba ser aprobada. 

           (…)” 

 

18. El día 01 de abril del 2009, mediante trámite 1309 el recurrente formuló recurso de revocatoria (sin interponer 

apelación) contra el oficio DU-013-2009, alegando perjuicio y solicitando dejar sin efecto la clausura decretada en 

contra el proyecto, además de la orden girada por la Municipalidad se refiere única y exclusivamente a las obras que se 

realizan dentro de un radio de 40 metros alrededor del pozo 1571 clausurado temporal y preventivamente.  

 

19. Mediante oficio ODU-022-2009 11 de mayo del 2009, la Unidad de Desarrollo Urbano, da respuesta al recurso de 

revocatoria formulado, donde se reiteran los criterios del oficio DU-013-2009, y se resuelve: “Considerando el cierre 

temporal y preventivo del pozo AB-1571 para evitar la posible contaminación, aunado al radio de protección y a la 

ausencia en este momento del abastecimiento de agua del proyecto de apartamentos que albergaría familias que 

vivirían en ese lugar y al amparo del artículo 11.1 Criterio precautorio, de la Ley de Biodiversidad, del Reglamento 

para el Otorgamiento de Permisos de Construcción de la Municipalidad de Belén y voto número 2008-015657 de la 

Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, se rechaza el Recurso de Revocatoria, trámite No. 1309, contra el 

oficio DU-013-2009 de la Unidad de Desarrollo Urbano que se solicita paralizar las obras. Contra esta Resolución 

cabe recurso de apelación conforme lo indica el artículo 162 del Código Municipal.” 

 

20. Que en el artículo 8 de la sesión ordinaria 32-2009 del pasado 2 de junio, el Concejo Municipal conoció la existencia 

de un recurso de apelación, interpuesto por el aquí recurrente contra el oficio DU-024-2009; sin embargo no se recibió 

en la Secretaría del Concejo Municipal ningún expediente administrativo, resultando que ante la imposibilidad de 

resolver dicho recurso por la ausencia del legajo administrativo, el pasado martes 26 de junio en el artículo 42 de la 

sesión 35-2009 se adoptó por recomendación de la Asesoría Legal del Concejo Municipal, un acuerdo en el que se 

dispone: 

 

“SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA: PRIMERO: Avalar el dictamen del Asesor 

Legal.  SEGUNDO: Ratificar el Artículo 17 del Acta 34-2009, donde se solicita a la Alcaldía Municipal el expediente 

administrativo de Condominio San Vicente, a la mayor brevedad.” 

 

21. Que hasta el pasado viernes 19 de junio, la administración entregó el expediente administrativo requerido en el 

acuerdo anterior, a partir de lo cual se da respuesta al Recurso de Amparo tramitado bajo el expediente 09-007789-

0007-CO, siendo que del mismo se detallan los hechos supra indicados. 

 



TERCERO: DEL CONTENIDO DEL ACTO IMPUGNADO. 

 

El oficio ODU-024-2009 de fecha 20 de de mayo de 2009, suscrito por el Ingeniero Luis Bogantes Miranda, no es un acto 

que este resolviendo de modo final y definitivo la gestión ingresada con el trámite 1839 del 13 de mayo de 2009 

presentada por el señor Godfrey; sino que por el contrario el mismo es una mera remisión de tal gestión hacia la 

Alcaldía Municipal, para que esta la remita a estudio de la Dirección Jurídica y de la Unidad Ambiental. 

 

Dicho oficio ODU-024-2009 en concreto indica: 

 

“En atención a su oficio , tramite Número 1839 el 13 de Mayo del 2009; le informo que debido a que el Voto 2008-15657 

involucra la protección al Ambiente y no existe pronunciamiento de la Sala Constitucional en contrario; el oficio IMN-

DA-1425-2009 del 13 de Mayo de 2009 del Departamento de Aguas del MINAET debe: 

 

 1) Ser evaluado y dictaminado por la Unidad Ambiental de esta Municipalidad en aspectos de su especialidad.- 

 

2)Ser evaluado y dictaminado por la Dirección Jurídica de esta Municipalidad en cuanto a la eficacia legal de los 

documentos y el procedimiento que se debe seguir para informar a la Sala Constitucional sobre acciones posteriores 

relacionadas con el Voto 2008-15657; con liderando que el Proyecto Apartamento San Vicente se encuentra paralizado.- 

 

Para lo anterior su solicitud se remite a la Alcaldía Municipal para que sea trasladado a las unidades antes indicadas las 

cuales dependen de esta.” 

 

Como se puede apreciar, es evidente que el mismo no resuelve por el fondo el asunto presentado por el administrado; y 

de hecho ni siquiera resuelve; sino que por el contrario se limita a remitir al superior para que este remita a estudio de 

dos Unidades técnicas. 

 

Bajo estas consideraciones toda la argumentación expuesta por el señor Godfrey en su recurso carece de asidero y 

sentido, puesto que más bien pareciera que hace referencia a un acto anterior del funcionario Bogantes Miranda, sea el 

oficio ODU-013-2009 contra el cual solo estableció revocatoria, más no apelación, en cuyo caso hubiera sido conocida 

por el Concejo Municipal. 

 

Siendo así, toda la exposición del recurrente en relación con las actuaciones municipales relacionadas con la suspensión 

de la obras, no tienen relación directa con el acto impugnado. 

 

CUARTO: SOBRE LA IMPROCEDENCIA DE LOS RECURSOS ORDINARIOS CONTRA ACTOS DE MERO 

TRÁMITE. 

 

En relación a la fase de admisibilidad del recurso de Apelación planteado, se valora en primer término que el contenido 

del oficio que se pretende impugnar es un acto de mero trámite, toda vez que el oficio ODU-024-2009 no está decidiendo 

sobre el fondo de la gestión ingresada con el trámite 1839 del 13 de mayo de 2009 presentada por el señor Godfrey; y en 

consecuencia el oficio ODU-024-2009 carece de recursos ordinarios de conformidad con lo dispuesto por el artículo 154 

inciso b) del Código Municipal, en la medida que el mismo solo traslada el asunto a la Alcaldía para que sea sometido a 

estudio de la Unidad Ambiental y de la Dirección Jurídica. 

 

Bajo estas consideraciones la primera conclusión a la que se llega valorando este asunto, es que el acto que se pretende 

impugnar es un acto de mero trámite y en consecuencia el mismo carece de los recursos ordinarios.  

 

QUINTO: SOBRE EL FONDO DEL ASUNTO: ACTUACION MUNICIPAL APEGADA AL EJERCICIO LAS 

POTESTADES MUNICIPALES EN CONTROL CONSTRUCTIVO. 

A pesar de lo anteriormente expuesto en relación a la improcedencia de la apelación contra un acto de mero trámite, es 

criterio de esta asesoría legal que, por el fondo del asunto, la actuación municipal cuestionada se encuentra apegada a 

derecho, básicamente a partir de de dos presupuestos: 

 

Por un lado la sentencia debidamente notificada que declara con lugar el recuso amparo tramitado bajo el expediente 

08-005315-0007-CO interpuesto por la señora Rosemile Ramsbotton Valverde, a fin de que el Ministro de Ambiente, el 

Alcalde Municipal y el Presidente Municipal, dispusieran lo necesario para que se respetara la distancia de cuarenta 

metros de protección entre el pozo AB-1571 en el proyecto constructivo del aquí recurrente, durante estos meses se ha 

dado cabal cumplimiento a lo ahí ordenado. 



 

Habiéndose notificado el voto de dicho recurso, el órgano o servidor responsable está obligado a cumplirlo sin demora, 

bajo pena de responsabilidad administrativa, según los términos del artículo 53 de la Ley de la Jurisdicción 

Constitucional y sin perjuicio de la responsabilidad penal del servidor que recibe una orden de la Sala Constitucional. Lo 

anterior se dio en ese contexto, en vista de que para el año 2008, en aplicación del principio precautorio, ante la duda 

sobre si podía  o no resultar contaminada la fuente de agua potable del mencionado pozo, esa Sala ordenó que debía 

preferirse la posición técnica la protege más amplitud, ordenando respetar la distancia de protección indicada en los 

oficios GE-049-08 y SL-232-2007 y ASUB-452-07 todos del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y 

Avenamiento. 

 

Así las cosas,  la resolución de la Sala se origina producto de la confrontación de los criterios técnicos del Ministro de 

Ambiente y el  Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento, donde se prefiere en resguardo de las 

normas constitucionales, la posición más proteccionista del ambiente; y en consecuencia es criterio de esta asesoría que 

la actuación administrativa recurrida se ajusta a derecho, en el tanto debe considerarse los efectos técnicos y jurídicos de 

la gestión del recurrente, frente al referido voto de la Sala Constitucional; de tal manera que hasta tanto el presente 

asunto no sea resuelto como en derecho corresponde se debe respetar el criterio de los cuarenta metros, hasta tanto esa 

Sala en aplicación del artículo 13 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, con un nuevo voto, avale la regularidad 

constitucional de los 15 metros para mayor certeza jurídica. 

 

En segundo término debe considerarse también por el fondo, que el acto impugnado se ajusta a la tutela estatal del 

espacio urbano sustentada en los artículos 50 y 89 de la Constitución Política, para lo cual la Sala Constitucional ha 

establecido que generan una obligación para el Estado de proteger el entorno en el que se desarrollar la vida de la 

población de la nación en el ámbito natural y urbano. (Voto 2003-03656 del 7 de mayo del 2003). Se ha establecido en 

nuestro medio que existen dos tipos de acciones para alcanzarlo el objetivo: la tutela preventiva (acciones para 

garantizar y preservar el medio ambiente, utilizando instrumentos jurídicos de fomento, planificación y económicos) y la 

tutela represiva (a acción de defensa relacionada con la potestad sancionatoria de la administración pública o la 

potestad jurisdiccional). 

 

Adicionalmente debemos considerar que el permiso o licencia de construcción es una autorización administrativa de 

carácter municipal, por medio de la cual se ejerce un control preventivo en relación con el ejercicio del derecho de 

edificar que tiene todo propietario.  

 

Por medio de la referida licencia se comprueba la conformidad de la obra o construcción con el ordenamiento jurídico 

ambiental-urbanístico. Con su otorgamiento se remueven los obstáculos para convertir al mismo en un ejercicio lícito de 

dicho derecho, y en consecuencia, se posibilita la realización de obras de construcción en una determinada localidad. 

 

A la par de las autorizaciones administrativas (licencias y permisos de construcción), se encuentra la potestad de control 

constructivo, entendida como un deber que la administración impone en forma generalizada a los administrados,  y su 

principal objetivo es corroborar el cumplimiento de las regulaciones urbanísticas, específicas o generales, por medio de 

la actividad de inspección. Esta potestad se regula en el artículo 87 de la Ley de Construcciones y debe ser entendida 

como una actividad de investigación que sirve para verificar el cumplimiento de las disposiciones jurídicas y técnicas en 

materia urbanística y ambiental y sirve como medio de prueba, especialmente para resolver procedimientos 

administrativos sancionatorios o impugnaciones. 

 

En relación  con el tema de inspección, la Sala Constitucional ha sostenido: 

 

“…así como este deber de vigilancia y fiscalización debe también ejercerse con respecto a las edificaciones ya 

construidas sin que se hubiese cumplido con el procedimiento legalmente establecido para hacerlo. En estas 

circunstancias, la Municipalidad correspondiente deberá levantar una información fijándole al propietario un plazo de 

treinta días para que de cumplimiento a lo estatuido en esta Ley…”. (Voto No 1582-93 del 31 de marzo de 1993). 

La inspección se ejerce por una serie de medios a cargo de un grupo de funcionarios públicos denominados inspectores 

municipales. Sobre los medios o técnicas de inspección o vigilancia, las municipalidades pueden desplegar todos aquellos 

que sean razonablemente necesarios para asegurar el cumplimiento de las disposiciones urbanísticas. Algunas de estas 

medidas son: la visita al sitio o visita de inspección, la supervisión de normas de calidad, estudio de informes, 

consideración de auditorías, verificación de actividades de autocontrol (a través de bitácoras constructivas) control de 

equipos y registros, entre otros.  



Las visitas, al igual que el resto de medidas de inspección, pueden ser previas a la actividad, de seguimiento o ante 

incumplimiento probable, y a su vez pueden ser rutinarias (como parte de un programa de inspecciones previsto), o no 

rutinarias (realizadas fuera de una planificación, en respuesta generalmente a una reclamación o una investigación de 

accidentes, incidentes o incumplimientos). 

 

En ejercicio de esta potestad de inspección o vigilancia, los inspectores municipales deben ingresar a predios o 

edificaciones privadas, con el único y exclusivo fin de constatar si las obras que se construyen se ajustan o no al 

ordenamiento jurídico urbanístico. Para tal efecto, se encuentran sujetos a límites objetivos y subjetivos. En cuanto a los 

límites objetivos tenemos, la razonabilidad y proporcionalidad de la medida de inspección, la inviolabilidad del 

domicilio, el respeto a la intimidad de los particulares, la imposibilidad de registrar o secuestrar información o 

documentos privados, el levantamiento del acta de inspección. En relación con los límites subjetivos destacan, la debida 

investidura del funcionario que practica la inspección, así como la acreditación como inspector municipal, el 

sometimiento al principio de legalidad, rendición de cuentas y transparencia en su gestión, entre otros. 

Los funcionarios municipales pueden ser investidos como inspectores, y así contar con la autoridad de vigilar y 

determinar,  si el ejercicio del derecho de propiedad privada se ajusta o no al ordenamiento urbanístico, de tal forma que 

una vez detectado el incumplimiento, con la mera constatación en el caso de verificar la existencia de obras realizadas 

sin contar con permiso de construcción, se pone en marcha la potestad sancionatoria, de conformidad con el 

procedimiento previsto en los artículos 88, 90, 91, 93, 94, 95, 96 de la Ley de Construcciones. 

 

En el presente caso lo ha hecho la Municipalidad de Belén, es ejercer fielmente los deberes como depositarios de la 

función pública y particularmente lo regulado en el tema del control constructivo en su jurisdicción territorial. 

 

Acertadamente esa Sala, respecto a la regularidad constitucional de las actuaciones municipalidades en esta materia ha 

dicho categóricamente: 

 

“IV.- Ahora bien, es menester que esta Sala se pronuncie sobre el actuar de la Municipalidad de Desamparados, toda vez 

que el artículo 169 de la Constitución Política establece que la administración de los intereses y servicios locales en cada 

cantón estará a cargo del Gobierno Municipal, norma que encuentra desarrollo legal –entre otras– en la Ley de 

Construcciones, la cual en su artículo 1 dispone que la Municipalidad ejercerá vigilancia sobre las obras que se ejecuten 

en su jurisdicción así como sobre el uso que se les esté dando; asimismo, que los inspectores municipales son sus agentes, 

que tienen por misión vigilar la observancia de los preceptos de esa Ley. Lo anterior, sin perjuicio de las facultades que 

las leyes conceden en estas materias a otros entes y órganos administrativos. De igual forma, la ley de cita establece en 

su artículo 88 la facultades de las municipalidades, entre las que señala la de imponer sanciones por las infracciones a 

las reglas de este Ordenamiento, especificando que son las dispuestas en el cuerpo de esa ley y su reglamento (multas, 

clausuras, desocupación, destrucción de la obra, etc.)” (Voto 015328-2008 de las 15:12 horas del 10 de octubre del 

2008) 

 

En el mismo sentido y en abono a lo anterior esa Sala IV, ha expresado: 

 

“Asimismo, el artículo 1 de la Ley de Construcciones No. 833, establece que las Municipalidades de la República son las 

encargadas de que las ciudades y demás poblaciones reúnan las condiciones necesarias de seguridad, salubridad, 

comodidad y belleza en sus vías públicas y en los edificios y construcciones que en terrenos de las mismas se levanten, sin 

perjuicio de las facultades que las leyes conceden en estas materias a otros órganos administrativos. El numeral 74 del 

mismo cuerpo normativo señala que toda obra relacionada con la construcción, que se ejecute en las poblaciones de la 

República, sea de carácter permanente o provisional, deberá ejecutarse con licencia de la Municipalidad 

correspondiente. Adicionalmente, el artículo 87 ídem otorga a los gobiernos locales la potestad de ejercer vigilancia 

sobre las obras que se ejecuten en su jurisdicción, así como sobre el uso que se les esté dando; señala además que los 

inspectores municipales son sus agentes, que tienen por misión vigilar la observancia de los preceptos del Reglamento a 

dicha Ley. Por último, el numeral 88 ibídem indica que las corporaciones municipales pueden imponer sanciones por las 

infracciones a las reglas de estas disposiciones, de acuerdo con lo especificado en el cuerpo de esta ley y su reglamento 

(multas, clausuras, desocupación, destrucción de la obra, etc.) Desde esta perspectiva, la intervención municipal 

clausurando la construcción del edificio de la recurrente, al constatar los inspectores municipales que la edificación se 

había efectuado en demasía hasta el lindero frontal, violando el plano de construcción, no constituye lesión alguna a los 

derechos fundamentales del recurrente, como lo reclama en el presente asunto. Aún cuando la Municipalidad de 

Siquirres reconoce que otorgó permiso de construcción a la promovente, inspectores municipales detectaron que la 

ejecución de la obra incumplió las dimensiones de los planos autorizados, ordenando la clausura de las obras, todo de 

conformidad con las disposiciones normativas supra citadas. Posteriormente, como los sellos municipales fueron 

irrespetados y violados, se finalizó la obra a pesar de que encontraba clausurada, no se cumplió con las prevenciones 



hechas, y la recurrente intentó abrir su negocio introduciendo mercadería, sin contar con patente para ello, el 22 de 

noviembre del 2007 funcionarios de la entidad municipal accionada debieron intervenir nuevamente, realizando una 

nueva clausura. En virtud de ello, el proceder Municipal tendente a poner a derecho las irregularidades apuntadas no 

lesiona derecho fundamental alguno, particularmente si se toma en consideración que la actuación impugnada obedece 

al incumplimiento por parte de la amparada de varias disposiciones normativas y reglamentarias, anteriormente 

indicadas. Por los motivos expuestos el amparo resulta improcedente en cuanto a este extremo.” (Voto 1156-2008 de las 

11:01 horas del 25 de enero del 2008)  

 

SEXTO: CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES: 

 

A partir de las anteriores consideraciones es criterio de esta asesoría legal que en relación con el recurso de Apelación 

interpuesto por el señor Richard Ch. Godfrey en su condición de representante legal de Condominio La Ribera Belemita  

Cincuenta SA contra el oficio ODU-024-2009 de 20 de de mayo de 2009, el mismo debe ser rechazado de plano por 

cuanto el mismo es un acto de mero trámite que no está decidiendo sobre el fondo de la gestión ingresada con el trámite 

1839 del 13 de mayo de 2009 presentada por el señor Godfrey; y en consecuencia el oficio ODU-024-2009 carece de 

recursos ordinarios de conformidad con lo dispuesto por el artículo 154 inciso b) del Código Municipal, en la medida que 

el mismo solo traslada el asunto a la Alcaldía para que sea sometido a estudio de la Unidad Ambiental y de la Dirección 

Jurídica, aclarando en el acuerdo que al efecto se adopte carece de los recursos ordinarios de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 154, inciso b) del Código Municipal 

 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: Avalar el dictamen del Asesor Legal. SEGUNDO: Notificar la resolución al 

interesado” 

 
En razón de lo anterior, la gestión 3764-2009 carece de todo sustente normativo, y no existen 
hechos nuevos ni relevante que merezcan analizar la posibilidad de revocar los acuerdos tomados 
en relación al oficio ODU-024-2009; siendo que la resolución 1535-2009 dictada por el Tribunal 
Contencioso Administrativo a las 16:10 horas del 6 de agosto de 2009 que aporta el recurrente solo 
viene a ratificar lo actuado por el municipio en el acuerdo antes referido y transcrito; y siendo que 
además la resolución 1-2008 aportada por el señor Godfrey es un caso que no tiene relación alguna 
con el tema que nos ocupa. En consecuencia lo procedente sería responder dicha gestión 
confirmando y ratificando el referido acuerdo tomado en el artículo 25 de la sesión ordinaria 40-2009 
celebrada el 7 de julio de 2009 y ratificada el 14 de julio de ese mismo año. 
 
3) Recurso de revisión contra oficio DU-013-2009 (trámite 5070-2009) presentado el 22 de 

diciembre del 2009;  
 
Analizado el contenido de la gestión número dos, la misma corresponde a un recurso extraordinario 
de Revisión contra un acto no emanados del órgano colegiado, y por consiguiente le corresponde al 
Alcalde dar respuesta al mismo de conformidad con lo dispuesto por el artículo 163 del Código 
Municipal, según la reforma de Ley N° 8773 publicada en La Gaceta 195 del 7 de octubre de 2009; y 
siendo que el Alcalde informa haber resuelto como en derecho dicho recurso como en derecho 
corresponde, y que además ha notificado al interesado, se ha cumplido con dicha gestión. 
 
4) Gestión número 5001, presentado el 15 de diciembre del 2009 donde solicita se explique 

el motivo para desconocer los criterios técnicos y jurídicos de SENARA, MINAET y la 
Unidad Ambiental de la Municipalidad de Belén. 

 
Esta gestión conocida en el artículo 17 de la sesión ordinaria 74-2009, en concreto pretende que 
este Concejo Municipal se pronuncie en relación con una serie de oficios, en concreto indica Se 

conoce el trámite 5001 del Sr. Richard Ch. Godfrey, Condominio La Ribera Belemita Cincuenta, 



S.A. Quien suscribe, Richard Godfrey, de calidades conocidas, me sirvo la presente para hacer las 

siguientes manifestaciones: En reiteradas ocasiones este Concejo Municipal ha incumplido con sus 
deberes ya que no mencionan ni analiza en sus deliberaciones el criterio oficial de las autoridades 
competentes en la materia. De acuerdo con mi opinión el Concejo ha adoptado una serie de 
acuerdos que contradicen de manera flagrante el criterio técnico y jurídico de las siguientes 
instituciones, Departamento de Aguas del MINAET, Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, 
Riego y Avenamiento (SENARA) y el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados (AyA). 
Por consiguiente, se les solicita en el ejercicio de mis derechos ciudadanos al amparo de los 
artículos 27 y 31 de la Constitución Política y a la Ley de la Jurisdicción Constitución que 
fundamenten por escrito en los términos de Ley el motivo o razón por el cual se han desconocido 
los criterios técnicos y jurídicos de las autoridades competentes, violentando de forma grosera los 
principios de celeridad, eficiencia administrativa, coordinación, respeto de competencias y 
legalidad- artículo 31 de la Ley 8220, entre otros-. Para estos efectos, se les remiten los oficios que 
han desconocido: 
 

DIGH-145-2009 de la Dirección de Investigación y Gestión Hídrica (folios 809-811 del tomo I del 
expediente administrativo de Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A) 
 
GE-276-09 de la Gerencia General del SENARA (folios 812-814 del Tomo I del expediente 
administrativo de Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A) 
 

IMN-DA-1425-2009 del Departamento de Aguas del MINAET (folios 855-856 del Tomo I del 
Expediente Administrativo de Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A, trámite n. 1839) 
 

IMN-DA-1347-2009 Del Departamento de Aguas del MINAET (folios 839-843 del Tomo I 
expediente administrativo de Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A) 
 

UAA-045-2009 de la Unidad de Ambiente de la Municipalidad de Belén (folios 921-923 del Tomo I 
del expediente administrativo de Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A.) 
 

Para efectos informativos, se hace del conocimiento de este Concejo Municipal el criterio del 
Director Jurídico y la disponibilidad emitida por el Instituto Costarricense de Acueductos y 
Alcantarillados, ente rector en materia de agua potable, los cuales ha sido aportados a la Sección 
III del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 1 y a la Sala Constitucional para efectos hacer 
valer nuestros derechos y dejar en evidencia los abusos y arbitrariedades cometidos. Para el 
conocimiento de este Concejo Municipal se remite la resolución número 2009-16261 de la Sala 
Constitucional, cuyo único considerando afirma de manera clara y contundente que en el recurso 
de amparo tramitado a través del expediente n. 08-005315-0007-CO ya se dictó resolución 
final, razón por la cual se ordena anular la resolución 2009-12552 y continuar con los 
procedimientos del recurso de amparo tramitado en el expediente constitucional n. 09-007789-
0007-CO. Por consiguiente, no existe fundamento alguno, sea técnico o jurídico, para continuar 
con las acciones y omisiones arbitrarias e ilegales que han obstaculizado la ejecución de este 
proyecto habitacional.  
 
Señalo como medio para atender notificaciones al siguiente número de fax: 2290-9039. 

 

Analizados los oficios mencionados se puede constatar que el oficio DIGH-145-2009 de la Dirección 
de Investigación y Gestión Hídrica es de fecha 14 de abril de 2009; el oficio GE-276-09 de la 
Gerencia General del SENARA es de fecha 17 de abril de 2009, el oficio IMN-DA-1425-2009 del 
Departamento de Aguas del es de fecha 13 de mayo de 2009, el oficio IMN-DA-1347-2009 Del 
Departamento de Aguas del MINAET es de fecha4 de mayo de 2009; y el oficio UAA-045-2009 de la 
Unidad de Ambiente de la Municipalidad de Belén es de fecha 15 de julio de 2009.  Como bien 



puede apreciar el Concejo Municipal, todos los oficios citados por el recurrente son de fecha anterior 
al acuerdo con el cual se resolvió el tema de la disponibilidad hídrica, tomado en artículo 29 de la 
Sesión Ordinaria No. 53-2009, celebrada el 8 de setiembre de 2009; siendo claro que al analizarse la 
solicitud de disponibilidad hídrica 579-2009 los mismos fueron valorados para la resolución del 
asunto, sin que existan elementos o documentos posteriores al 8 de setiembre que ameriten varias 
las consideraciones en las cuales se sustentó el acuerdo referido. 
 
Lo anterior demuestra que el señor Godfrey realiza una serie de cuestionamientos ante el Municipio 
relacionados con el desarrollo del Condominio La Ribera Belemita S. A., con la pretensión de que la 
municipalidad revoque actuaciones que ya han adquirido firmeza u otras que se encuentran bajo 
impugnación ante el jerarca impropio.  En tal sentido, conviene indicar que se encuentra en trámite el 
recurso de apelación presentado por el señor Richard Ch. Godfrey en su condición de representante 
legal de Condominio La Ribera Belemita  Cincuenta SA contra lo resuelto por este Concejo Municipal 
en el acuerdo adoptado en el artículo 29 de la sesión ordinaria 53-2009, el cual se ha admitido ante 
el TRIBUNAL SUPERIOR CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, a quien le corresponde la 
competencia para conocer de los cuestionamientos que el señor Godfrey esboza contra el acuerdo 
ya adoptado. 
 
Por otro lado, se pretende impugnar actuaciones municipales anteriores cuyo plazo ya ha expirado y 
sin determinarse los mismos, alegando el simple argumento de que se han “desconocido” criterios 
técnicos de otras instituciones, por lo que no es procedente la solicitud actual.  A partir lo anterior, es 
criterio de esta asesoría legal que para responder a la gestión 5001-2009 del recurrente lo 
procedente es ratificar en todos sus extremos el acuerdo adoptado en el artículo 29 de la sesión 
ordinaria 53-2009 anteriormente referido, aclarándole al interesado que para todos los efectos debe 
ajustarse a lo resuelto por el Municipio en los actos administrativos firmes que ya se han dictado, así 
como a lo que en su oportunidad resuelva el Tribunal Contencioso Administrativo acerca del recurso 
presentado contra dicho acuerdo, según recurso de apelación admitido ante el jerarca impropio en el 
Acuerdo Municipal tomado artículo 4 de la Sesión Extraordinaria 61-2009, reiterándole que los 
argumentos de inconformidad referidos a los oficios que el menciona en dicho trámite deberá 
presentarlos ante dicho Tribunal. 
 
TERCERO: CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES.  A partir del análisis antes referido este 
Concejo Municipal debe dar respuesta a las gestiones para lo cual existen las siguientes 
alternativas: 
 
1) Solicitud de visto bueno de disponibilidad hídrica (trámite 3149-2009) presentada el 11 
de agosto del 2009. 
 
Debe el Concejo resolver la gestión, para lo cual tendría las mismas posibilidades indicadas en el 
informe MB-063-2009 rendido al momento de analizar la gestión 579-2009, y que en concreto eran: 
Aprobar o Denegar la gestión, o bien remitirla a la administración; pero además dado que el tema ya 
está resuelto mediante un acuerdo anterior, podría valorar este Concejo Municipal la posibilidad de 
ratificar y confirmar el acuerdo tomado en artículo 29 de la  Sesión Ordinaria No. 53-2009, celebrada 
el 8 de setiembre de 2009, siendo que en el mismo los concejales expusieron de un modo muy 
amplio las consideraciones y justificaciones de la decisión adoptada en ese momento 



 
2) Solicitud de criterio jurídico mediante oficio ODU-024-2009 (trámite 3764-2009), 
presentado el 24 de setiembre del 2009. 
 
La gestión carece de todo sustente normativo, y no existen hechos nuevos ni relevante que 
merezcan analizar la posibilidad de revocar los acuerdos tomados en relación al oficio ODU-024-
2009; siendo que la resolución 1535-2009 dictada por el Tribunal Contencioso Administrativo a las 
16:10 horas del 6 de agosto de 2009 que aporta el recurrente solo viene a ratificar lo actuado por el 
municipio en el acuerdo antes referido y transcrito; y valorando además que la resolución 1-2008 
aportada por el señor Godfrey es un caso que no tiene relación alguna con el tema que nos ocupa. 
En consecuencia lo procedente sería responder dicha gestión confirmando y ratificando en todos sus 
extremos el acuerdo tomado en el artículo 25 de la sesión ordinaria 40-2009 celebrada el 7 de julio 
de 2009 y ratificada el 14 de julio de ese mismo año. 
 
3) Recurso de revisión contra oficio DU-013-2009 (trámite 5070-2009) presentado el 22 de 
diciembre del 2009; 
 
La gestión corresponde a un recurso extraordinario de Revisión contra un acto no emanados del 
órgano colegiado, y por consiguiente le corresponde al Alcalde dar respuesta al mismo de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 163 del Código Municipal, según la reforma de Ley N° 
8773 publicada en La Gaceta 195 del 7 de octubre de 2009; dado que el Alcalde informa haber 
resuelto dicho recurso como en derecho corresponde, lo procedente es informar al Tribunal que se 
ha cumplido con dicha gestión según lo informa el Alcalde, remitiendo copia de la resolución 
notificada al interesado. 
 
4) Gestión número 5001, presentado el 15 de diciembre del 2009 donde solicita se 
explique el motivo para desconocer los criterios técnicos y jurídicos de SENARA, MINAET y la 
Unidad Ambiental de la Municipalidad de Belén. 
 
Puede el Concejo ratificar y confirmar en todos sus extremos el acuerdo adoptado en artículo 29 de 
la Sesión Ordinaria No. 53-2009, celebrada el 8 de setiembre de 2009, aclarándole al interesado que 
para todos los efectos debe ajustarse a lo resuelto por el Municipio en los actos administrativos 
firmes que ya se han dictado, así como a lo que en su oportunidad resuelva el Tribunal Contencioso 
Administrativo acerca del recurso presentado contra dicho acuerdo, según recurso de apelación 
admitido ante el jerarca impropio en el Acuerdo Municipal tomado artículo 4 de la Sesión 
Extraordinaria 61-2009, reiterándole que los argumentos de inconformidad referidos a los oficios que 
el menciona en dicho trámite deberá presentarlos ante dicho Tribunal.  Igualmente, considerando 
que el plazo para responder dichas gestiones vence el próximo viernes 26 de febrero, se recomienda 
al Concejo declarar definitivamente aprobados los acuerdos que se adopten con el fin de no exponer 
a la Municipalidad a eventuales responsabilidades que se puedan desprender del Amparo de 
Legalidad que debe responderse. 
 
Igualmente conviene aclarar al recurrente que contra los acuerdos de confirmación y ratificación que 
se adopten no procede recurso alguno de conformidad con lo dispuesto por el artículo 154 inciso b) 
del Código Municipal; esto con el fin de evitar gestiones recursivas improcedentes. 



 
ARTICULO 31.  En cumplimiento de lo ordenado por resolución de las diez horas doce minutos del 
veinte de enero de dos mil diez, notificada a este Municipio el pasado 5 de febrero, correspondiente 
a un proceso de Amparo de Legalidad presentado por el señor Richard Ch. Godfrey contra la 
Municipalidad de Belén, tramitado en el Tribunal Contencioso Administrativo bajo el expediente 09-
002531-1027-CA, procede este Concejo Municipal a resolver la gestión de Solicitud de visto bueno 
de disponibilidad hídrica (trámite 3149-2009) presentada el 11 de agosto del 2009, lo cual se realiza 
en los siguientes términos: 
 

CONSIDERANDO 
 
PRIMERO: Que este trámite fue conocido y transcrito en el artículo 5 de la sesión 47-2009 celebrada 
el 11 de agosto de 2009, acuerdo que transcribe la gestión presentada en los siguientes términos:  
“ARTICULO 5.  Se conoce el trámite 3149 del Señor Richard Godfrey, Representante Legal Condominio La 

Ribera Belemita Cincuenta, S.A.  Notificaciones al fax 2589-2045.  Quien suscribe, Richard Ch. Godfrey, 

mayor, soltero, empresario, de único apellido en razón a mi nacionalidad estadounidense, portador de la 

cédula de residencia número uno ocho cuatro cero cero cero uno siete tres siete cero cuatro y vecino de San 

Rafael de Escazú, en mi condición de apoderado generalísimo sin límite de suma de Condominio La Ribera 

Belemita Cincuenta, Sociedad Anónima, con cédula de persona jurídica número 3-101-345237, con el debido 

respeto les extiendo un cordial saludo y a la vez, me sirvo de la presente para presentarles, nuevamente, una 

solicitud de abastecimiento de agua potable con la finalidad de que la misma sea analizada y ponderada por 

este Concejo Municipal.  Así las cosas, en aras de garantizar el derecho humano al abastecimiento de agua 

potable a los futuros propietarios y/o beneficiarios del Eco-residencial San Vicente exponemos para su 

consideración las siguientes alternativas; a saber:  

 

Aprobar que el AyA nos brinde el servicio de abastecimiento de agua potable, ya que técnica y jurídicamente 

se ha demostrado que el viable y que la opción más sostenible y lógica para existir un tubo de abastecimiento 

de 40 cm de diámetro y solo faltaría instalar los tubos que se requieren en el proyecto.  Para estos efectos, se 

adjunta el oficio número SUB-G-AID-UEN-EyP-URB-UEP-CE-31-2009, con fecha 23 de abril del año en 

curso, donde el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados verifica y aprueba la realización de 

las obras y el diseño presentado en los planos que también se adjuntan para la extensión de ramal de agua 

potable, ya que cumplen con las disposiciones normativas y técnicas aplicables.  Que el acueducto municipal 

nos brinde el servicio de abastecimiento de agua potable en calidad, cantidad y continuidad suficiente para 

abastecer este proyecto habitacional.  Para ello, lo único que requerimos es que las pajas de agua existentes 

sean cambiadas de uso con la finalidad de cumplir con las disposiciones normativas correspondientes. Para 

esos efectos, aportamos como prueba adjunta, un estudio técnico que demuestre que esta opción es 

técnicamente viable, ya que el proyecto cuenta con la infraestructura pertinente y necesaria (tanques de 

almacenamiento, redes internas, bombas hidráulicas) para utilizar de forma racional y sostenible el recurso 

hídrico por lo que, de aceptarse, no implicaría ningún tipo de perjuicio a los usuarios existentes.  

 

Finalmente al tenor de lo expuesto y con fundamente en el derecho humano al acceso de agua potable, les 

solicitamos de manera formal y respetuosa que nos den su visto bueno o aprobación para proceder-según su 

criterio- con cualquiera de las 2 alternativas expuestas en esta carta.  A estas alturas y en aras de evitar 

cualquier tipo de confusión, hemos indicar de manera expresa, directa, firme y concreta que lo solicitado 

mediante este documento es únicamente una solicitud de servicio público de acceso al agua potable, la cual 

no puede ni debe ser confundida con ningún otro tema.  Sin otro particular me despide, no sin antes 

agradecer su pronta atención a la presente.   

 

La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton Valverde, describe que como carga urbanística se hablo en 

algún momento de que mejorara o ampliación la red del acueducto municipal, eran como ¢125.0 millones, 

para que las familias de San Vicente no se vean afectadas. 



 

El Regidor Propietario Francisco Villegas Villalobos, estipula que la solicitud ya había ingresado, este 

Concejo Municipal no ha dado ningún permiso a esta obra, además se encuentra en estrados judiciales, no 

podemos pronunciarnos, el documento debe quedar en estudio hasta que se resuelva en estrados judiciales. 

 

El Regidor Suplente Manuel Ortiz Arce, confirma que la Administración fue quien tomo decisiones sobre el 

proyecto, entonces no debemos tomar ningún acuerdo. 

 

El Presidente Municipal Hermes Zumbado Alfaro, alega que ya existe un informe del Asesor Legal y de la 

Unidad de Acueducto sobre el tema, la solicitud debe quedar en estudio. 

 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: Someter a estudio del Concejo Municipal.”  

 
SEGUNDO: Así analizado el contenido de dicha gestión es posible verificar que ya este Concejo 
Municipal se ha pronunciado con anterioridad sobre este tema de la solicitud de disponibilidad 
hídrica, precisamente ante el requerimiento que el mismo Tribunal Contencioso Administrativo 
hiciera con ocasión del Procedimiento de Medida Cautelar Anticipada tramitado bajo el expediente 
número 09-001541-1027-CA, cuya resolución determinó la obligación de resolver el trámite número 
579-2009 presentado por el señor Richard C. Godfrey, representante de Condominio La Ribera 
Belemita Cincuenta S.A.  Esta gestión fue resuelta mediante el acuerdo tomado en artículo 29 de la  
Sesión Ordinaria No. 53-2009, celebrada el ocho de setiembre del dos mil nueve, acuerdo que 
incluso fue apelado por el señor Godfrey, representante de Condominio La Ribera Belemita 
Cincuenta S.A. y remitido al Tribunal Contencioso Administrativo –donde actualmente se encuentra 
en estudio-  por acuerdo tomado en artículo 3 de la Sesión Extraordinaria N° 61-2009 celebrada el 
15 de octubre del 2009, acuerdo que al efecto dispone: 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  PRIMERO:  Avalar el dictamen del 
Asesor Legal.  SEGUNDO:  A partir de las anteriores consideraciones, no habiéndose interpuesto 
Recurso de Revocatoria y de no existiendo razones para revocar el acuerdo impugnado, se admite 
el Recurso de Apelación presentado por el señor Richard Ch. Godfrey actuando en su condición de 
representante legal de Condominio La Ribera Belemita  Cincuenta SA contra lo resuelto por este 
Concejo Municipal en el acuerdo adoptado en el Artículo 29 de la Sesión Ordinaria 53-2009, para lo 
cual se admite dicho Recurso ante el Tribunal SUPERIOR Contencioso Administrativo y se cita y 
emplaza al recurrente para que en el plazo de CINCO DÍAS hábiles contados a partir de la 
notificación de lo resuelto, se apersone ante el Tribunal Superior Contencioso Administrativo a hacer 
valer sus derechos.  Igualmente se le previene que debe señalar medio para atender notificaciones 
conforme a los dispuesto por la Ley de Notificaciones, bajo el apercibimiento de que mientras no lo 
haga las resoluciones posteriores que se dicten se le tendrán por notificadas con el solo transcurso 
de veinticuatro horas después de dictadas, igual consecuencia se producirá si el medio escogido 
imposibilitare la notificación por causas ajenas al Despacho, o bien si el lugar señalado 
permaneciere cerrado, fuere impreciso, incierto, o inexistente.  TERCERO:  Notificar al recurrente al 
Fax señalado: 2290-9030. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  PRIMERO:  Dispensar de tramite 
de Comisión.  SEGUNDO:  Avalar el dictamen del Asesor Legal.  TERCERO:  EL CONCEJO 
MUNICIPAL ACUERDA a partir de las anteriores consideraciones, resolver la Solicitud de visto 
bueno de disponibilidad hídrica (trámite 3149-2009) presentada el 11 de agosto del 2009, ratificando 



y confirmando en todos sus extremos el acuerdo tomado en artículo 29 de la  Sesión Ordinaria No. 
53-2009, celebrada el 8 de setiembre de 2009, el cual literalmente indica en su parte dispositiva: 
 
“ SE SOMETE A VOTACION POR EL FONDO LA SOLICITUD DE DISPONIBILIDAD DE AGUA POTABLE INGRESADA 
CON EL TRAMITE NÚMERO 579-2009 PRESENTADO POR EL SEÑOR RICHARD C. GODFREY, REPRESENTANTE 

DE CONDOMINIO LA RIBERA BELEMITA CINCUENTA S.A 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Juan Carlos Murillo Sánchez, Ana Betty Valenciano 
Moscoso, Francisco Villegas Villalobos Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Hermes Zumbado Alfaro y Flor 
Trejos Villalobos:  Rechazar la propuesta planteada por el Presidente Municipal Hermes Zumbado Alfaro. 

SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Ana Betty Valenciano Moscoso, Francisco Villegas 

Villalobos, Juan Carlos Murillo Sánchez Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Hermes Zumbado Alfaro y  Flor 

Trejos Villalobos:  PRIMERO:  Aceptar propuesta planteada por los Regidores Juan Carlos Murillo Sánchez y Ana Betty 

Valenciano Moscoso.  SEGUNDO:  No otorgar la disponibilidad de agua al Proyecto Urbanístico Apartamentos San 

Vicente por las razones técnicas y legales expuestas.  TERCERO:  No autorizar el abastecimiento de agua por parte del 

Instituto de Acueductos y Alcantarillados por las razones técnicas y legales expuestas.  
 
SEGUIDAMENTE SE SOMETE A VOTACION LA APROBACION EN FIRME DEL ACUERDO ADOPTADO. 
 
El Presidente Municipal Hermes Zumbado Alfaro, expone la posibilidad de apegarse al Artículo 45 del Código Municipal 
en virtud de que debe brindarse a más tardar del día diez de setiembre próximo una respuesta al interesado según lo 
resuelto por el Tribunal Contencioso Administrativo.   
 
El Asesor Legal Luis Álvarez, explica que  el Tribunal dio una orden a partir de la cual se debe de responder en un plazo 
de 15 días hábiles, considerando que la discusión de fondo y la votación por el fondo ya se dio, lo que prosigue es 
someter a votación para que el acuerdo quede definitivamente aprobado, dejando claro los regidores no están votando 
esta declaratoria de firmeza por el fondo del tema en discusión, sino para salvar su responsabilidad; siendo así se da la 
votación en firme solo para dar cumplimiento a la Resolución emitida por Tribunal Superior Contencioso Administrativo 
en relación con el Proceso de Medida Cautelar Anticipada tramitada bajo el expediente número 09-001541-1027-CA, y 
para no arriesgarse a responsabilidades como miembros del Concejo Municipal que es un órgano colegiado. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: Que en cumplimiento de lo resuelto por el Tribunal Contencioso Administrativo  con 
ocasión del Proceso de Medida Cautelar Anticipada tramitada bajo el expediente número 09-001541-1027-CA, cuya 
resolución determina la obligación de resolver el trámite número 579-2009 presentado por el señor Richard C. Godfrey, 
representante de Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A., antes del diez de setiembre de dos mil nueve, 
DECLARAR DEFINITIVAMENTE APROBADO EL ACUERDO APROBADO por la mayoría simple de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 45 del Código Municipal, aclarando los señores Regidores Hermes Zumbado Alfaro y Flor Trejos 
Villalobos que su voto para esta declaratoria de firmeza se da solo para dar cumplimiento a la Resolución emitida por 
Tribunal Superior Contencioso Administrativo, y para no arriesgarse a responsabilidades como miembros del Concejo 
Municipal que es un órgano colegiado.” 

 
Siendo que en el transcrito acuerdo los regidores que conforman este Concejo expusieron de un 
modo muy amplio las consideraciones y justificaciones de la decisión adoptada en ese momento, en 
este acto se ratifican las argumentaciones expuestas por cada uno de ellos en ese momento y la 
resolución del asunto conforme se estableció en el acuerdo ratificado. Los regidores Hermes 
Zumbado y Flor Trejos aclaran que su decisión es la misma que la que se expuso en el acuerdo 
confirmado según sus las justificaciones rendidas en ese momento. 
 
ARTICULO 32.  En cumplimiento de lo ordenado por resolución de las diez horas doce minutos del 
veinte de enero de dos mil diez, notificada a este Municipio el pasado 5 de febrero, correspondiente 
a un proceso de Amparo de Legalidad presentado por el señor Richard Ch. Godfrey contra la 



Municipalidad de Belén, tramitado en el Tribunal Contencioso Administrativo bajo el expediente 09-
002531-1027-CA, procede este Concejo Municipal a resolver la gestión de Solicitud de criterio 
jurídico mediante oficio ODU-024-2009 (trámite 3764-2009), presentado el 24 de setiembre del 2009, 
lo cual se realiza en los siguientes términos: 
 

CONSIDERANDO 
 
Esta gestión evidentemente carece de todo sustente normativo, y no existen hechos nuevos ni 
relevante que merezcan analizar la posibilidad de revocar los acuerdos tomados en relación al oficio 
ODU-024-2009.  Es de extrañar que el recurrente afirmara ante el Tribunal Contencioso 
Administrativo que este Concejo Municipal no haya resuelto gestiones recursivas, siendo que este 
órgano colegiado ya se ha pronunciado contundentemente sobre este tema, según acuerdo tomado 
en el artículo 25 de la sesión ordinaria 40-2009 celebrada el 7 de julio de 2009 y ratificada el 14 de 
julio de ese mismo año; acuerdo que además fue debidamente notificado el día 17 de julio de 2009 
al recurrente Richard C. Godfrey como representante de Condominio La Ribera Belemita Cincuenta 
S.A. al fax 2589-2045.  Dicho acuerdo dispone lo siguiente: 
 
ARTICULO 25.  Se somete a votación el dictamen del Asesor Legal. En respuesta al requerimiento de este Concejo 

Municipal realizado mediante acuerdo adoptado en el artículo 8 del acta de la Sesión Ordinaria 32-2009 celebrada el 2 

de junio de 2009, y habiéndose entregado el expediente administrativo requerido a la administración el pasado 19 de 

junio, procede esta asesoría legal a pronunciarse en relación con el recurso de revocatoria con apelación en subsidio 

presentado por el señor Richard Ch. Godfrey en su condición de representante legal de Condominio La Ribera Belemita  

Cincuenta SA contra el oficio ODU-024-2009 de 20 de de mayo de 2009. 

 

PRIMERO: ANTECEDENTES ACREDITADOS EN EL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO DE RELEVANCIA 

PARA LA RESOLUCIÓN DE ESTE RECURSO 

 

 

1. Que mediante oficio DU-060-2007 de fecha 21 de diciembre de 2007, suscrito por el Arq. Luis Bogantes Miranda 

coordinador de la Unidad de Desarrollo Urbano de la Municipalidad de Belén se indica que “En relación con el 

Expediente de Solicitud de Permiso de Construcción N° 114-2007, como aclaración al oficio UA-207-2007 de la Unidad 

Ambiental, en donde evidencia la divergencia de criterios, y por ende de competencia de que existe en relación con la 

Zona de Protección del Pozo AB-1571, entre MINAE, Oficio IMN-DO-2932-05 y el senara, Oficio ASUB-452-2007, esta 

Unidad ha recibido hoy copia del oficio GE-738-07 de fecha 20 de diciembre de 2007, suscrito por el Ing. Bernal Soto 

Zuñiga, Gerente General de SENARA, el cual respalda el criterio del MINAE, por tratarse de ser una opinión emitida por 

el Rector en la materia. Lo anterior completa la parte documental del Expediente N° 114-2007.(…)” 

 

2. Que mediante oficio DU-03-2008 de fecha 22 de enero de 2008, suscrito por el Arquitecto Luis A. Bogantes Miranda 

se remite al Concejo Municipal el informe técnico y el expediente administrativo correspondiente a la Solicitud de 

Permiso de Construcción N° 114-2007, correspondiente al Proyecto Apartamentos San Vicente, a construir en la finca de 

Heredia matrícula 50916 ubicada en San Antonio de Belén, Barrio San Vicente frente al Salón Comunal, propiedad de 

Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A., e indicando que se remite el informe técnico y el expediente para su 

consideración; y que esta remisión se hace para cumplir con el artículo 21 del Reglamento de Otorgamiento de Permisos 

de Construcción. 

 

Que el Concejo Municipal recibió el día Martes de 22 de enero de 2008 a la 1:20 p.m. el referido oficio DU-03-2008 de 

fecha 22 de enero de 2008, sin embargo, no fue conocido en la sesión del martes 22 de enero de 2008, por cuanto para 

esa sesión la correspondencia a conocer por el Concejo se había ordenado según la ingresada antes de las 12 horas de 

ese día, dado que así lo ha dispuesto el Concejo Municipal, por el conocimiento y deliberación que previamente debe 

tener el órgano colegiado de los asuntos a tratar. 

 

3. Que el Concejo Municipal mediante acuerdo adoptado en el artículo 41 del Acta de la Sesión 07-2008 del 29 de enero 

de 2008, conoció y el resolvió el citado oficio DU-03-2008 del Arq. Luis Bogantes Miranda, Unidad de Desarrollo 

Urbano, acuerdo en lo que  interesa dispuso: 



SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  PRIMERO:  Avalar la Moción que presenta el 

Presidente Municipal Francisco Villegas Villalobos, la cual es acogida por los Regidores Juan Carlos Murillo 

Sánchez, Ana Betty Valenciano Moscoso, Flor Trejos Villalobos, Hermes Zumbado Alfaro.  SEGUNDO: Que ante los 

cuestionamientos de procedimiento expuestos ampliamente en los puntos precedentes, se devuelve el conocimiento de 

la Solicitud del Permiso de Construcción N° 114-2007 a la Alcaldía Municipal para que los funcionarios competentes 

resuelvan lo que esté dentro del ámbito de sus competencias y en estricto apego al bloque de legalidad y a las normas 

de orden público y ambientales.  TERCERO:  Resulta indispensable que de previo al dictado de cualquier acto de 

aprobación se realicen todas las aclaraciones a los cuestionamientos técnicos expuestos en los considerandos Sexto y 

Sétimo antes expuestos y que además se cuente con los informes técnicos de las Unidades de Servicios Públicos, Obras 

y Ambiente que sean necesarios para valorar todos los elementos técnicos antes cuestionados y concretamente los 

Oficios de SENARA recientemente conocidos, que puedan implicar la afectación de Normas de Orden Público, 

ambientales o bien que afecten derechos fundamentales de los Munícipes  de Belén.  CUARTO:  El Concejo Municipal 

aclara que exigirá en caso contrario que se asienten todas las responsabilidades que se desprendan de actos u 

omisiones de los funcionarios administrativos competentes; siendo el Alcalde, como órgano ejecutivo del Municipio y 

Administrador General, el responsable de velar por el fiel cumplimiento de dichas normas por parte de los 

funcionarios jerárquicamente dependientes.  QUINTO:  Dispensar de tramite de Comisión.” 

 

Este acuerdo fue notificado al recurrente el día primero de febrero de 2008 a las 16:15 horas, expedida por la Secretaria 

Municipal. 

 

4. Que el día 29 de enero de 2008 el Concejo Municipal de Belén tuvo conocimiento de la existencia del oficio GE-049-08 

de fecha 28 de enero de 2008 suscrito por el Gerente General de SENARA, el cual indica lo siguiente: 

 

“GE-049-08 

28 de enero del 2008. 

Señor: 

Lic. Francisco Villegas Villalobos 

Presidente 

CONCEJO MUNICIPAL 

MUNICIPALIDAD DE BELÉN 

Estimados Señores. 

Por este medio el suscrito BERNAL  SOTO  ZUÑIGA,  GERENTE GENERAL CON  FACULTADES DE APODERADO 

GENERALISIMO SIN LIMITE DE SUMA, del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas Riego y Avenamiento, SENARA, 

cédula de persona jurídica número tres- cero cero siete-cero cuatro dos cero cuatro uno,  me permito manifestar a ese 

Concejo  lo siguiente: 

Por un error de apreciación y por no contar en ese momento con suficientes elementos de juicio que me permitieran 

emitir un criterio técnicamente fundamentado, en torno al tema consultado por los interesados en el desarrollo de El 

Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A, que se desarrolla en esa jurisdicción y con el afán de rectificar  el 

criterio emitido mediante oficio GE 738-07 de fecha 20 de diciembre del 2007, en torno al tema consultado a esta 

Gerencia mediante carta suscrita por el señor Richard Godfrey en su condición de Representante de la compañía 

referida,  el  6 de noviembre del año recién finalizado, me permito dejar sin efecto el oficio supraindicado y en su  lugar 

enviar a ese Concejo el criterio técnico legal emitido por la Asesoría Legal Institucional mediante oficio No. SL-232-2007 

de 19 de diciembre del 2007, sobre el tema consultado, el cual esta Gerencia avala, mismo en el cual se clarifica a nivel 

de competencias  a quien corresponde dirimir y definir el tema consultado y los alcances del ASUB-452-07, emitido por 

el área de Aguas Subterráneas de esta Institución. 

No omito manifestar, la disponibilidad de la Institución que represento de colaborar con esa Municipalidad en el apoyo 

técnico para llevar a cabo los estudios procedentes, que permitan concluir la inocuidad de la actividad que se pretende 

desarrollar, sobre el bien demanial que merece ser tutelado, para lo cual estamos adicionalmente en la mejor disposición 

de revisar y valorar las propuestas técnicas que presenten los interesados tendientes a mitigar cualquier impacto 

negativo que pudiera eventualmente detectarse en el proyecto constructivo. 

Adjunto para su conocimiento, y a lo que a bien proceda, el oficio SL-232-007, suscrito por la Licda. Patricia Leandro 

Tabasch, Asesora Legal de esta Institución. 

Sin más y atento a cualquier aclaración procedente, suscribe de Usted con toda consideración, 

Lic. Bernal Soto Zúñiga 

GERENTE GENERAL 

C Concejo Municipal 

Ing. Carlos Romero F. Area de Aguas Subterráneas 

Ing. Horacio Alvarado Bogantes. ALCALDE Municipalidad de Belén 



Consecutivo/Archivo” 

 

A partir de este oficio el Concejo Municipal de Belén consideró que habiendo ingresado el mismo a la corriente 

administrativa, y valorando que en él se dejaba sin efecto el memorial oficio GE-738-07 con el cual la Unidad de 

Desarrollo Urbano emitió el oficio DU-060-2007 de fecha 21 de diciembre de 2007, suscrito por el Arq. Luis Bogantes 

Miranda (ver punto Primero de este informe) y a partir del cual el desarrollador consideró que se generaba un el silencio 

positivo, es evidente que dicho oficio DU-060-2007 queda igualmente sin efecto, puesto que SENARA al ratificar el 

criterio técnico legal emitido por la Asesoría Legal Institucional mediante oficio No. SL-232-2007 de 19 de diciembre del 

2007 expresamente estableció que se deben respetar los radios de protección del pozo a partir del cual se tomará el agua 

potable que abastecerá el proyecto en cuestión. Se analiza además que este radio de protección evidentemente afecta las 

áreas a construir que pretendía el desarrollador, de manera que no era posible aprobar el proyecto en la forma que se 

había presentado, porque al no respetarse ese radio de protección, no solo no se completaban los requisitos exigidos 

para la aprobación, sino que además se violentaban directamente disposiciones de orden público relacionadas con la de 

un pozo de extracción de agua destinado a consumo humano. 

 

Como se puede apreciar esto generó un cambio significativo en el análisis técnico jurídico del fondo de este permiso, ante 

el cual la Municipalidad de Belén no pudo obviar la valoración de las disposiciones ambientales que están de por medio, 

considerando que el instituto del Silencio Positivo no tenía operatividad en relación con la materia ambiental, en 

atención a la materia de que se trata, todo ello respaldado en el artículo 4 de la Ley Forestal, número 7575, de trece de 

febrero de mil novecientos noventa y seis, que en lo que interesa dispone textualmente: "En materia de recursos naturales 

no operará el silencio positivo, contemplado en los artículos 330 y 331 de la Ley General de la Administración Pública." 

  

En concreto la Sala Constitucional, ha establecido que existen materias en que la figura del silencio positivo no es de 

aplicación, tal es el caso de la materia ambiental, urbanística y de domino público, entre otras (Ver Votos Nº 2233 - 93 y 

Nº 6836-93, entre otros).  

 

Que habiéndose aprobado por el Concejo Municipal el acuerdo tomado en el artículo 41 del Acta de la Sesión 07-2008 

del 29 de enero de 2008, donde se conoció y el resolvió el varias veces citado oficio DU-03-2008 del Arq. Luis Bogantes 

Miranda, Coordinador de la Unidad de Desarrollo Urbano, dicho trámite fue remitido al Alcalde Municipal el primero 

de febrero de 2008 a las 14:40 horas, con el fin de que se analizara en estricto apego a las normas de orden público los 

efectos que el oficio GE-049-08 de SENARA tendrían sobre la propuesta para desarrollar y construir el proyecto en 

cuestión por parte del recurrente, y ese mismo día el Alcalde Municipal se lo remite a todas las Unidades Técnicas 

encargadas de pronunciarse sobre el asunto, por lo que los temas ambientales y de derechos fundamentales, en concreto 

el derecho a la vida, a la salud, y a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado deberán ser observados en los 

análisis técnicos necesarios que desde el día 29 de enero de 2008 son indispensables con el ingreso del referido oficio 

GE-049-2008. 

 

5. Que conociendo este oficio GE-049-08 de fecha 28 de enero de 2008, mediante revisión presentada en sesión ordinaria 

08-2008 del 5 de febrero de 2008, el Concejo Municipal, según lo dispuesto por artículos 153 en relación con el artículo 

48 del Código Municipal, modifica el acuerdo (no firme) tomado en el Artículo 48 de la Sesión Ordinaria 07-2008 del día 

29 de enero de 2008, a efecto de que el mismo se leyera así: 

 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: PRIMERO: Avalar el Recurso de Revisión presentado por el Presidente 

Municipal Francisco Villegas Villalobos, Juan Carlos Murillo Sánchez, Hermes Zumbado Alfaro, Flor Trejos 

Villalobos, Ana Betty Valenciano Moscoso.  SEGUNDO:  Denegar por improcedente ante las consideraciones de 

hecho y de derecho expuestas, la Solicitud de Silencio Positivo presentada por Richard Charles Godfrey y conocida por 

este Concejo Municipal el día martes de 29 de enero de 2008 según trámite con número 303, sobre todo considerando 

que a partir del oficio GE-049-08 de fecha 28 de enero de 2008 suscrito por el gerente general de SENARA, en el cual 

se deja sin efecto el memorial oficio GE-738-07, no es posible aprobar el Proyecto es estudio en la forma que se ha 

presentado, porque no se respeta el radio de protección del pozo y siendo así, no solo no se completan los requisitos 

exigidos para la aprobación, sino que además se violentan directamente disposiciones de orden público relacionadas 

con el radio de protección de un pozo de extracción de agua destinado a consumo humano y se afectan derechos 

fundamentales y disposiciones ambientales consagradas en el Artículo 50 de la Constitución Política.  TERCERO:  

Requerir a la Alcaldía Municipal que gire las instrucciones necesarias a efecto de que se realicen todos los estudios y 

aclaraciones por parte de las Unidades de Ambiente y Servicios Públicos necesarios para valorar los alcances y efectos 

del Oficio GE-049-08 de fecha 28 de enero de 2008 suscrito por el Gerente General de SENARA, sobre el Proyecto 

relacionado con la Solicitud del Permiso de Construcción 114-2007 para el Proyecto Apartamentos San Vicente, a 

construir en la Finca de Heredia Matrícula 50916 ubicada en San Antonio de Belén, Barrio San Vicente frente al 

Salón Comunal, propiedad de Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A.  CUARTO:  El Concejo Municipal 



aclara que exigirá en caso contrario que se asienten todas las responsabilidades que se desprendan de actos u 

omisiones de los funcionarios administrativos competentes; siendo el Alcalde, como Organo Ejecutivo del Municipio y 

Administrador General, el responsable de velar por el fiel cumplimiento de dichas normas por parte de los 

funcionarios jerárquicamente dependientes.  QUINTO: Se dispensa del trámite de Comisión.  SEXTO: Aprobar el Acta 

N°07-2008 de la Sesión Ordinaria N°07-2008, celebrada el veintinueve de enero del año dos mil ocho.” 

 

Este acuerdo fue notificado al desarrollador del proyecto Apartamentos San Vicente, el día 8 de febrero de 2008 a las 

15:31 horas. 

 

6. Que el Concejo Municipal mediante acuerdo tomado al acoger la revisión presentada en sesión ordinaria 08-2008 del 

5 de febrero de 2008, con fundamento en el artículo 48 del Código Municipal, modificó el acuerdo tomado en el Artículo 

48 de la Sesión Ordinaria 07-2008 del día 29 de enero de 2008 y respondió la gestión del interesado, acuerdo que 

conforme a lo dispuesto por el artículo 53 inciso b) del Código Municipal, en relación con el artículo 262 inciso b) de la 

Ley General de la Administración Pública, fue notificado por la Secretaria Municipal en los siguientes tres días hábiles 

(8 de febrero de 2008 a las 15:31 horas) una vez que se consideró acuerdo definitivamente aprobado. 

 

7. La Alcaldía Municipal, mediante Memorandos AM-A-029-2008, 01 de febrero del 2008, y AM-A-031-2008, les 

comunicó a los Directores del Área Técnica Operativa y Desarrollo Urbano, Servicios Públicos, la Unidad Ambiental y 

la Unidad de Desarrollo Urbano, con el fin de que cada una de citados repartos administrativos se refirieran de nuevo al 

fondo del permiso, según los requerimientos hechos por el Concejo y SENARA. 

 

En virtud de lo anterior el primer Memorando que se genera es el UO-040-2008, de 21 de febrero del 2008, el que dice: 

“...es criterio de esta Unidad concluir que el Desarrollador cumple con las exigencias u obligaciones que por 

normativa puede la Municipalidad exigir en materia de mejoramiento a la infraestructura pública (mejoras a media 

vía a lo largo de toda la longitud o frente del proyecto), y que adicionalmente propone colaborar en las mejoras de la 

infraestructura ajenas al proyecto, de acuerdo con los lineamientos y compromisos que se deriven de un proceso de 

negociación entre las partes” 

 

Por su parte el Director de Servicios Públicos de la Municipalidad, de Belén, que tiene a cargo la administración del 

acueducto local, remitió su informe a la Unidad de Desarrollo Urbano, según lo solicitado y así en MEMORANDO ASP-

068-2008 de 25 de febrero del 2008, afirmó en lo que interesa: “...Que el tanque de abastecimiento propuesto para el 

desarrollador cumple con los criterios de diseño de Acueductos y Alcantarillados con un volumen de 75 m3 para la 

población total del desarrollo...Que de acuerdo con la lámina M-1.2 y 1.7 del proyecto, las tuberías de distribución y 

conducción cumple con lo requerido en la normativa vigente ya que no se ubica en el proyecto diámetros menores al 

100 mm. (4”) y que las acometidas a los edificios se encuentran en 75 mm. (3/4).” 

 

Igualmente, mediante trámite 1192 de fecha 12 de marzo del 2008, el interesado del proyecto urbanístico, aporta a la 

Municipalidad, copia fotostática del oficio DM-248-2008 de 03 de marzo del 2008, del Ministro de Ambiente y Energía 

en el que resuelve con criterio legal, el conflicto relacionado con la delimitación de la zona de protección del pozo, cuyo 

aprovechamiento y explotación está autorizado por ese ministerio, se trata del pozo AB-1571, en tal documento, se pone 

en evidencia los criterios contrapuestos entre el Departamento de Aguas del MINAE y el SENARA y sobre el particular 

afirma categóricamente el señor Ministro: 

 

“Con respecto a las dos posiciones expuestas por las mencionadas instituciones, es conveniente comenzar por citar el 

artículo 8 de la Ley de Aguas, el cual indica: “Artículo 8. Las labores de que trata el artículo anterior para 

alumbramientos, no podrán ejecutarse a menor distancia de cuarenta metros de edificios ajenos, de un ferrocarril o 

carretera, ni a menos de cien de otro alumbramiento o fuente, río, canal, acequia o abrevadero público, sin la licencia 

correspondiente del Ministerio de Ambienten y Energía. Tampoco podrán ejecutarse estas labores dentro de una 

pertenencia minera, sin previa estipulación para al resarcimiento de perjuicios. (Así reformado por el Transitorio V de 

la Ley No. 7593, del 9 de agosto de 1996)  

 

La Unidad Ambiental de la Municipalidad rindió el informe UAA-032-2008 de 17 de marzo del 2008, el que establece en 

lo que interesa lo siguiente: “...Una vez revisado el expediente administrativo que se refiere al caso en cuestión, desde el 

punto de vista ambiental, no se encuentra aspectos que deban ser aclarados o ampliados en forma adicional, ya que 

cuando se calificó el proyecto en su oportunidad, únicamente se le solicitó al interesado un estudio hidrogeológico, el 

cual es debidamente analizado y resuelto en el punto 4 anterior ...Por lo todo lo antes descrito la Unidad Ambiental de 

la Municipalidad de Belén no encuentra objeción para continuar con el trámite de permiso de construcción Número 

114-2007 correspondiente al proyecto Apartamentos San Vicente y así cumplir con lo establecido por el concejo 

municipal de Belén en acuerdo 0741-2008.” 



 

8. En virtud de toda la información generada en el expediente administrativo y una vez revisada todo la documentación 

incorporada, la Unidad de Desarrollo Urbano, procedió  emitir el Memorando DU-019-2008, de 17 de marzo del 2008, 

que se adjunta, concluye que: “Habiendo cumplido con los requisitos solicitados por esta Municipalidad en el trámite de 

permiso de construcción 114-2007, se aprueba el Proyecto Apartamentos San Vicente a construir en la finca 50916, 

ubicada en San Antonio de Belén, Barrio San Vicente frente al Salón Comunal, propiedad de Condominio La Ribera 

Belemita Cincuenta  S. A. por lo que se genera oficialmente el permiso de construcción 7604-2008 y se procede a 

comunicar a su representante legal para que se cancele del Impuesto de Construcción correspondiente.”  De esta manera 

se extendió el permiso de construcción 7604, según correspondía. 

 

9. Tal y como se indicara al inicio de este informe, mediante sentencia No. 2008-15657, aclarada por sentencia No. 2008-

18934, esa honorable Sala Constitucional dispuso:  

“…Se aclara la sentencia #2008-15657 de las 11:45 horas del 17 de octubre del 2008, para que su parte dispositiva se 

lea como sigue y no como se transcribió inicialmente en ella: “Se declara con lugar el recurso.  Se ordena a Roberto 

Dobles Mora, Ministro del Ambiente y Energía, a Horacio Alvarado Bogantes, Alcalde Municipal, y a Francisco 

Villegas Villalobos, Presidente Municipal, ambos de la Municipalidad de Belén, o a quienes ocupen esos cargos, 

disponer lo necesario para se respete la distancia de cuarenta metros de protección entre el pozo AB-1571 y el proyecto 

constructivo que aquí ocupa indicada en los oficios GE-049-08 y ASUB-452-07, todos del Servicio Nacional de Aguas 

Subterráneas, Riego y Avenamiento.  Se condena al Estado y a la Municipalidad de Belén al pago de las costas, daños 

y perjuicios ocasionados, los cuales se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.  Se 

advierte a Roberto Dobles Mora, Ministro de Ambiente y energía, a Horacio Alvarado Bogantes, Alcalde Municipal, y 

a Francisco Villegas Villalobos, Presidente Municipal, ambos de la Municipalidad de Belén, o a quienes ocupen esos 

cargos, que, de conformidad con el artículo 71 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, se impondrá prisión de tres 

meses a dos años, o de veinte a sesenta días multa, a quienes recibiere una orden que deba cumplir o hacer cumplir, 

dictada en un recurso de amparo y no la cumpliere o no la hiciere cumplir, siempre que el delito no esté más 

gravemente penado. Notifíquese a los recurridos la presente resolución en forma personal.  Comuníquese. “ 

 

SEGUNDO: HECHOS REFERIDOS A LAS ULTIMAS ACTUACIONES DE LA ADMINISTRACION MUNICIPAL 

 

1. Una vez conocida la primera sentencia de esa Sala Constitucional, sea el Voto  N°  2008-15657 en fecha 10 de 

noviembre del 2008 la Alcaldía Municipal mediante Oficio AM-A-362-2008 solicita a la Dirección Operativa girar 

instrucciones a efectos de que se lleve a cabo levantamientos topográficos para determinar la zona de protección del pozo 

AB-1571, según los términos resueltos ese alto tribunal. 

 

2. En fecha 10 de noviembre del 2008 la Alcaldía Municipal mediante Oficio AM-A-362-2008 solicita a diferentes 

Unidades Técnicas y Legales hacerse presentes a inspección en el proyecto Apartamentos San Vicente, a raíz de la 

convocatoria realizada por funcionarios del MINAET mediante oficio IMN-DA-3889-2008 según tramite No. 5236, y el 

día 13 de noviembre del 2008 se lleva a cabo visita de campo e inspección ocular en el sitio de interés, en la cual 

participan Funcionarios de la Municipalidad de Belén, el Ministerio de Ambiente Energía y Telecomunicaciones, el 

SENARA y representantes del proyecto  Apartamentos San Vicente. En el mismo acto la Unidad de topografía de la 

Municipalidad procede con el levantamiento topográfico de las obras colindantes con el pozo AB-1571. 

 

3. Que en cumplimiento del Voto  N°  2008-15657 de esta honorable Sala Constitucional, el Concejo en acuerdo tomado 

en artículo 26 de la sesión ordinaria número 68-2008 del 11 de noviembre de 2008, resolvió:  

 

“SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  PRIMERO:  Avalar el Oficio del Asesor Legal.  

SEGUNDO:  En cumplimiento de lo ordenado por la Sala Constitucional en el voto número 2008-015657 ordenar al 

Alcalde Municipal, que proceda a dictar conforme a las competencias que le corresponden como funcionario ejecutivo 

(artículo 169 de la Constitución Política) y conforme a sus competencias inherentes a la condición de administrador 

general y jefe de las dependencias municipales, (Artículo 17, a del Código Municipal), que se procedan a dictar por parte 

de los funcionarios competentes los actos administrativos necesarios y suficientes para hacer valer lo resuelto por la Sala 

Constitucional en el voto número 2008-015657,  donde se ha declarado con lugar el recurso de amparo número 08-

005315-2007.” 

 
Este acuerdo fue notificado al Alcalde Municipal por parte de la Secretaria del Concejo el día 14 de noviembre de 2008, tal y como 
consta en la certificación adjunta; y además se envió copia a esta Sala Constitucional el Apia 21 de noviembre de 2008. 
4. Que con posterioridad al anterior acuerdo, el Concejo Municipal en adoptó el acuerdo tomado en artículo 28 de la sesión ordinaria 
78-2008 del 22 de diciembre de 2008, en el cual se solicita al Alcalde que presente un informe detallado de las actuaciones que a esa 
fecha había realizado la administración municipal en cumplimiento, tanto del voto como del acuerdo indicado en el punto 12 anterior 
tomado por el Concejo.  



5. Que el día 18 de noviembre de 2008, la Unidad de Topografía del Área Operativa en función de lo solicitado por la 

Dirección Operativa en el Oficio DO.0273-2008 emite el informe técnico TO-14-2008, acompañado del plano de 

ubicación topográfico solicitado en el punto anterior. En fecha  18 de noviembre de 2008, la Dirección Operativa remite 

el informe técnico TO-14-2008, a la Alcaldía, mediante Oficio DO.0282-2008. 

 

6. En fecha  9 de diciembre del 2008 la Dirección Operativa recibe por parte de la Alcaldía  el Oficio AM-A-416-2008 

donde se  solicita girar instrucciones a la Unidad de Desarrollo Urbano, a efectos de que se realicen las acciones útiles y 

necesarias, a fin de garantizar la zona de protección del Pozo AB-1571 y así dar cumplimiento a lo establecido por la 

Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 

 

7. En fecha  9 de diciembre del 2008 el Representante Legal de Condominio la Ribera Belemita Cincuenta S.A  

propietaria del proyecto de interés, informa a la Municipalidad de Belén mediante tramite 5640 que se ha gestionado por 

parte de su representada ante el Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente Energía  y Telecomunicaciones la  

clausura temporal del pozo AB 1571 de acuerdo al Artículo  26 de la Ley de Aguas. 

 

8. En fecha 11 de diciembre del 2008 la Dirección Operativa emite el Oficio DO.0291-2008, donde se le solicita a la 

Unidad de Desarrollo Urbano proceder de acuerdo a la Normativa Vigente y en aplicación al principio precautorio 

garantizar  la zona de protección del Pozo AB-1571, ante la duda de posible contaminación de la fuente de agua de 

interés.  

 

9. En fecha 12 de diciembre del 2008 el Representante Legal de Condominio la Ribera Belemita Cincuenta S.A  

propietaria del proyecto de interés, informa a la Municipalidad de Belén mediante tramite N°.5693 que  el señor José 

Miguel Zeledón Calderón, Jefe del Departamento de Aguas del  Ministerio de Ambiente Energía y Telecomunicaciones 

mediante oficio IMN-DA 4315-08 de fecha 11 de diciembre de 2008 comunica que se han iniciado las acciones 

pertinentes para confeccionar la resolución de suspensión temporal del Pozo AB 1571 de conformidad con el plazo que 

establece el Articulo 26, inciso I, referente al tiempo de no uso y aprovechamiento de la concesión de agua otorgada  

 

10. En fecha 15 de diciembre del 2008 el Representante Legal de Condominio la Ribera Belemita Cincuenta S.A  

propietaria del proyecto de interés, informa a la Municipalidad de Belén mediante trámite N°.5718  que el miércoles 17 

de diciembre de 2008 a las 10:00 am se procederá con la clausura del Pozo AB-1571, cruzando  invitación oficial a los 

funcionarios de la Municipalidad a hacerse presentes  en ese acto, y así cumplir con lo ordenado por la Sala 

Constitucional de Corte Suprema de Justicia mediante Voto N°:2008-15657. 

 

11. En fecha 17 de diciembre del 2008 la administración municipal lleva a cabo visita de campo en el  proyecto 

Apartamentos San Vicente, en el cual participan funcionarios de la Municipalidad de Belén y representantes del proyecto 

de interés y donde  se procede con el cierre temporal del  pozo AB 1571, lo cual es levantado por los Notarios Públicos 

presentes, y consignado en las respectivas actas notariales. 

 

12. Que en virtud de la vigencia del permiso de construcción 7604-2008 correspondiente al Proyecto Apartamentos San 

Vicente, lo resuelto por esa honorable Sala Constitucional, y los alcances del artículo 26 de la Ley de Aguas, la Unidad 

de Desarrollo Urbano, mediante oficio DU-01-2009, de fecha 6 de enero del 2009, se requirió al recurrente, para que en 

el plazo de 10 días hábiles presentara: 

“1- La aprobación del Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente y Energía y Telecomunicaciones…de la 

resolución final de la suspensión temporal del Pozo AB 1571. 

 2- La autorización de la institución que se hará responsable del suministro de agua potable para el proyecto de interés, 

de conformidad con el oficio UNSD-GAM2262-2008-01628 del Instituto Costarricense de Acueductos y 

Alcantarillados, correspondiente al trámite 5640-2008, debido al proceso de la suspensión del Pozo AB1571, indicado 

en el punto 1 anterior, de manera que se cumpla con todos los requisitos establecidos por Ley, para garantizar la 

continuidad del citado Permiso de Construcción PC-7604-2008 correspondiente al Proyecto Apartamentos San 

Vicente.” 

 

13. Mediante resolución IMN-DA-0077-2009 de las nueve horas del nueve de enero del dos mil nueve el Jefe del 

Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente y Energía, dispuso: mantener cerrado el pozo 1571 del proyecto 

constructivo del recurrente, en virtud de lo dispuesto por el artículo 26 de la Ley de Aguas. El plazo indicado en el punto 

anterior fue prorrogado a 20 días hábiles, mediante oficio DU-05-2009 de 10 de febrero del 2009, con ocasión de la 

solicitud hecha por el recurrente, mediante trámite 101, dirigido a la Alcaldía, de un informe técnico sobre la existencia 

de agua e infraestructura actual o necesaria para la zona donde se desea realizar el proyecto constructivo. 

 

14. Para el 11 de marzo del 2009 el recurrente, mediante trámite 935,  informa que en respuesta al oficio DU-05-2009 

citado en el hecho anterior, ha presentado al Concejo Municipal relacionado con el abastecimiento del agua potable de 



su proyecto urbanístico, ya sea autorizando que sea el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados quien 

brinde tal servicio público o que el abastecimiento sea local. 

 

15. Que según consta en el expediente administrativo, la Unidad de Desarrollo Urbano mediante oficio DU-013-2009 de 

fecha 13 de marzo del presente año, notificado el 26 del mismo mes y año procedió a clausurar la construcción del 

proyecto de apartamentos, del recurrente y para tal fin se determinó por parte de esa Unidad lo siguiente. 

 

“1. Que el proyecto de apartamentos San Vicente cuenta con el permiso de construcción No. 7604-08, el cual se otorgó 

al cumplir con los requisitos que solicita esta Municipalidad, el cual se abastecería de agua del pozo AB-1571. 

2. Que en el oficio, trámite No. 463 usted informa del cierre temporal del pozo AB-1571, según resolución oficio IMN-

DA-0077-2009 suscrito por el Jefe del Departamento de Aguas del MINAET. 

3. Que ya venció el plazo por usted solicitado para resolver el abastecimiento de agua del proyecto (oficio trámite 101-

2009). 

4. Que no existe certeza sobre el abastecimiento de agua del proyecto de apartamentos que albergaría a familias que 

vivirán en ese lugar (oficio trámite 935). 

5. Que el oficio DJ-477-2008 y el oficio DJ-450-2008 en adición al oficio anterior se dan recomendaciones sobre este 

caso a la Alcaldía.  

Por tanto 

Considerando el cierre temporal y preventivo del pozo AB-1571 para evitar la posible contaminación, aunado al radio 

de protección y a la ausencia en este momento del abastecimiento del agua del proyecto de apartamentos que 

albergaría familias que vivirían en ese lugar, se el solicita la paralización de las obras, al amparo del artículo 11.1 

Criterio precautorio, de la Ley de Biodiversidad, del Reglamento para el Otorgamiento de Permisos de la 

Municipalidad de Belén y voto número 2008-015657 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, a 

partir de el recibimiento de la presente resolución.” 

 

16. En el momento de la notificación del anterior oficio, oficio DU-013-2009 de fecha 13 de marzo del presente año, el 

inspector de construcción determina que se ha edificado en la finca del proyecto una estructura metálica en el sector 

oeste del mismo, que no estaba contemplado en el permiso de construcción, lo cual se acredita con las fotografías, que 

constan en el folio 87 del expediente administrativo.  

 

17. Que el Concejo Municipal mediante acuerdo tomado en el artículo 19 de la sesión ordinaria 18-2009, estableció en lo 

que interesa lo siguiente:  

“ (…) 
SEGUNDO: DE LA OBLIGACIÓN DEL ALCALDE MUNICIPAL DE CUMPLIR LA ORDEN DEL CONCEJO MUNICIPAL Y LA 
IMPOSIBILIDAD DEL CONCEJO DE ASUMIR POTESTADES ADMINISTRATIVAS.  Con el fin de comprender como el Concejo 
Municipal, ha actuado dentro del marco de sus competencias según lo ordenado por la Sala Constitucional en el voto antes referido, 
es importante analizar lo que al respecto ha dicho la Procuraduría General de la República en relación a las diferentes funciones de 
los órganos que integran el gobierno municipal. Al respecto se dicho en el dictamen C-261-2005 lo siguiente:  “Al Concejo le compete, 
entre otras, la fijación de las políticas y prioridades de desarrollo del municipio conforme al programa de gobierno inscrito por el alcalde 
municipal para el período por el cual fue elegido, acordar los presupuestos y aprobar las contribuciones, tasas y precios de los 
servicios municipales, proponer a la Asamblea Legislativa los proyectos de tributos municipales, dictar los reglamentos para la 
prestación de los servicios municipales, nombrar y remover al auditor o contador y al secretario del Concejo y comunicar al Tribunal 
Supremo de Elecciones las faltas que justifiquen la remoción automática del cargo de regidor o alcalde municipal (artículo 13).  Por su 
parte, al Alcalde le compete ejercer las funciones inherentes a la condición de administrador general y jefe de las dependencia 
municipales, vigilando la organización, el funcionamiento, la coordinación y el fiel cumplimiento de los acuerdos municipales, las leyes 
y los reglamentos en general, sancionar y promulgar las resoluciones y los acuerdos aprobados por el Concejo Municipal y ejercer el 
derecho al veto, rendir cuentas a los vecinos del cantón, mediante un informe de labores ante el Concejo Municipal, nombrar, 
promover y remover al personal de la municipalidad, así como concederle licencias e imponerle sanciones y ostentar la representación 
legal de la municipalidad, entre otros (artículo 17).  
Tal y como lo ha manifestado la Sala Constitucional, el Concejo Municipal y el Alcalde son dos órganos diferenciados, 

con funciones y relaciones entre ellos definidas (sentencia N.° 5445-99 del 14 de julio de 1999).  Esta diferenciación de 

funciones tiene base constitucional en tanto el artículo 169 de la Carta Fundamental establece que “La administración de 

los intereses y servicios locales en cada cantón, estará a cargo del Gobierno Municipal, formado por un cuerpo 

deliberante, integrado por regidores municipales de elección popular, y de un funcionario ejecutivo que designará la 

ley”.  Existe, por ende, una clara división de funciones entre el Concejo y el Alcalde, basada en el juego de pesos y 

contrapesos propio del sistema democrático consagrado en la Carta Fundamental.  Sobre el Alcalde Municipal ya esta 

Procuraduría ha señalado que es el jerarca unipersonal de la Municipalidad “…sin que pueda hablarse de una relación 

de subordinación jerárquica respecto de los miembros del Concejo Municipal…”.  Al respecto se ha indicado:  “…cabe 

recordar que el artículo 17 del Código Municipal le atribuye (al Alcalde) la condición de "administrador general y jefe 

de las dependencias municipales" y administrar no es sino ejercer actividades de Administración activa.  También le 



atribuye funciones de decisión como son el sancionar o vetar los acuerdos municipales, el autorizar los gastos de la 

municipalidad.  Por demás, el Código Municipal asigna al Alcalde funciones en materia de personal, incluyendo el poder 

de nombrar, otorgar permisos y sancionar. Así como funcionales claramente ejecutivas: la ejecución de los acuerdos 

municipales y la vigilancia del desarrollo de la política municipal y la correcta ejecución de los presupuestos 

municipales, entre otras.”  (C-048-2004 del 2 de febrero del 2004).  Lo anterior, claro está, en el entendido de que el 

Alcalde debe ajustar su actuar al principio de legalidad y, por ende, ejercer las atribuciones que le han sido atribuidas 

por el ordenamiento jurídico tales como dar cumplimiento a los acuerdos municipales, sancionar y promulgar las 

resoluciones y acuerdos aprobados por el Concejo Municipal y ejercer el derecho al veto, así como rendir cuentas a los 

vecinos del cantón (artículo 17 y artículo 159 del Código Municipal). 

 

Debido a la división de funciones que existe entre el Concejo Municipal y el Alcalde, en virtud de los principios que 

inspiran al gobierno municipal como entidad representativa y administrativa de los intereses y servicios locales, debe 

responderse de forma negativa a las interrogantes planteadas por el señor auditor de la Municipalidad de Tibás.  En 

efecto, el Concejo Municipal no se encuentra facultado para asumir las funciones propias del Alcalde Municipal.  De allí 

que ese órgano colegiado no puede ejecutar sus propios acuerdos, como girar las órdenes al Departamento de Patentes 

para que notifique o clausure los locales de los parqueos que funcionan sin licencia municipal, o solicitar a los 

arrendatarios de puestos en la Multiferia que se apersonen a poner en orden su patente comercial (artículo 31 inciso c 

del Código Municipal).  Lo anterior en el entendido, claro está, que el Alcalde tiene la obligación legal de ejecutar los 

acuerdos del Concejo, por disposición expresa del artículo 17, inciso a), del Código Municipal.  

 

Ahora bien, ante la negativa del Alcalde Municipal de obedecer los acuerdos del Concejo Municipal, tal y como lo 

plantea el señor auditor, se generaría un incumplimiento de deberes que, en todo caso, puede ser perseguido por las vías 

legales correspondientes (Ver dictámenes C-161-2004 del 26 de mayo del 2004 y C-201-2005 del 23 de mayo del 2005).  

Recuérdese, además, que el inciso e) del artículo 18 del Código Municipal establece como una de las causas automáticas 

de pérdida de la credencial de Alcalde Municipal el “cometer cualquier acción sancionada por la ley con la pérdida del 

cargo para funcionarios de elección popular”, y que la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la 

Función Pública, Ley N.° 8422 del 6 de octubre del 2004, dispuso lo siguiente:  “Artículo 3º-Deber de probidad. El 

funcionario público estará obligado a orientar su gestión a la satisfacción del interés público.  Este deber se manifestará, 

fundamentalmente, al identificar y atender las necesidades colectivas prioritarias, de manera planificada, regular, 

eficiente, continua y en condiciones de igualdad para los habitantes de la República; asimismo, al demostrar rectitud y 

buena fe en el ejercicio de las potestades que le confiere la ley; asegurarse de que las decisiones que adopte en 

cumplimiento de sus atribuciones se ajustan a la imparcialidad y a los objetivos propios de la institución en la que se 

desempeña y, finalmente, al administrar los recursos públicos con apego a los principios de legalidad, eficacia, economía 

y eficiencia, rindiendo cuentas satisfactoriamente.  

 

Artículo 4º-Violación al deber de probidad. Sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que procedan, la 

infracción del deber de probidad, debidamente comprobada y previa defensa, constituirá justa causa para la separación 

del cargo público sin responsabilidad patronal.” (el subrayado no es del original).  

 

TERCERO: DE LA NECESARIA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO PRECAUTORIO EN MATERIA AMBIENTAL Y SU 

TUTELA CONSTITUCIONAL Y ADMINISTRATIVA.   Sobre la protección del medio ambiente, y en amparo a las 

políticas protectoras del mismo, el Principio de Precaución, aparece consagrado en el Principio 15 de la Declaración de 

Ambiente y Desarrollo (Río, 1992), al establecer que para proteger el ambiente los Estados deberán aplicar el criterio de 

precaución conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica 

absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para 

impedir la degradación del ambiente.  Estos principios han sido considerados y reconocidos por la Sala Constitucional 

en algunos votos entre los cuales se encuentran los siguientes:  “Asimismo, en la Declaración de Río sobre Medio 

Ambiente y el Desarrollo, entre otras cosas, quedó establecido el derecho soberano de los estados a definir sus políticas 

de desarrollo. Se enuncia también, el principio precautorio (principio 15 de la Declaración de Río), según el cual "con el 

fin de proteger el ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente el criterio de precaución conforme a sus 

capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá 

utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos para impedir la 

degradación del ambiente." De modo que, en la protección de nuestros recursos naturales, debe existir una actitud 

preventiva, es decir, si la degradación y el deterioro deben ser minimizados es necesario que la precaución y la 

prevención sean los principios dominantes, lo cual nos lleva a la necesidad de plantear el principio "in dubio pro natura" 

que puede extraerse, analógicamente, de otras ramas del Derecho y que es, en un todo, acorde con la naturaleza. No 

obstante, la tarea de protección al ambiente, se dificulta toda vez que arrastramos un concepción rígida con respecto al 

derecho de propiedad, que impide avanzar en pro del ambiente, sin el cual no podría existir el derecho a la vida, al 

trabajo, a la propiedad o a la salud. No se debe perder de vista el hecho de que estamos en un terreno del derecho, en el 

que las normas más importantes son las que puedan prevenir todo tipo de daño al ambiente, porque no hay norma alguna 



que repare, a posteriori, el daño ya hecho; necesidad de prevención que resulta más urgente cuando de países en vías de 

desarrollo se trata. En este sentido, la Declaración de Estocolmo afirmó "...que en los países en desarrollo la mayoría de 

los problemas ambientales son causados por el mismo subdesarrollo. Millones continúan viviendo por debajo de los 

estándares mínimos de salud y salubridad. Por lo tanto los países en desarrollo deben dirigir todos sus esfuerzos hacia el 

desarrollo, teniendo en mente las prioridades y necesidades para salvaguardar y mejorar el ambiente. Por la misma 

razón los países industrializados deberían hacer esfuerzos para reducir la brecha entre ellos y los países en desarrollo." 

(Sala Constitucional, Voto N° 5893-95, el resaltado no es del original). 

 

Así las cosas no resulta ni arbitrario ni ilegal, que el Concejo Municipal invoque estos principios ante los documentos 

técnicos que lo llevan a la conclusión de que debe existir una actitud preventiva de su parte, con el fin último de que la 

degradación y el deterioro de los recursos naturales que administra la Municipalidad sean minimizados e implicando que 

la precaución y la prevención sean los principios dominantes con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales de 

los habitantes del cantón y que se desprenden del artículo 50 de la Constitución Política, ya que es un principio básico 

que se desprende de esta norma constitucional el deber de proteger el ambiente, que es de todos y cada uno de los 

habitantes, y en el caso que nos ocupa concretamente de los munícipes del Cantón de Flores.  En este sentido la Sala 

Constitucional ha afirmado que “(…) La prevención pretende anticiparse a los efecto negativos, y asegurar la protección, 

conservación y adecuada gestión de los recursos. Consecuentemente, el principio rector de prevención se fundamenta en 

la necesidad de tomar y asumir todas las medidas precautorias para evitar contener la posible afectación del ambiente o 

la salud de las personas.  De esta forma, en caso de que exista un riesgo de daño grave o irreversible- o una duda al 

respecto, se debe adoptar una medida de precaución e inclusive posponer la actividad de que se trate. Lo anterior debido 

a que en materia ambiental, la coacción a posteriori resulta ineficaz, por cuanto de haberse producido ya las 

consecuencias biológicas socialmente nocivas, la represión podrá tener una trascendencia  moral, pero difícilmente 

compensará los daños ocasionados en el ambiente”, (Voto de la Sala Constitucional No. 1250-99 de las 11:24  horas del 

19 de febrero de  1999, reiterado en los votos Nos. 9773-00 de las 9:44 horas del 3 de noviembre del 2000, 1711-01 de 

las 16:32 horas del 27 de febrero del 2001 y 632-03 de las 14:14 horas del 03 de julio del 2003. Posteriormente, en el 

Voto No. 3480-03 de las 14:02 horas del 2 de mayo del 2003, este Tribunal indicó que “Bien entendido el Principio 

Precautorio, el mismo se refiere a la adopción de medidas no ante el desconocimiento de hechos generadores de riesgo, 

sino ante la carencia de certeza respecto de que tales hechos efectivamente producirán efectos nocivos e el ambiente”.  

 

Para el caso de las Aguas subterráneas y contenidas en los mantos acuíferos  y áreas de carga y descarga, el principio 

precautorio o de in dubio pro natura, supone que cuando no existan estudios o informes efectuados conforme a la reglas 

unívocas y de aplicación exacta de la ciencia  y de la técnica que permitan arribar a un estado de certeza absoluta acerca 

de la inocuidad de la actividad que se pretende desarrollar sobre el medio ambiente o estos sean contradictorios entre sí, 

los entes y órganos de la administración central y descentralizada deben abstenerse de autorizar, aprobar o permitir todo 

solicitud nueva o de modificación, suspender las que estén en curso hasta que se despeje el estado dubitativo y, 

paralelamente, adoptar todas las medidas tendientes a su protección y preservación con el objeto de garantizar el 

derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado.  En esencia una gestión ambiental segura de las aguas 

subterráneas pasa por proteger el recurso antes de su contaminación o degradación”. (Sala Constitucional Voto 2004-

01923). 

 

CUARTO: CONCLUSIONES DEL CASO 

 

6. De la relación de hechos establecida en el Punto Primero de este informe, se verifica que Concejo Municipal, no 

es quien ha tramitado el permiso de Construcción N° 114-2007. 

 

7. Que este permiso de construcción fue otorgado por la administración a partir de la existencia del pozo AB-1571, 

y no con disponibilidad de agua del acueducto de la Municipalidad de Belén. 

 

8. Que al día de hoy, al realizarse un cierre del referido pozo no está claro si este “cierre temporal” es suficiente 

para dar cumplimiento al Voto número 2008-015657 de la Sala Constitucional,  donde se ha declarado con lugar el 

recurso de amparo número 08-005315-2007. 

 

9. Que al día de hoy la Sala Constitucional no se ha pronunciado en relación con el escrito presentado por la 

señora Rosemile Ramsbottom Valverde en el cual se acusa desobediencia por parte de los funcionarios de la 

administración municipal a lo ordenado por la Sala Constitucional en el voto número 2008-15657, y existen dudas más 

que razonables sobre los alcances de lo actuado por la administración en relación al cumplimiento de dicha sentencia. 

 

10. Que el Concejo Municipal debe emitir algún acuerdo en relación con la gestión ingresada con número 579-2009 

presentado por el señor Richard C. Godfrey, representante de Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A. en cual se 

solicita disponibilidad de para el Proyecto Condominios San Vicente, lo cual no implica que deba ser aprobada. 



           (…)” 

 

18. El día 01 de abril del 2009, mediante trámite 1309 el recurrente formuló recurso de revocatoria (sin interponer 

apelación) contra el oficio DU-013-2009, alegando perjuicio y solicitando dejar sin efecto la clausura decretada en 

contra el proyecto, además de la orden girada por la Municipalidad se refiere única y exclusivamente a las obras que se 

realizan dentro de un radio de 40 metros alrededor del pozo 1571 clausurado temporal y preventivamente.  

 

19. Mediante oficio ODU-022-2009 11 de mayo del 2009, la Unidad de Desarrollo Urbano, da respuesta al recurso de 

revocatoria formulado, donde se reiteran los criterios del oficio DU-013-2009, y se resuelve: “Considerando el cierre 

temporal y preventivo del pozo AB-1571 para evitar la posible contaminación, aunado al radio de protección y a la 

ausencia en este momento del abastecimiento de agua del proyecto de apartamentos que albergaría familias que 

vivirían en ese lugar y al amparo del artículo 11.1 Criterio precautorio, de la Ley de Biodiversidad, del Reglamento 

para el Otorgamiento de Permisos de Construcción de la Municipalidad de Belén y voto número 2008-015657 de la 

Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, se rechaza el Recurso de Revocatoria, trámite No. 1309, contra el 

oficio DU-013-2009 de la Unidad de Desarrollo Urbano que se solicita paralizar las obras. Contra esta Resolución 

cabe recurso de apelación conforme lo indica el artículo 162 del Código Municipal.” 

 

20. Que en el artículo 8 de la sesión ordinaria 32-2009 del pasado 2 de junio, el Concejo Municipal conoció la existencia 

de un recurso de apelación, interpuesto por el aquí recurrente contra el oficio DU-024-2009; sin embargo no se recibió 

en la Secretaría del Concejo Municipal ningún expediente administrativo, resultando que ante la imposibilidad de 

resolver dicho recurso por la ausencia del legajo administrativo, el pasado martes 26 de junio en el artículo 42 de la 

sesión 35-2009 se adoptó por recomendación de la Asesoría Legal del Concejo Municipal, un acuerdo en el que se 

dispone: 

 

“SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA: PRIMERO: Avalar el dictamen del Asesor 

Legal.  SEGUNDO: Ratificar el Artículo 17 del Acta 34-2009, donde se solicita a la Alcaldía Municipal el expediente 

administrativo de Condominio San Vicente, a la mayor brevedad.” 

 

21. Que hasta el pasado viernes 19 de junio, la administración entregó el expediente administrativo requerido en el 

acuerdo anterior, a partir de lo cual se da respuesta al Recurso de Amparo tramitado bajo el expediente 09-007789-

0007-CO, siendo que del mismo se detallan los hechos supra indicados. 

 

TERCERO: DEL CONTENIDO DEL ACTO IMPUGNADO. 

 

El oficio ODU-024-2009 de fecha 20 de de mayo de 2009, suscrito por el Ingeniero Luis Bogantes Miranda, no es un acto 

que este resolviendo de modo final y definitivo la gestión ingresada con el trámite 1839 del 13 de mayo de 2009 

presentada por el señor Godfrey; sino que por el contrario el mismo es una mera remisión de tal gestión hacia la 

Alcaldía Municipal, para que esta la remita a estudio de la Dirección Jurídica y de la Unidad Ambiental. 

 

Dicho oficio ODU-024-2009 en concreto indica: 

 

“En atención a su oficio , tramite Número 1839 el 13 de Mayo del 2009; le informo que debido a que el Voto 2008-15657 

involucra la protección al Ambiente y no existe pronunciamiento de la Sala Constitucional en contrario; el oficio IMN-

DA-1425-2009 del 13 de Mayo de 2009 del Departamento de Aguas del MINAET debe: 

 

 1) Ser evaluado y dictaminado por la Unidad Ambiental de esta Municipalidad en aspectos de su especialidad.- 

 

2)Ser evaluado y dictaminado por la Dirección Jurídica de esta Municipalidad en cuanto a la eficacia legal de los 

documentos y el procedimiento que se debe seguir para informar a la Sala Constitucional sobre acciones posteriores 

relacionadas con el Voto 2008-15657; con liderando que el Proyecto Apartamento San Vicente se encuentra paralizado.- 

 

Para lo anterior su solicitud se remite a la Alcaldía Municipal para que sea trasladado a las unidades antes indicadas las 

cuales dependen de esta.” 

 

Como se puede apreciar, es evidente que el mismo no resuelve por el fondo el asunto presentado por el administrado; y 

de hecho ni siquiera resuelve; sino que por el contrario se limita a remitir al superior para que este remita a estudio de 

dos Unidades técnicas. 

 

Bajo estas consideraciones toda la argumentación expuesta por el señor Godfrey en su recurso carece de asidero y 

sentido, puesto que más bien pareciera que hace referencia a un acto anterior del funcionario Bogantes Miranda, sea el 



oficio ODU-013-2009 contra el cual solo estableció revocatoria, más no apelación, en cuyo caso hubiera sido conocida 

por el Concejo Municipal. 

 

Siendo así, toda la exposición del recurrente en relación con las actuaciones municipales relacionadas con la suspensión 

de la obras, no tienen relación directa con el acto impugnado. 

 

CUARTO: SOBRE LA IMPROCEDENCIA DE LOS RECURSOS ORDINARIOS CONTRA ACTOS DE MERO 

TRÁMITE. 

 

En relación a la fase de admisibilidad del recurso de Apelación planteado, se valora en primer término que el contenido 

del oficio que se pretende impugnar es un acto de mero trámite, toda vez que el oficio ODU-024-2009 no está decidiendo 

sobre el fondo de la gestión ingresada con el trámite 1839 del 13 de mayo de 2009 presentada por el señor Godfrey; y en 

consecuencia el oficio ODU-024-2009 carece de recursos ordinarios de conformidad con lo dispuesto por el artículo 154 

inciso b) del Código Municipal, en la medida que el mismo solo traslada el asunto a la Alcaldía para que sea sometido a 

estudio de la Unidad Ambiental y de la Dirección Jurídica. 

 

Bajo estas consideraciones la primera conclusión a la que se llega valorando este asunto, es que el acto que se pretende 

impugnar es un acto de mero trámite y en consecuencia el mismo carece de los recursos ordinarios.  

 

QUINTO: SOBRE EL FONDO DEL ASUNTO: ACTUACION MUNICIPAL APEGADA AL EJERCICIO LAS 

POTESTADES MUNICIPALES EN CONTROL CONSTRUCTIVO. 

A pesar de lo anteriormente expuesto en relación a la improcedencia de la apelación contra un acto de mero trámite, es 

criterio de esta asesoría legal que, por el fondo del asunto, la actuación municipal cuestionada se encuentra apegada a 

derecho, básicamente a partir de de dos presupuestos: 

 

Por un lado la sentencia debidamente notificada que declara con lugar el recuso amparo tramitado bajo el expediente 

08-005315-0007-CO interpuesto por la señora Rosemile Ramsbotton Valverde, a fin de que el Ministro de Ambiente, el 

Alcalde Municipal y el Presidente Municipal, dispusieran lo necesario para que se respetara la distancia de cuarenta 

metros de protección entre el pozo AB-1571 en el proyecto constructivo del aquí recurrente, durante estos meses se ha 

dado cabal cumplimiento a lo ahí ordenado. 

 

Habiéndose notificado el voto de dicho recurso, el órgano o servidor responsable está obligado a cumplirlo sin demora, 

bajo pena de responsabilidad administrativa, según los términos del artículo 53 de la Ley de la Jurisdicción 

Constitucional y sin perjuicio de la responsabilidad penal del servidor que recibe una orden de la Sala Constitucional. Lo 

anterior se dio en ese contexto, en vista de que para el año 2008, en aplicación del principio precautorio, ante la duda 

sobre si podía  o no resultar contaminada la fuente de agua potable del mencionado pozo, esa Sala ordenó que debía 

preferirse la posición técnica la protege más amplitud, ordenando respetar la distancia de protección indicada en los 

oficios GE-049-08 y SL-232-2007 y ASUB-452-07 todos del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y 

Avenamiento. 

 

Así las cosas,  la resolución de la Sala se origina producto de la confrontación de los criterios técnicos del Ministro de 

Ambiente y el  Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento, donde se prefiere en resguardo de las 

normas constitucionales, la posición más proteccionista del ambiente; y en consecuencia es criterio de esta asesoría que 

la actuación administrativa recurrida se ajusta a derecho, en el tanto debe considerarse los efectos técnicos y jurídicos de 

la gestión del recurrente, frente al referido voto de la Sala Constitucional; de tal manera que hasta tanto el presente 

asunto no sea resuelto como en derecho corresponde se debe respetar el criterio de los cuarenta metros, hasta tanto esa 

Sala en aplicación del artículo 13 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, con un nuevo voto, avale la regularidad 

constitucional de los 15 metros para mayor certeza jurídica. 

 

En segundo término debe considerarse también por el fondo, que el acto impugnado se ajusta a la tutela estatal del 

espacio urbano sustentada en los artículos 50 y 89 de la Constitución Política, para lo cual la Sala Constitucional ha 

establecido que generan una obligación para el Estado de proteger el entorno en el que se desarrollar la vida de la 

población de la nación en el ámbito natural y urbano. (Voto 2003-03656 del 7 de mayo del 2003). Se ha establecido en 

nuestro medio que existen dos tipos de acciones para alcanzarlo el objetivo: la tutela preventiva (acciones para 

garantizar y preservar el medio ambiente, utilizando instrumentos jurídicos de fomento, planificación y económicos) y la 

tutela represiva (a acción de defensa relacionada con la potestad sancionatoria de la administración pública o la 

potestad jurisdiccional). 



Adicionalmente debemos considerar que el permiso o licencia de construcción es una autorización administrativa de 

carácter municipal, por medio de la cual se ejerce un control preventivo en relación con el ejercicio del derecho de 

edificar que tiene todo propietario.  

Por medio de la referida licencia se comprueba la conformidad de la obra o construcción con el ordenamiento jurídico 

ambiental-urbanístico. Con su otorgamiento se remueven los obstáculos para convertir al mismo en un ejercicio lícito de 

dicho derecho, y en consecuencia, se posibilita la realización de obras de construcción en una determinada localidad. 

 

A la par de las autorizaciones administrativas (licencias y permisos de construcción), se encuentra la potestad de control 

constructivo, entendida como un deber que la administración impone en forma generalizada a los administrados,  y su 

principal objetivo es corroborar el cumplimiento de las regulaciones urbanísticas, específicas o generales, por medio de 

la actividad de inspección. Esta potestad se regula en el artículo 87 de la Ley de Construcciones y debe ser entendida 

como una actividad de investigación que sirve para verificar el cumplimiento de las disposiciones jurídicas y técnicas en 

materia urbanística y ambiental y sirve como medio de prueba, especialmente para resolver procedimientos 

administrativos sancionatorios o impugnaciones. 

 

En relación  con el tema de inspección, la Sala Constitucional ha sostenido: 

 

“…así como este deber de vigilancia y fiscalización debe también ejercerse con respecto a las edificaciones ya 

construidas sin que se hubiese cumplido con el procedimiento legalmente establecido para hacerlo. En estas 

circunstancias, la Municipalidad correspondiente deberá levantar una información fijándole al propietario un plazo de 

treinta días para que de cumplimiento a lo estatuido en esta Ley…”. (Voto No 1582-93 del 31 de marzo de 1993). 

La inspección se ejerce por una serie de medios a cargo de un grupo de funcionarios públicos denominados inspectores 

municipales. Sobre los medios o técnicas de inspección o vigilancia, las municipalidades pueden desplegar todos aquellos 

que sean razonablemente necesarios para asegurar el cumplimiento de las disposiciones urbanísticas. Algunas de estas 

medidas son: la visita al sitio o visita de inspección, la supervisión de normas de calidad, estudio de informes, 

consideración de auditorías, verificación de actividades de autocontrol (a través de bitácoras constructivas) control de 

equipos y registros, entre otros.  

Las visitas, al igual que el resto de medidas de inspección, pueden ser previas a la actividad, de seguimiento o ante 

incumplimiento probable, y a su vez pueden ser rutinarias (como parte de un programa de inspecciones previsto), o no 

rutinarias (realizadas fuera de una planificación, en respuesta generalmente a una reclamación o una investigación de 

accidentes, incidentes o incumplimientos). 

 

En ejercicio de esta potestad de inspección o vigilancia, los inspectores municipales deben ingresar a predios o 

edificaciones privadas, con el único y exclusivo fin de constatar si las obras que se construyen se ajustan o no al 

ordenamiento jurídico urbanístico. Para tal efecto, se encuentran sujetos a límites objetivos y subjetivos. En cuanto a los 

límites objetivos tenemos, la razonabilidad y proporcionalidad de la medida de inspección, la inviolabilidad del 

domicilio, el respeto a la intimidad de los particulares, la imposibilidad de registrar o secuestrar información o 

documentos privados, el levantamiento del acta de inspección. En relación con los límites subjetivos destacan, la debida 

investidura del funcionario que practica la inspección, así como la acreditación como inspector municipal, el 

sometimiento al principio de legalidad, rendición de cuentas y transparencia en su gestión, entre otros. 

Los funcionarios municipales pueden ser investidos como inspectores, y así contar con la autoridad de vigilar y 

determinar,  si el ejercicio del derecho de propiedad privada se ajusta o no al ordenamiento urbanístico, de tal forma que 

una vez detectado el incumplimiento, con la mera constatación en el caso de verificar la existencia de obras realizadas 

sin contar con permiso de construcción, se pone en marcha la potestad sancionatoria, de conformidad con el 

procedimiento previsto en los artículos 88, 90, 91, 93, 94, 95, 96 de la Ley de Construcciones. 

 

En el presente caso lo ha hecho la Municipalidad de Belén, es ejercer fielmente los deberes como depositarios de la 

función pública y particularmente lo regulado en el tema del control constructivo en su jurisdicción territorial. 

 

Acertadamente esa Sala, respecto a la regularidad constitucional de las actuaciones municipalidades en esta materia ha 

dicho categóricamente: 

 

“IV.- Ahora bien, es menester que esta Sala se pronuncie sobre el actuar de la Municipalidad de Desamparados, toda vez 

que el artículo 169 de la Constitución Política establece que la administración de los intereses y servicios locales en cada 

cantón estará a cargo del Gobierno Municipal, norma que encuentra desarrollo legal –entre otras– en la Ley de 

Construcciones, la cual en su artículo 1 dispone que la Municipalidad ejercerá vigilancia sobre las obras que se ejecuten 



en su jurisdicción así como sobre el uso que se les esté dando; asimismo, que los inspectores municipales son sus agentes, 

que tienen por misión vigilar la observancia de los preceptos de esa Ley. Lo anterior, sin perjuicio de las facultades que 

las leyes conceden en estas materias a otros entes y órganos administrativos. De igual forma, la ley de cita establece en 

su artículo 88 la facultades de las municipalidades, entre las que señala la de imponer sanciones por las infracciones a 

las reglas de este Ordenamiento, especificando que son las dispuestas en el cuerpo de esa ley y su reglamento (multas, 

clausuras, desocupación, destrucción de la obra, etc.)” (Voto 015328-2008 de las 15:12 horas del 10 de octubre del 

2008) 

 

En el mismo sentido y en abono a lo anterior esa Sala IV, ha expresado: 

 

“Asimismo, el artículo 1 de la Ley de Construcciones No. 833, establece que las Municipalidades de la República son las 

encargadas de que las ciudades y demás poblaciones reúnan las condiciones necesarias de seguridad, salubridad, 

comodidad y belleza en sus vías públicas y en los edificios y construcciones que en terrenos de las mismas se levanten, sin 

perjuicio de las facultades que las leyes conceden en estas materias a otros órganos administrativos. El numeral 74 del 

mismo cuerpo normativo señala que toda obra relacionada con la construcción, que se ejecute en las poblaciones de la 

República, sea de carácter permanente o provisional, deberá ejecutarse con licencia de la Municipalidad 

correspondiente. Adicionalmente, el artículo 87 ídem otorga a los gobiernos locales la potestad de ejercer vigilancia 

sobre las obras que se ejecuten en su jurisdicción, así como sobre el uso que se les esté dando; señala además que los 

inspectores municipales son sus agentes, que tienen por misión vigilar la observancia de los preceptos del Reglamento a 

dicha Ley. Por último, el numeral 88 ibídem indica que las corporaciones municipales pueden imponer sanciones por las 

infracciones a las reglas de estas disposiciones, de acuerdo con lo especificado en el cuerpo de esta ley y su reglamento 

(multas, clausuras, desocupación, destrucción de la obra, etc.) Desde esta perspectiva, la intervención municipal 

clausurando la construcción del edificio de la recurrente, al constatar los inspectores municipales que la edificación se 

había efectuado en demasía hasta el lindero frontal, violando el plano de construcción, no constituye lesión alguna a los 

derechos fundamentales del recurrente, como lo reclama en el presente asunto. Aún cuando la Municipalidad de 

Siquirres reconoce que otorgó permiso de construcción a la promovente, inspectores municipales detectaron que la 

ejecución de la obra incumplió las dimensiones de los planos autorizados, ordenando la clausura de las obras, todo de 

conformidad con las disposiciones normativas supra citadas. Posteriormente, como los sellos municipales fueron 

irrespetados y violados, se finalizó la obra a pesar de que encontraba clausurada, no se cumplió con las prevenciones 

hechas, y la recurrente intentó abrir su negocio introduciendo mercadería, sin contar con patente para ello, el 22 de 

noviembre del 2007 funcionarios de la entidad municipal accionada debieron intervenir nuevamente, realizando una 

nueva clausura. En virtud de ello, el proceder Municipal tendente a poner a derecho las irregularidades apuntadas no 

lesiona derecho fundamental alguno, particularmente si se toma en consideración que la actuación impugnada obedece 

al incumplimiento por parte de la amparada de varias disposiciones normativas y reglamentarias, anteriormente 

indicadas. Por los motivos expuestos el amparo resulta improcedente en cuanto a este extremo.” (Voto 1156-2008 de las 

11:01 horas del 25 de enero del 2008)  

 

SEXTO: CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES: 

 

A partir de las anteriores consideraciones es criterio de esta asesoría legal que en relación con el recurso de Apelación 

interpuesto por el señor Richard Ch. Godfrey en su condición de representante legal de Condominio La Ribera Belemita  

Cincuenta SA contra el oficio ODU-024-2009 de 20 de de mayo de 2009, el mismo debe ser rechazado de plano por 

cuanto el mismo es un acto de mero trámite que no está decidiendo sobre el fondo de la gestión ingresada con el trámite 

1839 del 13 de mayo de 2009 presentada por el señor Godfrey; y en consecuencia el oficio ODU-024-2009 carece de 

recursos ordinarios de conformidad con lo dispuesto por el artículo 154 inciso b) del Código Municipal, en la medida que 

el mismo solo traslada el asunto a la Alcaldía para que sea sometido a estudio de la Unidad Ambiental y de la Dirección 

Jurídica, aclarando en el acuerdo que al efecto se adopte carece de los recursos ordinarios de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 154, inciso b) del Código Municipal 

 

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: Avalar el dictamen del Asesor Legal. SEGUNDO: Notificar la resolución al 

interesado” 

 
De la documentación aportada en el trámite se verifica que la resolución 1535-2009 dictada por el 
Tribunal Contencioso Administrativo a las 16:10 horas del 6 de agosto de 2009 que aporta el 
recurrente solo viene a ratificar lo actuado por el municipio en el acuerdo antes referido y transcrito; y 
siendo que además la resolución 1-2008 aportada por el señor Godfrey es un caso que no tiene 
relación alguna con el tema que nos ocupa. 



 
POR TANTO: ESTE CONCEJO MUNICIPAL ACUERDA 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  PRIMERO:  Dispensar de tramite 
de Comisión.  SEGUNDO:  Avalar el dictamen del Asesor Legal.  TERCERO:  Responder gestión 
3764-2009 confirmando y ratificando el acuerdo tomado en el artículo 25 de la sesión ordinaria 40-
2009 celebrada el 7 de julio de 2009 y ratificada el 14 de julio de ese mismo año, en razón de que 
dicha gestión carece de todo sustento normativo, y no existen hechos nuevos ni relevantes que 
merezcan analizar la posibilidad de revocar acuerdos firmes tomados en relación al oficio ODU-024-
2009, siendo que los regidores que conforman este Concejo expusieron de un modo muy amplio las 
consideraciones y justificaciones de la decisión adoptada en ese momento, y en este acto se 
ratifican las argumentaciones expuestas y la resolución del asunto conforme se estableció en el 
acuerdo ratificado.  Con el fin de evitar gestiones recursivas improcedentes, se aclara al 
administrado que contra el presente acuerdo de confirmación y ratificación no procede recurso 
alguno de conformidad con lo dispuesto por el artículo 154 inciso b) del Código Municipal. 
 
ARTICULO 33.  En cumplimiento de lo ordenado por resolución de las diez horas doce minutos del 
veinte de enero de dos mil diez, notificada a este Municipio el pasado 5 de febrero, correspondiente 
a un proceso de Amparo de Legalidad presentado por el señor Richard Ch. Godfrey contra la 
Municipalidad de Belén, tramitado en el Tribunal Contencioso Administrativo bajo el expediente 09-
002531-1027-CA, procede este Concejo Municipal a resolver la gestión número 5001, presentada el 
15 de diciembre del 2009, lo cual se realiza en los siguientes términos: 
 

CONSIDERANDO 
 
Esta gestión 5001-2009 conocida en el artículo 17 de la sesión ordinaria 74-2009, en concreto 
pretende que este Concejo Municipal se pronuncie en relación con una serie de oficios, en concreto 
indica Se conoce el trámite 5001 del Sr. Richard Ch. Godfrey, Condominio La Ribera Belemita 

Cincuenta, S.A. Quien suscribe, Richard Godfrey, de calidades conocidas, me sirvo la presente 
para hacer las siguientes manifestaciones: En reiteradas ocasiones este Concejo Municipal ha 
incumplido con sus deberes ya que no mencionan ni analiza en sus deliberaciones el criterio oficial 
de las autoridades competentes en la materia. De acuerdo con mi opinión el Concejo ha adoptado 
una serie de acuerdos que contradicen de manera flagrante el criterio técnico y jurídico de las 
siguientes instituciones, Departamento de Aguas del MINAET, Servicio Nacional de Aguas 
Subterráneas, Riego y Avenamiento (SENARA) y el Instituto Costarricense de Acueductos y 
Alcantarillados (AyA). Por consiguiente, se les solicita en el ejercicio de mis derechos ciudadanos 
al amparo de los artículos 27 y 31 de la Constitución Política y a la Ley de la Jurisdicción 
Constitución que fundamenten por escrito en los términos de Ley el motivo o razón por el cual se 
han desconocido los criterios técnicos y jurídicos de las autoridades competentes, violentando de 
forma grosera los principios de celeridad, eficiencia administrativa, coordinación, respeto de 
competencias y legalidad- artículo 31 de la Ley 8220, entre otros-. Para estos efectos, se les 
remiten los oficios que han desconocido: 
 

DIGH-145-2009 de la Dirección de Investigación y Gestión Hídrica (folios 809-811 del tomo I del 
expediente administrativo de Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A) 
 
GE-276-09 de la Gerencia General del SENARA (folios 812-814 del Tomo I del expediente 
administrativo de Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A) 



 

IMN-DA-1425-2009 del Departamento de Aguas del MINAET (folios 855-856 del Tomo I del 
Expediente Administrativo de Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A, trámite n. 1839) 
 

IMN-DA-1347-2009 Del Departamento de Aguas del MINAET (folios 839-843 del Tomo I 
expediente administrativo de Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A) 
 

UAA-045-2009 de la Unidad de Ambiente de la Municipalidad de Belén (folios 921-923 del Tomo I 
del expediente administrativo de Condominio La Ribera Belemita Cincuenta S.A.) 
 

Para efectos informativos, se hace del conocimiento de este Concejo Municipal el criterio del 
Director Jurídico y la disponibilidad emitida por el Instituto Costarricense de Acueductos y 
Alcantarillados, ente rector en materia de agua potable, los cuales ha sido aportados a la Sección 
III del Tribunal de lo Contencioso Administrativo 1 y a la Sala Constitucional para efectos hacer 
valer nuestros derechos y dejar en evidencia los abusos y arbitrariedades cometidos. Para el 
conocimiento de este Concejo Municipal se remite la resolución número 2009-16261 de la Sala 
Constitucional, cuyo único considerando afirma de manera clara y contundente que en el recurso 
de amparo tramitado a través del expediente n. 08-005315-0007-CO ya se dictó resolución 
final, razón por la cual se ordena anular la resolución 2009-12552 y continuar con los 
procedimientos del recurso de amparo tramitado en el expediente constitucional n. 09-007789-
0007-CO. Por consiguiente, no existe fundamento alguno, sea técnico o jurídico, para continuar 
con las acciones y omisiones arbitrarias e ilegales que han obstaculizado la ejecución de este 
proyecto habitacional.  
 
Señalo como medio para atender notificaciones al siguiente número de fax: 2290-9039. 

 

Analizados los oficios mencionados se puede constatar que el oficio DIGH-145-2009 de la Dirección 
de Investigación y Gestión Hídrica es de fecha 14 de abril de 2009; el oficio GE-276-09 de la 
Gerencia General del SENARA es de fecha 17 de abril de 2009, el oficio IMN-DA-1425-2009 del 
Departamento de Aguas del es de fecha 13 de mayo de 2009, el oficio IMN-DA-1347-2009 Del 
Departamento de Aguas del MINAET es de fecha4 de mayo de 2009; y el oficio UAA-045-2009 de la 
Unidad de Ambiente de la Municipalidad de Belén es de fecha 15 de julio de 2009.  Como bien 
puede apreciarse, todos los oficios citados por el recurrente son de fecha anterior al acuerdo con el 
cual se resolvió el tema de la disponibilidad hídrica, tomado en artículo 29 de la Sesión Ordinaria No. 
53-2009, celebrada el 8 de setiembre de 2009; siendo claro que al analizarse la solicitud de 
disponibilidad hídrica 579-2009 los mismos fueron valorados para la resolución del asunto, sin que 
existan elementos o documentos posteriores al 8 de setiembre que ameriten varias las 
consideraciones en las cuales se sustentó el acuerdo referido. 
 
Lo anterior demuestra que el señor Godfrey realiza una serie de cuestionamientos ante el Municipio 
relacionados con el desarrollo del Condominio La Ribera Belemita S. A., con la pretensión de que la 
municipalidad revoque actuaciones que ya han adquirido firmeza u otras que se encuentran bajo 
impugnación ante el jerarca impropio.  En tal sentido, conviene indicar que se encuentra en trámite el 
recurso de apelación presentado por el señor Richard Ch. Godfrey en su condición de representante 
legal de Condominio La Ribera Belemita  Cincuenta SA contra lo resuelto por este Concejo Municipal 
en el acuerdo adoptado en el artículo 29 de la sesión ordinaria 53-2009, el cual se ha admitido ante 
el TRIBUNAL SUPERIOR CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, a quien le corresponde la 
competencia para conocer de los cuestionamientos que el señor Godfrey esboza contra el acuerdo 
ya adoptado. 



 
Por otro lado, se pretende impugnar actuaciones municipales anteriores cuyo plazo ya ha expirado y 
sin determinarse los mismos, alegando el simple argumento de que se han “desconocido” criterios 
técnicos de otras instituciones, por lo que no es procedente la solicitud actual. 
 
POR TANTO EL CONCEJO MUNICIPAL ACUERDA 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  PRIMERO:  Dispensar de tramite 
de Comisión.  SEGUNDO:  Avalar el dictamen del Asesor Legal.  TERCERO:  A partir las anteriores 
consideraciones se responde la gestión 5001-2009 ratificando y confirmando en todos sus extremos 
el acuerdo tomado en artículo 29 de la Sesión Ordinaria No. 53-2009, celebrada el 8 de setiembre de 
2009, siendo que en el mismo los regidores que conforman este Concejo expusieron de un modo 
muy amplio las consideraciones y justificaciones de la decisión adoptada en ese momento, y en este 
acto se ratifican las argumentaciones expuestas y la resolución del asunto conforme se estableció en 
el acuerdo ratificado; y aclarándole al interesado que para todos los efectos debe ajustarse a lo 
resuelto por el Municipio en los actos administrativos firmes que ya se han dictado, así como a lo 
que en su oportunidad resuelva el Tribunal Contencioso Administrativo acerca del recurso por él 
presentado contra dicho acuerdo, según recurso de apelación admitido ante el jerarca impropio en el 
Acuerdo Municipal tomado artículo 4 de la Sesión Extraordinaria 61-2009, reiterándole que los 
argumentos de inconformidad referidos a los oficios que el menciona en el trámite 5001-2009 deberá 
presentarlos ante dicho Tribunal que conoce del recurso de apelación. 
 
Con el fin de evitar gestiones recursivas improcedentes, se aclara al administrado que contra el 
presente acuerdo de confirmación y ratificación no procede recurso alguno de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 154 inciso b) del Código Municipal. 
 
ARTICULO 34.  En cumplimiento de lo ordenado por resolución de las diez horas doce minutos del 
veinte de enero de dos mil diez, notificada a este Municipio el pasado 5 de febrero, correspondiente 
a un proceso de Amparo de Legalidad presentado por el señor Richard Ch. Godfrey contra la 
Municipalidad de Belén, tramitado en el Tribunal Contencioso Administrativo bajo el expediente 09-
002531-1027-CA. 
 
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD Y EN FORMA DEFINITIVA:  PRIMERO:  Dispensar de tramite 
de Comisión.  SEGUNDO:  Avalar el dictamen del Asesor Legal.  TERCERO:  Procede este Concejo 
Municipal a informar al Tribunal que ya se ha procedido a resolver el Recurso Extraordinario de 
revisión contra oficio DU-013-2009 (trámite 5070-2009) presentado el 22 de diciembre del 2009. 
Considerando que la misma corresponde a un recurso extraordinario de Revisión contra un acto no 
emanado del órgano colegiado, y por consiguiente que le corresponde al Alcalde dar respuesta al 
mismo de conformidad con lo dispuesto por el artículo 163 del Código Municipal, según la reforma 
de Ley N° 8773 publicada en La Gaceta 195 del 7 de octubre de 2009; y siendo que el Alcalde 
informa haber resuelto dicho recurso como en derecho corresponde y ha notificado al interesado, se 
ha cumplido con dicha gestión. 
 

CAPITULO VII 
 



INFORME DE COMISIONES MUNICIPALES. 
 

INFORME DE LA COMISION DE HACIENDA Y PRESUPUESTO. 
 
ARTICULO 35.  Se conoce dictamen sobre la Modificación Interna 02-2010. 
 

Justificación:  
 

1. La Licda. María Picado, Coordinadora de la Oficina de la Mujer, por medio del memorando 
008-2010, de fecha 11 de enero de 2010, solicita de la meta 212-01 denominada: Mantener 
un registro actualizado y accesible de las políticas, proyectos y acciones estratégicos, 
avanzando la igualdad y equidad de género, en el ámbito local, por medio de la ejecución de 
20 acciones, trasladar de “Publicidad y Propaganda” ¢500,000.00 y de “Actividades 
Protocolarias y Sociales” también la suma de ¢500,000.00.  Por otra parte solicita dentro de la 
meta 212-04 denominada: Brindar el servicio de cuido y educación integral infantil, para las 
hijas(os) de mujeres y hombres del cantón que necesitan trabajar y estudiar, a una capacidad 
del 50%, trasladar de “Servicios en Ciencias Económicas” ¢6, 240,000.00 de “Servicios 
Generales” ¢500,000.00 y por último de “Mantenimiento de Edificios y Locales” la suma de 
¢602,698.07. Lo anterior es necesario para reforzar “Servicios Especiales” por ¢5, 820,350.00 
y las respectivas Cargas Sociales por la suma de ¢2, 522,348.07. Ya que como parte del plan 
de acción del Centro Infantil, para este año se requiere contratar a una persona que 
administrará el Centro Infantil, está persona debe ser contratada por la Municipalidad de 
Belén durante dos años para lograr el efectivo arranque del proyecto. La señora María 
comenta que de acuerdo a conversación con Ennio Rodríguez y Víctor Sanchez esta 
contratación debe hacerse por Servicios Especiales y no por Servicios Profesionales como ya 
se tenía contemplado, porque se dan los tres elementos básicos de una Relación Laboral. 
Estos recursos se encuentran dentro del PAO 2010, sin embargo se encuentra como un 
servicio contratado, pero por lo indicado anteriormente es necesario trasladarlo al código de 
Servicios Especiales. Estos movimientos no afectan el cumplimiento de las metas 
modificadas. 

 

 
 



 
 

 
 

DICTAMEN DE COMISIÓN DE HACIENDA Y PRESUPUESTO SOBRE LA MODIFICACIÓN 
INTERNA 02-2010 DE LA MUNICIPALIDAD DE BELÉN 

 

A. INTRODUCCIÓN 
 
El Concejo Municipal en la  Sesión Ordinaria No.09-2010, celebrada el nueve de febrero del dos mil 
diez, tomó el acuerdo de remitir para análisis y recomendación de esta Comisión ¨ La modificación 
interna 02-2010 ¨ 
 

B. CONCLUSIONES 
 
Después de analizar la modificación interna 02-2010, se llegó a las siguientes 
consideraciones: 
 

1. Que la Modificación interna 01-2010, tanto en rebajos como en aumentos es por la suma de 
¢8, 342,698.07. 

 
2. Que lo que se pretende con esta modificación es obtener los recursos necesarios para crear 

una plaza por servicios especiales para la administración del Centro Infantil Modelo y poner en 
marcha este proyecto. 

 

3. Que dentro del presupuesto ordinario, la OFIM había contemplado recursos presupuestarios, 
pero en el rubro de servicios contratados, sin embargo, como se dan los elementos de una 
relación de tipo laboral, se deben de trasladar los recursos a servicios especiales y las 
respectivas cargas sociales. 

 
4. Que el Concejo Municipal en Sesión Ordinaria No. 10-2010, aprobó la creación de la 

mencionada plaza. 
 



5. Es importante tomar en cuenta que este proyecto debe de ser administrado por la 
Municipalidad los dos primeros años de gestión. 

 
C. RECOMENDACIONES 
 
La Comisión de Hacienda y Presupuesto de la Municipalidad de Belén, en cumplimiento del artículo 
51, del capítulo IV del Reglamento de Sesiones del Concejo Municipal del Cantón de Belén, 
recomienda al Concejo Municipal: 
 

1. Aprobar la modificación interna 02-2010. 
 
La Vicepresidenta Municipal Ana Betty Valenciano, comenta que es la Modificación para darle el 
contenido presupuestario a la creación de la plaza  de Administrador del Centro Infantil. 
 
El Regidor Propietario Francisco Villegas, sugiere que el tema urge. 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Ana Betty Valenciano, Juan 
Carlos Murillo, Francisco Villegas Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Hermes Zumbado, 
Flor Trejos:  PRIMERO:  Avalar el dictamen de la Comisión de Hacienda y Presupuesto.  
SEGUNDO:  Aprobar la Modificación Interna 02-2010. 
 
INFORME DE LA COMISION DE SALUD. 
 
ARTICULO 36.  Informe de la Comisión de Salud.  Informe de la Comisión Municipal de Salud.  En 
reunión celebrada el día lunes 15 de Febrero del 2010, con la asistencia de los siguientes miembros: 
Roberto Zumbado, Rita Guido Quesada, Damaris Vives, Telémaco Salas, Gabriela Villegas, Joaquín 
Chávez, Roberto Ramírez,Ana Betty Valenciano coordinadora y las señoras Maruja Ledezma, 
Urbana Arroyo  miembros de la Asociación de salud de escobal  convocadas por la Comisión 
Municipal de salud. 
 
Considerando  
 
PRIMERO: Que desde el año 2005 se inició un tramite de Información  Posesoria para que el terreno 
que ocupa el EBAIS de San Antonio sea inscrito a nombre de la Municipalidad de  Belén, según se 
informa en el DJ-463-2007. 
 
SEGUNDO: Que sesión Ordinaria  el señor Alcalde  informa de la firma de las escrituras a nombre 
de la Municipalidad de Belén del terreno ubicado Folio Real 4356400-000 con una área de 2.141.46 
y otro ubicado  en Folio Real numero 2201869-000 con una área de 312.05 metros con en barrio 
escobal para reubicar el EBAIS  de escobal. Unificados en un solo plano. 
 
TERCERO:  Que el señor Alcalde informa de la  firma de las escrituras del terreno  ubicado en folio 
real 82-80035-000 con una extensión de 2877.45 metros según plano catastrado H-841155-89 
ubicado el distrito segundo del cantón de Belén adquirido por medio del articulo 40 de la ley de 
Planificación urbana .  Para reubicar el EBAIS de la Ribera. 
 



La Comisión Municipal de Salud acordó solicitar al Concejo Municipal se sirva tomar el siguiente 
acuerdo: 
 
PRIMERO: Solicitar al señor Alcalde que la Dirección Jurídica de la Municipalidad reactive el trámite 
sobre el procedimiento iniciado de Titulación Posesoria para que el terreno que ocupa el EBAIS de 
San Antonio sea inscrito a nombre de la municipalidad de Belén. 
 
SEGUNDO: Tomando en cuenta  la Aprobación de la ley   que modifica el Articulo 62 del Código 
Municipal  que se lee de la siguiente manera:  
 
“Artículo 62.-  La municipalidad podrá usar o disponer de su patrimonio mediante toda clase de actos 
o contratos permitidos por este Código y la Ley de contratación administrativa, que sean idóneos 
para el cumplimiento de sus fines.  Las donaciones de cualquier tipo de recursos o bienes inmuebles, 
así como la extensión de garantías a favor de otras personas, solo serán posibles cuando las 
autorice, expresamente, una ley especial. Sin embargo, las municipalidades, mediante el voto 
favorable de las dos terceras partes del total de los miembros que integran su concejo, podrán donar 
directamente bienes muebles e inmuebles, siempre que estas donaciones vayan dirigidas a los 
órganos del Estado e instituciones autónomas o semiautónomas, que a su vez quedan autorizadas 
para donar directamente a las municipalidades.  Cuando la donación implique una desafectación del 
uso o fin público al que está vinculado el bien, se requerirá la autorización legislativa previa. 

  
Podrán darse préstamos o arrendamientos de los recursos mencionados, siempre que exista el 
convenio o contrato que respalde los intereses municipales.  A excepción de lo dispuesto en los 
párrafos anteriores, las municipalidades podrán otorgar ayudas temporales a vecinos y vecinas del 
cantón que enfrenten situaciones, debidamente comprobadas, de desgracia o infortunio. También, 
podrán subvencionar centros de educación pública, beneficencia o servicio social que presten 
servicios al cantón respectivo; además, las municipalidades podrán otorgar becas de estudio a sus 
munícipes de escasos recursos y con capacidad probada para estudiar. Cada municipalidad emitirá 
el reglamento para regular lo anterior.”  Solicitar al señor alcalde que realice las gestiones técnicas y 
legales para que la municipalidad transfiera los terrenos descritos en los considerandos segundo y 
tercero de este informe a la Caja Costarricense del Seguro Social, para lo cual se deberá considerar 
el disponer en la escritura de traspaso que debe autorizar el Concejo Municipal, la inclusión de una 
cláusula de reintegro (a modo de retroventa) en caso de que el bien donado no sea destinado al fin 
para el cual se entrega un plazo de Dos  años contados  a partir de la firma de la escritura. 
 
El Alcalde Municipal Horacio Alvarado, dice que la propiedad de La Ribera se dice que se requiere 
aproximadamente 2000 m2 para construir el Ebais, solicita que los 1000 m2 sobrantes en La Ribera 
se pueda construir la Oficina de Policías de Distrito o aulas para capacitación, o sea que no todo el 
terreno sea para la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS). 
 
El Regidor Suplente Yoser Avila, razona que el terreno de La Ribera es mas de lo que necesita la 
CCSS, para la construcción del Ebais el resto debería quedar a nombre de la Municipalidad,  
además si entregamos el terreno a la Caja, cuantos tiempo debemos esperar para que la CCSS 
construya el Ebais, ya que se le  esta facilitando el terreno el cual era parte del compromiso para la 



construcción del edificio, mi pregunta es si la CCSS ya tiene el dinero presupuestado para la 
construcción. 
 
La Regidora Propietaria Flor Trejos, dice que tenemos que ser visionarios, el Ebais estará ubicado 
en una calle muy transitada, deben tener parqueo, ingreso para ambulancias, además se entero que 
se quiere crear la Sub Sede Belén Flores, en ese sector. 
 
El Regidor Propietario Francisco Villegas, apunta que hay un acuerdo del Concejo Municipal para 
que esa área sea para construir el Ebais, pero se debe tomar en cuenta a la Comisión, que viene 
trabajando, que tienen una visión mas amplia, no es regalar a la CCSS; es una inversión en la salud, 
que eso no tiene precio, la CCSS es una institución sumamente valiosa, es la salud para las 
personas que no pueden llegar a otras instancias, mas adelante se puede convertir una Clínica de 
otro nivel. 
 
El Regidor Suplente Manuel Ortiz, cuestiona que siempre pensamos en obra gris, puede ser el 
Ebais, con una zona verde envidiable, aquí hay muchos edificios que están subutilizados como las 
escuelas y el colegio, se debe vender la idea de la parte ambiental, como un anfiteatro, para sentir la 
naturaleza. 
 
El Regidor Suplente Roberto Carlos Zumbado, avala el Informe de la Comisión de Salud y comenta 
que es fundamental que se apruebe,  con el fin de agilizar los trámites con la CCSS y destinen 
recurso económico para la construcción de los Ebais de Escobal como La Ribera.  Así mismo es 
fundamental entender que la Comisión conoce bien los aspectos relacionados al tipo de Ebais a 
construir y la condición en que quedamos al entregar a la CCSS los terrenos.  
 
La Vicepresidenta Municipal Ana Betty Valenciano, comunica que la Comisión desconocía de la 
propuesta de Sub Sede, de aulas de capacitación, de espacio para la Policía, la Comisión desde 
hace 4 años trabaja en puntos estratégicos, la Comisión ha trabajado sobre lo que esta vigente, hay 
un compromiso publico del Dr. Doryan donde dijo que si la Municipalidad dona los terrenos, ellos 
donan los recursos para la construcción de los Ebais.   
 
El Presidente Municipal Hermes Zumbado, respalda que se han hecho gestiones a nivel de 
Gobierno, en su caso se dieron a la tarea, junto con la Delegada Presidencial y se reunieron con 
representantes de la Clínica de San Joaquín, eso genero molestia en algunos miembros de la 
Comisión, todo con la Asesoría de Ennio Rodríguez, se trabaja para la construcción de los Ebais, 
son gestiones diferentes para un mismo fin, que son los Ebais en el Cantón. 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Hermes Zumbado, Flor 
Trejos, Juan Carlos Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Ana Betty Valenciano, 
Francisco Villegas:  Someter a votación para el martes 02 de marzo, 2010. 
 

CAPITULO VIII 
 

MOCIONES E INICIATIVA DE LOS REGIDORES Y SINDICOS 
 



ARTICULO 37.  Se conoce Moción que presenta el Regidor Suplente Manuel Ortiz, la cual es 
acogida por el Regidor Propietario Francisco Villegas.  En calidad de Regidor Suplente amparado en 
el Código Municipal artículo 27, inciso b, presento ante ustedes la siguiente moción:  Instar a la 
Comisión Municipal que se conforme para el traspaso de poderes del Concejo Municipal para que 
contemple los siguientes puntos:  
 
1. Realizar la Sesión Municipal en el Área de Parqueo del Edificio Municipal.  
 
2. Invitar a todos los grupos organizados de la comunidad.  
 
3. Invitar representantes de los Centros Educativos del Cantón.  
 
4. Incluir en la programación de este día actividades culturales con artistas del Cantón. 
 
5. Fomentar la participación con niños de Escuela Primaria para que resalten el valor histórico 

del 1 de mayo y la historia del Cantón de Belén.  
 
Dicha moción se fundamenta en la falta de espacio y mobiliario de la Sala de Sesiones Guillermo 
Villegas y darle un mayor realce a esta actividad tan representativa para nuestra comunidad.  
 
El Presidente Municipal Hermes Zumbado, precisa que no es un traspaso de poderes, este Concejo 
Municipal termina el 30 de abril, el 1 de mayo es la elección del nuevo Directorio Municipal, ya este 
Concejo no serian miembros del Concejo Municipal, estaríamos solamente invitados, de hecho ya 
existe una Comisión nombrada. 
 
La Secretaria del Concejo Municipal Ana Patricia Murillo, expresa que ya este Concejo Municipal 
nombro una Comisión Especial, encargada de coordinar las actividades para el 01 de mayo, de 
hecho la Comisión ya se reunió y definió una serie de actividades a desarrollar, las cuales se 
encuentran en tramite de contratación en la Unidad de Bienes y Servicios, sin embargo considera 
que las propuestas planteadas podrían ser analizadas por la Comisión, para determinar que se 
puede rescatar. 
 
El Regidor Propietario Francisco Villegas, establece que hace 4 años vinieron algunos Regidores, 
pero por ejemplo la señora Mariana Chaves que cumplió una función de Presidenta durante 2 años 
muy importante estaba en el público, la idea es que existan actos protocolarios, para la persona que 
ingresa y los que salen, la Comisión puede evaluar la solicitud, la idea es hacer algo bonito y 
elegante. 
 
La Vicepresidenta Municipal Ana Betty Valenciano, entiende que el Concejo Municipal entrante tiene 
bastantes expectativas porque abran 3 Regidoras Propietarias, es un hecho histórico, no estaría de 
acuerdo con la Moción, porque hay cosas que no se pueden modificar, este Concejo Municipal 
finaliza el 30 de abril, estarían como invitados, las nuevas autoridades tomaran posesión de su cargo 
el 01 de mayo y la Comisión nombrada ya estableció algunas actividades a realizar. 
 



El Regidor Propietario Juan Carlos Murillo, especifica que es un insumo que pueda sea valorado por 
la Comisión. 
 
La Regidora Propietaria Flor Trejos, propone que seria importante invitar a los Presidentes de los 
Gobiernos Estudiantiles. 
 
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Hermes Zumbado, Ana 
Betty Valenciano, Flor Trejos, Juan Carlos Murillo Y UNO EN CONTRA DEL REGIDOR 
Francisco Villegas:  Rechazar la Moción presentada. 
 
ARTICULO 38.  Se conoce Moción que presenta la Vicepresidenta Municipal Ana Betty Valenciano.  
En calidad de Regidora Propietaria, presentó moción para que en base al oficio AMA-111-2010 se 
nombre a la Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton  y a la Regidora Propietaria Ana Betty 
Valenciano, así como al señor Luis Álvarez, Asesor Legal del Concejo Municipal para asistir a la 
Reunión el día miércoles 24 de febrero del presente año en las Instalaciones del AyA con el Gerente 
General Ing.  Eduardo Lezama. 
 
El Asesor Legal Luis Alvarez, cuenta que mañana deberá estar en los Tribunales, cualquier cosa lo 
coordinara con la Dirección Jurídica y se puede presentar un informe al Concejo Municipal. 
 
El Presidente Municipal Hermes Zumbado, cita que la Vicepresidenta Municipal debe acogerse al 
Articulo 31 del Código Municipal. 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Hermes Zumbado, Flor 
Trejos, Yoser Avila Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Juan Carlos Murillo, Francisco 
Villegas:  Rechazar la Moción presentada. 
 
ARTICULO 39.  Se conoce Moción que presenta el Regidor Propietario Francisco Villegas.  De 
acuerdo a las potestades otorgadas por el Código Municipal en su artículo 27.  Propongo:  
PRIMERO:  Incorporar por acuerdo municipal que en la próxima Sesión Extraordinaria a efectuarse 
el próximo jueves 4 de marzo se incorpore el tema de “Compra de lote para los damnificados del Río 
Quebrada Seca”.  Lo anterior dado el poco tiempo, en su función del actual Concejo Municipal y la 
obligación moral, de otorgar solución al problema antes mencionado, problema que sin duda esta 
entre las obligaciones de la Alcaldía, de otorgar posibilidades reales a las soluciones.  
 
El Regidor Propietario Francisco Villegas, manifiesta que a este tema no se le ha dado una discusión 
o propuesta seria, se dijo que se discutiera después del 7 de febrero, esos comentarios salieron 
sobrando, estamos a pocas sesiones, todos tenemos una obligación moral de poner una solución, 
no hay pretextos para no discutir el tema, espera salir sin ese sentimiento de culpa de no buscar una 
solución.   
 
La Vicepresidenta Municipal Ana Betty Valenciano, informa que no esta evadiendo 
responsabilidades de evitar el tema, pero en las ultimas semanas, se ratifico el acuerdo que esta 
pendiente de discutir. 
 



El Regidor Suplente Manuel Ortiz, expresa que en el Informe del Alcalde, no se incluyen las fincas 
presentadas por Francisco Villegas y su persona porque ya tienen avalúo.   
 
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Hermes Zumbado, Ana 
Betty Valenciano, Flor Trejos, Juan Carlos Murillo Y UNO EN CONTRA DEL REGIDOR 
Francisco Villegas:  Rechazar la Moción presentada. 
 
ARTICULO 40.  Se conoce Moción que presenta la Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, la 
cual es acogida por el Regidor Propietario Juan Carlos Murillo.  Respaldada en el marco jurídico de 
la Constitución Política, Código Municipal, Ley de Planificación Urbana.  Solicito mediante esta 
moción se respete y prevalezca la autonomía municipal, y el derecho a ordenar el tránsito de 
vehículos en las vías cantonales, se retome las dos principales vías cantonales de este a oeste, calle 
del Arbolito, y Calle el Agricultor, y se prohíba el  transito de vehículos pesados, esta decisión 
contribuye a eliminar en alguna medida la contaminación sónica, del aire, y nos permita tener un 
cantón más seguro para niños, adultos mayores y población en general.  
 
El Presidente Municipal Hermes Zumbado, pregunta bajo que justificación se puede aprobar la 
Moción, aunque esta bien la intención, pero el Alcalde puede realizar un estudio, para que sea una 
justificación técnica, a pesar de ser rutas cantonales, por eso el día de hoy no aprobaría la Moción, 
porque muchas veces queremos instalar reductores de velocidad, pero necesitamos la autorización 
de MOPT, aunque la intención es valida. 
 
El Regidor Propietario Juan Carlos Murillo, establece que bien recordamos en múltiples 
oportunidades que se ha tocado el tema, la Calle El Arbolito y la Avenida El Agricultor, han sido 
tomadas por el MOPT y nos han afectado con el trasiego de vehículos pesados. 
 
El Regidor Propietario Francisco Villegas, detalla que la Moción se debe analizar, sobre todo la 
posibilidad material de efectuarla, pero seria interesante estudiarla legalmente, inicialmente le ve 
dificultad. 
 
La Vicepresidenta Municipal Ana Betty Valenciano, aclara que es un tema que se debe analizar, 
para tomar una decisión, la Moción debe tener una buena justificación, porque esa decisión puede 
traer consecuencias legales, la Moción esta bien, pero falta una justificación técnica y legal. 
 
El Regidor Suplente Roberto Carlos Zumbado, le parece excelente la Moción porque es una 
necesidad en el Cantón, pero a esta moción le hace falta una propuesta clara y dar también una 
solución a esos vehículos de transito pesado, por donde si puedan circular y conocer las 
consecuencias legales a que estaríamos expuestos. 
 
El Regidor Suplente Yoser Avila, explica que la propuesta es interesante, pero para justificarlo debe 
haber un estudio vial que justifique la petitoria ya que aunque Rossemile Ramsbotton, dice que es 
autonomía Municipal, me parece que la Municipalidad no puede restringir el paso de los camiones 
pesados por el Cantón, ya que esto perjudicaría a muchas empresas del Cantón.  
 



La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, habla que el marco legal es la autonomía municipal, 
las calles cantonales no necesitan ningún criterio técnico, la Ruta Nacional 129 esta desalojada de 
camiones pesados, con la Moción asume la responsabilidad legal y jurídica que pueda tener, la 
Moción se puede aprobar y que la Administración realice los estudios correspondientes. 
 
SE ACUERDA CON CUATRO VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Hermes Zumbado, Ana 
Betry Valenciano, Flor Trejos, Francisco Villegas Y UNO EN CONTRA DEL REGIDOR Juan 
Carlos Murillo:  Rechazar la Moción presentada. 
 
ARTICULO 41.  Se conoce Moción que presenta la Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, la 
cual es acogida por el Regidor Propietario Juan Carlos Murillo.  Divulgar por los medios efectivos a 
toda actividad comercial e industrial sobre la existencia de un reglamento de colocación de 
publicidad y rótulos en los locales de manera que se detenga la colocación de nuevos rótulos en 
todo el Cantón, el desorden actual que afecta la armonía con el ambiente, provoca la contaminación 
visual y la alteración del paisaje urbano.  La Unidad de Desarrollo Urbano, debe tener las medidas 
necesarias para la aplicación del reglamento existente.  La responsabilidad de cumplir con la 
normativa local recae en funcionarios municipales que deben cumplir con la aplicación del 
reglamento de colocación de rótulos, vayas y anuncios.  El espíritu del reglamento justifica el 
derecho de los belemitas a un Cantón libre de todo tipo de contaminación.  
 
La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, denuncia que una Empresa no licitara, no exime a la 
Municipalidad de responsabilidad, porque a los locales comerciales no se les aplica el Reglamento 
de Rótulos. 
 
La Vicepresidenta Municipal Ana Betty Valenciano, enumera que los nuevos rótulos se deben 
apegar al Reglamento vigente de la Municipalidad, pero no podemos decir que no se autoriza la 
instalación de nuevos rótulos.   
 
El Regidor Suplente Manuel Ortiz, comenta que ahora se debe invertir para quitar los rótulos, por 
que nunca se implemento el Reglamento. 
 
SE ACUERDA CON TRES VOTOS A FAVOR DE LOS REGIDORES Ana Betty Valenciano, Juan 
Carlos Murillo, Francisco Villegas Y DOS EN CONTRA DE LOS REGIDORES Hermes Zumbado, 
Flor Trejos:  PRIMERO:  Avalar la Moción presentada.  SEGUNDO:  Encargar al Alcalde Municipal 
de girar instrucciones para divulgar por los medios efectivos a toda actividad comercial e industrial 
sobre la existencia de un Reglamento de colocación de publicidad y rótulos en los locales de manera 
que se detenga la colocación de nuevos rótulos en todo el Cantón, el desorden actual que afecta la 
armonía con el ambiente, provoca la contaminación visual y la alteración del paisaje urbano.   
 
ARTICULO 42.  La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, formula que ha recibido una nota del 
Instituto Costarricense de Electricidad, con fecha 9 de febrero, respecto al caso del señor Hermes 
Zumbado, que dice:  Oficio 0023-005-2010 del Sr.  Carlos Rodríguez Salas, Auditor Director, Unidad 
Estudios Especiales y Seguimiento, Auditoria Interna, Instituto Costarricense de Electricidad.  
Asunto:  Solicitud de investigación presentada ante al Contraloría General de la República en 
relación con supuesta incorrecta utilización de permiso con goce de salario por parte de un 



funcionario del ICE.  La Contraloría General de la República, mediante Oficio DFOE-DDJ-1773 
(Referencia No. 7520), del 15 de julio de 2009, trasladó para atención por parte de la Auditoría 
Interna del ICE, una denuncia por supuesta incorrecta utilización de permiso con goce de salario por 
parte de un funcionario institucional, que se desempeña como regidor propietario en la Municipalidad 
de Belén.  En acatamiento del mandato Contralor, le informamos que hemos realizado el estudio 
correspondiente, del cual se están originando recomendaciones a la Administración Superior, entre 
ellas la suspensión inmediata del permiso con goce de salario que disfruta el funcionario y su 
reincorporación al puesto en el CAIC de Alajuela.,  
 
El informe del Estudio lo hemos trasladado al Órgano Contralor para los efectos que proceda.  
 
La Regidora Suplente Rosemille Ramsbotton, expone que es un tema que tenia mas de 1 año de 
estar en la Auditoria del ICE.   
 
El Presidente Municipal Hermes Zumbado, indica que ya se reincorporo a sus funciones en el ICE. 
 

A las 9:15 p.m., finalizó la Sesión Municipal. 
 
 
 

Ana Patricia Murillo Delgado    Hermes Zumbado Alfaro   
Secretaria Municipal      Presidente Municipal 

 


